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Introducción

América Latina atraviesa una crisis ambiental que está llevando al sub-
continente a un colapso, entendido esto como un cambio en la sociedad 
y en la forma de vivir en la actualidad. Esta crisis ecológica se ha agrava-
do por el modelo económico neoliberal y la profundización del extracti-
vismo, el cual ha generado una disputa por los bienes comunes. Existen 
auténticas batallas por el agua, las áreas naturales protegidas (anp), los 
bosques, las selvas, los mares y el aire, que se acentúan por actividades 
extractivas como la minería, la producción de energía, la forma de pro-
ducir en la agricultura, y los impactos socioambientales que generan las 
ciudades y la industria. Actualmente se está ejerciendo un fuerte des-
pojo sobre comunidades rurales y pueblos indígenas con procesos de 
especulación inmobiliaria y revalorización de espacios rurales.

Esto ha llevado a múltiples crisis que se expresan de diversas for-
mas: lo social se manifiesta en un incremento de la desigualdad (Kalt-
meier 2019), lo económico en un desequilibrio sistémico del capita-
lismo vía el proceso de financiarización y lo ambiental por medio de 
un problema de múltiples aristas, en el que un actor importante es el 
cambio climático pero no es el único, también la contaminación en 
sus múltiples formas y la extinción de especies nos están llevando a 
un colapso.

Latinoamérica enfrenta crisis social, política y ambiental, que la 
enmarcan en el camino del colapso. Pero ¿qué podemos entender por 
este término? Taibo (2017, 31) define el colapso de la siguiente forma:



al
te

rn
at

iv
as

 al
 co

la
ps

o s
oc

io
am

bi
en

ta
l d

es
de

 am
ér

ic
a l

at
in

a

12

Rasgos caracterizadores del colapso que se derivan de definiciones y 
análisis como los hasta aquí recogidos: un golpe muy fuerte que tras-
toca muchas relaciones, la irreversibilidad del proceso consiguiente, 
profundas alteraciones en lo que se concluye que, pese a que el con-
cepto que me ocupa parece remitir –ya he hablado de ello– a una si-
tuación irreversible, es harto frecuente que se entienda, con todo, que 
el colapso no tiene por qué ser total. Obligado estoy a anotar al respec-
to, por ejemplo, que a menudo se ha descrito aquél como una opor-
tunidad de promoción social en un escenario marcado por la quiebra 
de las reglas de las viejas, y con frecuencia jerárquicas, instituciones. 
Estas últimas, por otra parte, no tienen por qué desaparecer por com-
pleto. Los arqueólogos han subrayado que la posible reconstrucción 
posterior de las sociedades afectadas por un colapso puede deberse al 
concurso de estímulos ideológicos, tecnológicos y políticos proceden-
tes de sociedades complejas exteriores en el buen entendido de que 
este fenómeno es más fácil de concebir en el caso de colapsos que no 
tienen, como el que se estudia en esta obra, un carácter global.

Como se observa en la definición de Taibo, el colapso tiene una 
perspectiva amplia que cuenta con diversas dimensiones. Para Diamond 
(2007), el colapso es un retroceso drástico del tamaño de la población 
humana y de la complejidad económica-social en un área considerable 
y durante un tiempo prolongado. Según Tainter (1988), una sociedad 
colapsa cuando muestra una rápida y significativa pérdida de un nivel 
de complejidad sociopolítica en elementos que definen la civilización 
(arquitectura, arte, literatura, territorios, entre otros). De acuerdo con 
Orlov (2013), existen diferentes tipos de colapsos: financiero, comer-
cial, político, cultural y general. Para Fernández y González (2018, 187), 
el declive energético está marcando un punto de inflexión histórico 
ineludible: el colapso del sistema urbano-agroindustrial y es posible que 
también de la civilización dominadora que empezó hace más de seis mil 
años. En una crisis de civilización, como esta, se unen la crisis de la 
organización social, del modelo económico y de los valores imperan-
tes. Mientras una crisis sistémica se resuelve con una crisis dirigida por 



le
ón

 en
ri

qu
e á

vi
la

 ro
m

er
o

13

una clase emergente, una crisis civilizatoria implica la transformación 
de todo el cuerpo social. Por colapso nos referimos a una pérdida rápida 
(en términos históricos) de complejidad. Pero colapso no es sinónimo de 
apocalipsis; el cómo se desarrolle y en qué nuevos órdenes cuaje estará 
en función de las opciones que tomen las sociedades y, más en concreto, 
la población organizada. De este modo, la crisis civilizatoria también es 
una oportunidad para cambios comunitarios.

En esta obra se analizará el colapso socioambiental que se genera a 
partir de diversas variables ambientales que están provocando una crisis 
planetaria. Desde la perspectiva socioambiental, Taibo (2017) plantea 
que existen varias causas del colapso, ubicando de manera principal las 
siguientes:
• El cambio climático
• El agotamiento de las materias primas energéticas
• Ataques contra la biodiversidad
• El crecimiento demográfico
• Hambre
• Crisis hídrica
• Efecto multiplicador de la crisis financiera.

Ante este panorama, en América Latina se están desarrollando al-
ternativas agroecológicas, cooperativas, redes de economía solidaria, 
ecotecnologías apropiadas y nuevas construcciones societales basadas 
en paradigmas como el vivir bien o buen vivir; además, existen múltiples 
movimientos que defienden a la naturaleza y han surgido las bases que 
se contraponen al modelo extractivista. Todo esto contruye otra racio-
nalidad ambiental (Leff 2004) y siembra el futuro, la alternativa, la salida 
de este laberinto oscuro en la historia de la humanidad. 



Crisis ambiental y colapso 
en América Latina

El colapso sucede cuando un sistema complejo 
 ya no puede regularse a través de crisis. 

Raúl Zibechi

En el siglo xxi la humanidad atraviesa por una crisis civilizatoria, que 
se debe a la imposición de modelos de desarrollo que expolian y extraen 
recursos de la madre tierra de manera irracional, poniendo en riesgo la 
capacidad de regeneración de los ecosistemas (Lander 2019; Toledo 
2015). Leff (2010) plantea la generación de un nuevo sujeto ecológico, 
que responda a la complejidad y a las diversas caras del ambientalismo. 
La situación ambiental por la que atravesamos ha llevado a fuertes di-
ferencias entre la escuela de la ecología política y el pensamiento tra-
dicional de izquierda basado en una visión evolutiva societaria y en los 
conceptos de progreso y desarrollo. Como productos coloniales dichas 
nociones han hegemonizado parte del discurso y han implicado el desa-
rrollo de diversas políticas públicas en los siglos xx y xxi, que han lleva-
do a la humanidad a asumir graves costos ambientales en el planeta. Ante 
la problemática ambiental generada por estas políticas de desarrollo, a 
nivel mundial empezó un periodo de reflexión sobre dicha situación.

Con la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Huma-
no realizada en 1972 en Estocolmo, empezó una crítica sistemática al 
modelo de desarrollo económico predominante. Dentro de los prime-
ros cuestionamientos se desarrollaron la escuela del ecodesarrollo y la 
del crecimiento cero, que en la actualidad han tomado vigencia con la 
denominada escuela del decrecimiento (Latouche y Harpages 2011). En 
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las décadas de los 70 y 80 del siglo xx hubo un fuerte auge de los movi-
mientos ecologistas.

En el debate ambiental, se dio lo que podemos denominar un am-
bientalismo débil que se institucionalizó y originó la escuela de pensa-
miento del desarrollo sustentable, la cual busca garantizar el acceso de 
los recursos del presente para las generaciones del mañana. La idea fue 
formulada por la socialdemócrata noruega Gro Harlem Bruntland, de la 
Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo. Sin embar-
go, buscando una definición más completa, en este trabajo se considera-
rá la definición de Carabias y Provencio (1992): el desarrollo sustentable 
no se refiere a un problema limitado de adecuaciones ecológicas de un 
proceso social, sino a una estrategia o modelo múltiple para la sociedad 
que debe tener una viabilidad económica y una factibilidad ecológica. 

En un sentido amplio, la definición del desarrollo sustentable se 
refiere a la necesidad de modificar la relación sociedad humana-natura-
leza y, por tanto, a un cambio sustancial en el proceso civilizatorio. Pero 
en un sentido concreto, se topa con restricciones tecnológicas, cultu-
rales, económicas y de muy diversa índole, de las cuales dependen las 
posibilidades reales de aplicación.

Como menciona Toledo (1997) –catedrático de la unam, estudioso 
de la ecología política y secretario de Medio Ambiente en México de 2019 
a 2020–, frente a un mundo dominado por el individualismo, la gratifica-
ción narcisista, el consumo, la mercantilización de todas las esferas de la 
vida y un uso inmoral de la ciencia y la tecnología, se requiere construirlo 
o restaurarlo basándose en la solidaridad, la vida comunitaria y una cien-
cia presente que coadyuve a la generación de soluciones para la sociedad 
y revitalice los conocimientos populares. Para Toledo (2015, 34), las dife-
rencias entre el pensamiento clásico desarrollista y la ecología política se 
dividen en cinco temas: a) la crisis de civilización (se requiere un cambio 
en el modo de vida); b) la importancia de la ecología política (es necesario 
analizar la destrucción de la naturaleza); c) la crisis ambiental (la explota-
ción sin control amenaza el equilibrio del planeta); d) las claves de salida 
(basadas en la construcción del poder social y las prácticas y saberes indí-
genas); y e) la conciencia de especie o conciencia planetaria.
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La principal causa de la actual crisis ambiental es el modelo econó-
mico capitalista en el que vivimos, el cual no sólo es injusto y desigual, 
sino que está poniendo en riesgo la sobrevivencia del ser humano y las 
diversas especies que habitan el planeta. De acuerdo con el Informe del 
Planeta Vivo del World Wildlife Fund (wwf) elaborado en el año 2016, 
de 1970 a 2012 se ha extinguido 38% de las especies terrestres, 36% de 
las especies marinas y 81% de las especies de agua dulce. El Índice Plane-
ta Vivo, que mide los niveles de abundancia de la biodiversidad con base 
en el monitoreo de 14 152 poblaciones de 3 706 especies de vertebrados, 
muestra una tendencia decreciente constante. 

De acuerdo con Newell (2012, 2), catedrático de la Universidad de 
Sussex, el planeta se encuentra en una situación grave, ya que ha desa-
parecido más de la mitad de los bosques, selvas, humedales y manglares, 
75% de las pesquerías marinas se encuentran mermadas, existen más de 
200 zonas muertas en los océanos por la sobrefertilización y alrededor 
de 40% de los corales están por desaparecer. 

El informe de la Plataforma Intergubernamental Científico-Norma-
tiva sobre Diversidad Biológica y Servicios de los Ecosistemas (Ipbes) –la 
cual es un órgano intergubernamental independiente que busca fortale-
cer la interfaz científico-normativa entre la diversidad biológica y los ser-
vicios de los ecosistemas para la conservación y utilización sostenible de 
la diversidad biológica, el bienestar de los seres humanos a largo plazo y el 
desarrollo sostenible– señala que “en promedio, alrededor de 25% de las 
especies de los grupos de animales y plantas evaluados están amenazadas, 
lo que sugiere que alrededor de un millón de especies ya se enfrentan a 
la extinción, muchas de ellas en décadas, a menos que se tomen medidas 
para reducir la intensidad de los generadores de la pérdida de biodiver-
sidad” (Ipbes 2019, 3). De acuerdo con dicho informe, la contaminación 
por plásticos marinos, en particular, se ha multiplicado por diez desde 
1980, afectando al menos a 267 especies, entre ellas 86% de las tortugas 
marinas, 44% de las aves marinas y 43% de los mamíferos marinos. Esto 
también afecta a los seres humanos a través de las cadenas alimenticias. 

Las emisiones de gases de efecto invernadero (gei), los residuos urba-
nos y rurales no tratados, los contaminantes de las actividades industriales, 
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mineras y agrícolas, los derrames de petróleo y los vertidos tóxicos han te-
nido fuertes efectos negativos en la calidad del suelo, el agua dulce, el agua 
marina y la atmósfera mundial. Los registros acumulativos de especies exó-
ticas han aumentado en 40% desde 1980, lo cual está asociado al aumento 
del comercio y a la dinámica y las tendencias de la población humana. Casi 
una quinta parte de la superficie de la Tierra corre el riesgo de sufrir invasio-
nes exógenas de plantas y animales, lo que afecta a las especies autóctonas, 
las funciones de los ecosistemas y las contribuciones de la naturaleza a las 
personas, así como a las economías y a la salud humana (Ibid., 5).

Según Cloquell (2017, 114), “los cambios socioecológicos que pue-
den desencadenar la extinción de especies pueden agruparse en tres ca-
tegorías: 1) transformaciones del paisaje, 2) modificación y consumo de 
recursos bióticos; y 3) alteraciones geoquímicas (contaminación)”.

De acuerdo con Meyer (2006), debido al colapso ambiental que vi-
vimos en el planeta contamos con los siguientes biomas antropogénicos 
en los que se manifiesta la vida animal: a) especies acomodadas, b) es-
pecies reliquias y c) especies fantasmas. Las primeras son especies que 
se han ido acomodando a los ecosistemas humanos, como puede ser 
las que viven en las grandes ciudades o en ambientes suburbanos; las 
reliquias son aquellas que se conservan en su hábitat natural; y las fan-
tasmas son aquellas que aparecen brevemente. El manejo irresponsable 
de la biodiversidad está poniendo en grave riesgo la vida en el planeta y 
está propiciando que el colapso sea inevitable. Los problemas ambienta-
les como la deforestación, el cambio climático y la contaminación en sus 
diversas vertientes (hídrica, atmosférica, edáfica, química, entre otras) 
ponen en riesgo la estabilidad de los ecosistemas.

El colapso ambiental

El camino hacia el colapso civilizatorio en el que se encuentra la hu-
manidad está sembrado de dudas, de escepticismo, de negación y so-
bre todo de una perspectiva catastrofista de corte apocalíptico. En ese 
sentido, es importante aclarar que en el análisis socioambiental y en el 
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histórico se han señalado procesos de transición de un sistema de pro-
ducción a otro, de la caída de un gran imperio a uno diferente, por lo que 
el colapso significa que no hay salida de la crisis actual dentro del propio 
sistema, lo que hace necesario y urgente crear una alternativa.

Costa (2018, 5) critica las posturas pesimistas o apocalípticas y las 
denomina ecopesimismo, que define de la siguiente manera:

toma nota de la abrumadora abundancia de hechos y tendencias nega-
tivas, por lo que a la naturaleza y al medio ambiente se refiere, y des-
carta un futuro de relaciones estables y amistosas entre la naturaleza y 
las sociedades humanas, salvo en el caso de que se produzcan cambios 
drásticos políticos y socioeconómicos.

La economía global tiene fuertes contradicciones en las cuales el ser 
humano concentra materiales y energía, y se apropia de la producción 
primaria neta (ppn) generada por la energía del Sol en el planeta. El in-
dicador de apropiación humana de la producción primaria neta (hanpp) 
es importante porque da una dimensión que refleja el espacio utilizado 
por el ser humano y la intensidad del manejo de la tierra. Sirve para me-
dir la alteración que sufren los diversos ecosistemas por la actividad hu-
mana, ya que la ppn es lo que se produce por la fotosíntesis cada año. La 
hanpp permite saber en qué medida las transformaciones en el uso de la 
tierra y la cosecha de biomasa por el hombre alteran la disponibilidad en 
los ecosistemas. En concreto, medir la biomasa permite comparar y rela-
cionar los procesos naturales y el tamaño de la economía mediante todo 
lo que cosecha el ser humano. Carpintero (2007) señala que el hombre 
dispone de 40% de la ppn del planeta, por lo que es un indicador impor-
tante del deterioro ambiental y del posible colapso que viene. 

Uno de los principales indicadores de la situación del planeta tiene 
que ver con la pérdida de biodiversidad. En un estudio publicado por 
la revista Nature en abril de 2020, denominado “The projected timing 
of abrupt ecological disruption from climate change”, se plantea que en 
un lapso de diez años se dará una fuerte disrupción ecológica con su 
consecuente pérdida de biodiversidad. A medida que se profundicen los 
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efectos del cambio climático, proyectan que la futura interrupción de 
los ensamblajes ecológicos como resultado del cambio climático será 
abrupta, debido a la exposición de la mayoría de las especies a las condi-
ciones climáticas más allá de los límites naturales de su nicho ecológico. 
En un escenario de altas emisiones de gei causantes del calentamien-
to global del planeta, tales eventos de exposición abrupta comenzarán 
antes de 2030 en los océanos tropicales, y se propagarán a los bosques 
tropicales y a latitudes más altas aproximadamente para 2050 (Trisos, 
Merow y Pigot 2020). 

Dirzo et al. (2014b), científico de la Universidad de Stanford, en un 
artículo publicado en la prestigiosa revista Science, analiza el proceso 
de defaunación en el Antropoceno y señala que se han perdido más de 
70% de los mamíferos e insectos por las actividades del ser humano. 
Se habla de una sexta extinción masiva de especies biológicas, la cual se 
debe a diversas amenazas: a) destrucción y fragmentación de espacios 
naturales, b) sobreexplotación de especies naturales, c) introducción de 
especies exóticas y d) el cambio climático (Ceballos y Ortega-Baes 2011). 

En 1964 la Unión Internacional para la Conservación de la Natura-
leza (uicn) estableció la Lista Roja de Especies Amenazadas, la cual es 
una fuente de información actualizada sobre la situación de los anima-
les, hongos y plantas a nivel mundial. Proporciona información sobre el 
área de distribución, el tamaño de la población, el hábitat, la ecología, 
el uso y/o el comercio, las amenazas y las medidas de conservación, que 
ayuda a tomar las decisiones necesarias de preservación. En 2020 más 
de 31 000 especies están amenazadas de extinción, lo que representa 
27% de todas las especies evaluadas (uicn 2020). 

Actualmente vivimos una crisis ambiental sin precedentes. La in-
tensificación y el incremento anual de los “desastres naturales” señalan 
la enorme problemática que atravesamos los seres humanos en nuestra 
relación con la naturaleza. De acuerdo con Bello (2017, 8), desde 1972 
hasta 2010 

ocurrieron 1 737 desastres en América Latina y el Caribe, de los cuales 
1 392 fueron de origen climático, 227 de origen geológico y 118 de 
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origen biológico. En lo que se refiere a las subregiones, el crecimiento 
más importante del número de desastres ocurrió en Centroamérica 
(410%) y el Caribe (372%). En América del Sur la cifra fue del 288%. 
Este comportamiento estuvo determinado por la ocurrencia de fenó-
menos de origen climático, que se incrementaron un 448% y un 438 % 
en Centroamérica y el Caribe.

La intensidad de estos fenómenos ha aumentado, ocasionando 
fuertes daños materiales y pérdida de vidas humanas (alrededor de 
498 030 en ese periodo). Según Bello, los decesos causados por los de-
sastres en América Latina y el Caribe “durante los años setenta y ochen-
ta, el 81% de las muertes correspondió a desastres de origen geológico. 
Por el contrario, en el periodo 1990-2009, el 80.1% de las pérdidas de 
vidas humanas se debió a desastres de origen climático” (Ibid., 11). De 
acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas (onu), 152 millo-
nes de personas han fallecido por 1 205 desastres naturales en la región 
del año 2000 a la actualidad. Esto ha llevado a que se organicen a nivel 
internacional, nacional y estatal foros de análisis sobre la problemática 
ambiental. Producto de estas reuniones y eventos académicos, se han 
formulado tratados, convenios, leyes, reglamentos y normas que impac-
tan en la ejecución de políticas públicas, por lo que es importante ubicar 
el impacto, los alcances y los límites de estas políticas públicas que tie-
nen como finalidad mitigar o disminuir el deterioro ambiental.

El fenómeno del calentamiento global surgió con la Revolución In-
dustrial y la consecuente emisión de grandes cantidades de carbono a la 
atmósfera. Lentamente esas emisiones se han ido acumulando a lo largo 
de los años, pero el proceso se ha acelerado del año 1960 al presente. Por 
ejemplo, las emisiones de la producción mundial de dióxido de carbono 
pasó de cerca de 250 millones de toneladas por año a inicios del siglo xx a 
más de 6 000 millones en el año 2000 (Barros 2004), lo que nos da una idea 
del fuerte incremento de dióxido de carbono en la atmósfera. Esta con-
centración de gases en nuestra atmósfera genera lo que se conoce como el 
efecto invernadero, ya que se permite la entrada de radiación solar (onda 
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corta y alta frecuencia) pero impide su salida al ser reflejada (Antal 2004). 
Cuanto más aumente la cantidad de gases se retiene más calor. Esto en el 
largo plazo afecta tanto al tiempo atmosférico como al clima.

Existen diversos estudios sobre el incremento de la temperatura 
del planeta. Según la Universidad de East Anglia, la temperatura media 
del aire a nivel global ha sufrido una variación de alrededor de 0.9 °C 
(Godrej 2002). El ipcc, como organismo de la onu en el cual colaboran 
más de 2 000 científicos, se ha dedicado al estudio interdisciplinario del 
cambio climático. El ipcc ha elaborado modelos climáticos, en los cua-
les se tratan de incorporar diversas variables no sólo enfocadas hacia 
el calentamiento global, sino también a comportamientos regionales, la 
relación continente-océano y los cambios en las estaciones del año y en 
regímenes de precipitación. De acuerdo con Godrej (2002) y Garduño 
(1994), las principales predicciones de los científicos del ipcc se basan 
en lo siguiente: 
• Más calor en las masas de tierra que en el mar, ya que la superficie 

terrestre absorbe mejor la energía solar.
• El océano ártico experimentará mayores temperaturas en el in-

vierno.
• En latitudes medias de América del Norte y del Sur como en Euro-

pa habrá más días cálidos en verano y menos días fríos en invierno.
• Los pronósticos más alarmantes esperan un aumento de los suce-

sos climáticos extremos, como inundaciones muy fuertes o sequías 
prolongadas.

De acuerdo con Speth (2008), basado en el informe del ipcc, este 
fenómeno perjudicará de manera decisiva la salud de millones de per-
sonas, sobre todo de los grupos más vulnerables; incrementará la mal-
nutrición (sobre todo en infantes), los decesos, heridos y damnificados 
por tormentas, huracanes, sequías, inundaciones e incendios; afectará la 
frecuencia cardiorrespiratoria por el bajo nivel de ozono; y aumentará el 
rango geográfico y de exposición de enfermedades causadas por insec-
tos (malaria, dengue, entre otras).
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La problemática generada por el cambio climático es un proce-
so en el cual han convergido gobiernos, organismos multilaterales y la 
sociedad civil. Es así que desde la última década del siglo xx, la preo-
cupación causada por el deterioro de los recursos existentes colocan a 
la humanidad en una encrucijada. Los efectos de un cambio climático 
paulatino se han empezado a sentir: hay un consenso generalizado de 
que la temperatura global del planeta se ha incrementado en 0.6 °C en 
el transcurso del siglo xx, y se calcula el repliegue de los hielos de los 
océanos Ártico y Antártico, lo que ocasionaría el aumento del nivel del 
mar en seis metros.

En 1972 en la ciudad de Estocolmo se celebró la primera conferen-
cia mundial sobre el medio ambiente convocada por la onu. A partir de 
1979, año en que se realizó la Conferencia Mundial sobre el Clima en 
Ginebra, se han celebrado 25 conferencias mundiales relacionadas con 
la problemática del cambio climático. La cumbre más reciente se realizó 
en Madrid en diciembre de 2019. A la par, se desarrolló de manera his-
tórica la Cumbre sobre la Protección Atmosférica en La Haya en el año 
1989, y se publicaron cinco informes del ipcc y la Convención Marco de 
las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (cmnucc), firmada en 
Río de Janeiro en 1992 y puesta en vigor en marzo de 1994. 

En 1988 se celebró en Ginebra la primera reunión del ipcc, cuyos 
principales objetivos, de acuerdo con Antal (2004), fueron los siguientes:
• Obtener una evaluación completa del estado del conocimiento 

científico sobre el cambio climático.
• Evaluar los impactos ambientales, sociales y económicos de este 

fenómeno.
• Formular estrategias de respuesta realistas para la acción a nivel 

nacional e internacional.

El ipcc está integrado por tres grupos de trabajo, y ha tenido fuer-
tes presiones, para la presentación de sus informes. Por ejemplo, en el 
primer informe respecto al calentamiento global y el efecto invernadero, 
se cuestionó fuertemente el modelo matemático empleado, y se descu-
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brieron cabildeos intensos con los cientif ícos por parte de ciertos gru-
pos industriales de Estados Unidos.

En el desarrollo de las diversas reuniones de la cmnucc, según An-
tal, se han encontrado dos temas polémicos en los que se han generado 
conflictos:
• La soberanía de los Estados nación respecto al aprovechamiento de 

sus recursos naturales.
• La responsabilidad común pero diferenciada, es decir, los países 

desarrollados han tenido un mayor acceso y disfrute de los recursos 
naturales y son los principales contaminadores (deuda ecológica 
hacia los países del sur).

En la xxi Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Cambio Cli-
mático, celebrada en la capital de Francia, se firmó en diciembre de 2015 
el Acuerdo de París, el cual plantea mantener el calentamiento global del 
planeta por debajo de los 2 ºC respecto a los niveles preindustriales, y 
realizar acciones que impidan que la temperatura rebase los 1.5 ºC (Sa-
maniego et al. 2019). Con este acuerdo se limitan las emisiones de dióxi-
do de carbono (CO2). El mecanismo fundamental es que de manera vo-
luntaria cada país realice acciones de mitigación y adaptación al cambio 
climático mediante contribuciones determinadas a nivel nacional (cdn). 
De acuerdo con el último informe del ipcc del año 2017, el país que 
cuenta con la mayor emisión de gei es China con 28%, seguido de Esta-
dos Unidos con 16% del total mundial, la India con 6%, la Unión Europea 
(que aglutina a 25 naciones) alrededor de 14%, Rusia con 5% y Japón con 
4%. Según los datos presentados, los países industrializados aportan 52% 
de los gei y los países en desarrollo 48%. América Latina contribuye con 
5% de las emisiones totales (el primer país que encabeza las emisiones es 
Brasil y después México con 1.5%). En el caso mexicano las mayores emi-
siones se concentran en el CO2, y de acuerdo con el Instituto Nacional de 
Ecología y Cambio Climático se distribuyen en procesos de combustión 
(32%), transporte (14.6%), sector forestal (23.5%), desechos (9%), agricul-
tura (8.1%), procesos industriales (6.3%) y energía fugitiva (6.5%).
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Para cumplir con las metas y acciones que limiten los gei, se ha 
planteado descarbonizar el planeta y generar una nueva economía ver-
de. Pero ¿en qué consiste? ¿Cuáles son sus propósitos?

La economía verde y la ruptura metabólica 
en el Capitaloceno

El cambio climático global ha impactado de manera decisiva cómo nos 
adaptamos y concebimos el mundo actualmente. Para ello los diseñado-
res de políticas globales han trazado estrategias que buscan mitigar sus 
principales efectos y, posteriormente, desarrollar acciones de adapta-
ción que garanticen la sobrevivencia de los seres humanos como espe-
cie. En ese sentido, el Programa de las Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente (pnuma) propuso desde el año 2004 el concepto de economía 
verde, el cual no es nuevo ni novedoso pues en 1989 fue introducido por 
Pearce, Markandya y Barbier en su libro Blueprint for a Green Economy. 
En 2012 el pnuma definió la economía verde de la siguiente manera: “Es 
un sistema de actividades económicas relacionadas con la producción, 
distribución y consumo de bienes y servicios que resulta en mejoras 
del bienestar humano en el largo plazo, sin, al mismo tiempo, exponer 
a las generaciones futuras a riesgos ambientales y escasez ecológicas 
significativas”.

De acuerdo con el pnuma, las inversiones verdes que se deben in-
centivar son:
• Tecnologías de energía renovable
• Eficiencia energética tanto en edificios de nueva construcción 

como en los ya existentes
• Sistemas de transportación sostenible
• Agricultura sostenible.

El concepto de economía verde concebido por el pnuma considera 
al crecimiento económico como la panacea que favorece al desarrollo 
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sostenible ayudando a la conservación del planeta y a la erradicación de 
la pobreza. 

Serrano y Carillo (2011), en un texto publicado por la fundación 
Friedrich Ebert, critican la perspectiva economicista de la economía ver-
de y su aspiración basada en el crecimiento económico. De la misma 
forma, la Fundación Rosa Luxemburgo (2012) elabora una fuerte críti-
ca al proceso de economía verde a partir de lo que considera mitos que 
se han desarrollado en torno a este concepto:
• La crisis es una oportunidad para la economía verde.
• La economía verde reconcilia economía con ecología.
• La economía verde genera buenos trabajos.
• Una mejor eficiencia y más crecimiento ocasionan una caída en el 

consumo.
• La protección ambiental y la sustentabilidad necesitan un Estado 

fuerte.
• Las corporaciones son el motor de la economía verde.
• El dinero verde facilita la economía verde.
• Las fuerzas del consumo y las empresas llevan a la protección al 

ambiente. 
• La economía verde crea oportunidades para el desarrollo del sur.
• La economía verde lucha contra la pobreza. 
• Alemania crecerá a partir del desarrollo de la economía verde y su 

posición en el mercado mundial.

Los argumentos que se han esgrimido por parte del pnuma, que 
impulsan la implementación de la economía verde, se basan en un conjunto 
de buenos propósitos, por ejemplo, la crisis económica que atravesamos 
actualmente es una oportunidad para abandonar el sistema capitalista, 
tal y como lo plantea la Fundación Rosa Luxemburgo (Ibid., 8):

La economía verde es la promesa de una modernización del capita-
lismo verde, pero sin cambiar la lógica capitalista, la competencia y 
la competitividad o las relaciones de poder, que hasta ahora se han 
orientado a favorecer a las corporaciones. El modo capitalista no sos-
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tenible de la vida en efecto puede ser más verde, pero no reconstruye 
un modo solidario de la vida. Propone a todos los grupos sociales: 
“Déjame tener mi pastel y comérmelo también”.

La economía verde no establece elementos de redistribución de la 
riqueza ni busca una mayor equidad en los gradientes de desarrollo hu-
mano sostenible de los diversos países, por lo que cabe esperar que 
los patrones de acumulación y desigualdad sean iguales. El crecimiento 
económico ilimitado es imposible en un mundo de recursos limitados, 
por lo cual el concepto de economía verde entra aquí en una profun-
da contradicción. La propuesta de la economía verde puede conseguir 
reducir la velocidad con la que nos acercamos al punto crítico en que 
la Tierra no pueda soportar los niveles de consumo y de desechos de la 
humanidad, pero no evitará que el final sea el mismo. Además, no consi-
dera la implementación de un modelo de producción capitalista desen-
frenado como el principal problema que tenemos en el planeta.

En ese sentido, Foster (1999) ha trabajado el concepto de la fractura 
metabólica, la cual parte de la ruptura-desequilibrio entre la naturaleza 
y la sociedad mediante la creciente división entre la ciudad y el campo. 
Una de sus ideas básicas es la apropiación por parte del ser humano de 
los flujos materiales y de energía que provienen de la naturaleza, atra-
vesando el flujo circular de la economía en el que son transformados y 
devueltos al mundo natural (desechos). Esto genera impactos ambienta-
les que transforman el paisaje, destrucción de la naturaleza y contami-
nación, sentando las bases de un nuevo referente geohistórico. 

Antropoceno vs. Capitaloceno

Actualmente vivimos en lo que algunos autores han denominado como 
el Antropoceno, es decir, un momento en el que el ser humano es la 
especie dominante, predomina la ética antropocéntrica y se privilegia el 
modo utilitario de la naturaleza. El concepto de Antropoceno fue for-
mulado por Paul Crutzen, el Premio Nobel de Química en 2002, en su 
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texto “Geology of mankind” publicado en la revista Nature. Crutzen lo 
definió como una nueva era geológica en la que la acción humana altera 
los ciclos biogeoquímicos del planeta. 

Fue un reconocimiento del impacto que ha tenido el ser humano 
en la vida y sostenibilidad del planeta. El texto muestra con claridad la 
repercursión desde la Revolución Industrial, no sólo en la emisión de 
gei, sino también en la biodiversidad y la ampliación de la frontera agrí-
cola y su consecuente proceso de deforestación para la producción de 
materias primas. Sin embargo, no todos los seres humanos afectan al 
medioambiente al mismo nivel; hay personas que consumen de mane-
ra preponderante energía, materiales y recursos, poniendo en riesgo la 
prevalencia de la vida en el planeta.

El Capitaloceno es un concepto formulado por Moore (2016), 
quien establece que la explotación del ser humano y de la naturaleza 
es lo que causa el colapso ambiental en el que vivimos. Los respon-
sables son el 1% de los habitantes del planeta, los cuales concentran 
los medios de producción, así como el gasto de energía y materiales. 
El concepto de Capitaloceno alude a que, si bien con la Revolución 
Industrial fue que se utilizó de manera masiva los combustibles fósiles 
y en consecuencia se generó la expulsión de gei a la atmósfera, esa 
revolución no ocurrió en un vacío social. Al contrario, se desarrolló 
dentro de un sistema económico que requiere e impulsa la innovación 
tecnocientífica para movilizar las mercancías lo más rápido posible a 
distancias crecientes. Además, señala que en el capitalismo hay grupos 
con mayor poder para establecer las dinámicas productivas y de con-
sumo a través de los medios legales, políticos, religiosos, psicológicos 
y hasta militares. La unión infernal entre capitalismo y fosilismo no fue 
casual, sino el resultado de disputas políticas y económicas desiguales. 
En el Capitaloceno, la crisis ecológica y climática no fue impulsada por 
todos, porque no tuvieron el mismo poder social para influir sobre la 
estructura económica: desde los esclavos usados para el desarrollo del 
capitalismo europeo, pasando por las comunidades indígenas extermi-
nadas y marginadas, hasta la gente que desde el siglo xx sufre la miseria 
y explotación laboral, la mayor parte de la población humana no ha 
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contribuido a la crisis que enfrentamos (Cano 2017, 8-9). El sistema 
capitalista ha implicado un cambio cualitativo, cuantitativo y estruc-
tural en su relación con el entorno (Reyes 2020).

Se puede concluir que en la crisis ambiental por la que atravesamos 
sí hay culpables, pero no somos la mayoría de la población, sino la élite. 
En un estudio que desarrolló Oxfam (2015) se muestra que 10% de la 
población, aproximadamente 700 millones de personas, son responsa-
bles de más de la mitad de las emisiones de dióxido de carbono. Ante 
este secuestro por parte de la élite mundial, que busca concentrar el 
control sobre el agua, la biodiversidad y los territorios, se hace necesario 
que la gran mayoría de los habitantes del planeta tomemos conciencia y 
podamos generar alternativas. Hace falta que comprendamos la proble-
mática de raíz analizando cómo el actual modelo de producción capita-
lista genera fuertes contradicciones, que ponen en riesgo dos sustentos 
principales de los factores de producción: la tierra (la naturaleza) y el 
trabajo (el ser humano).

Las dos contradicciones del capital 
y la acumulación por desposesión

El capitalismo, para poder existir, requiere de la tierra y del trabajo. En 
ese sentido, el actual desarrollo de las fuerzas productivas nos está lle-
vando hacia el colapso, poniendo en crisis la misma sobrevivencia del 
sistema de dominación económica. El capital, al requerir bienes natura-
les para el desarrollo de mercancías, está agotando las bases materiales 
de su reproducción y está ocasionando una crisis ambiental de alcances 
planetarios. Por otro lado, al continuar las tasas de sobrexplotación a 
los trabajadores y la consecuente caída del poder adquisitivo, la exis-
tencia de un gigantesco ejército de reserva, que espera ser empleado, 
genera una fuerte contradicción en el mundo del trabajo.

Patel y Moore (2017) plantean que para el desarrollo del sistema 
capitalista se han requerido siete cosas baratas: la naturaleza, el trabajo, 
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la alimentación, la energía, el dinero, los cuidados y las vidas. En ese 
sentido, se ha abaratado el mundo de la vida y del trabajo para fortalecer 
al sistema capitalista, lo que ha llevado a la actual crisis sistémica por la 
que atraviesa el modelo de acumulación. 

El surgimiento de la industria 4.0, el internet y la biología sintética, 
y el uso de algoritmos y la consecuente robotización ampliarán el uni-
verso de las personas “desechables” laboralmente, profundizando el mo-
delo de explotación. Este proceso de usufructo de la naturaleza y de los 
trabajadores se da en un contexto en el que el despojo, como mecanismo 
histórico de acumulación, no se ha detenido, sino que ha continuado en 
una espiral de revalorización de nuevos espacios naturales.

En el siglo xxi amplias superficies naturales de bosques, selvas, ríos 
y lagos –que anteriormente se consideraban inaccesibles o que el costo 
de extracción de materias primas era demasiado elevado– se han con-
vertido en espacios para facilitar la explotación de productos básicos 
en diversas partes del planeta debido al aumento de precios y al uso de 
nuevas tecnologías. Los territorios mayoritariamente rurales se encuen-
tran en manos de campesinos e indígenas, los cuales están sufriendo un 
enorme embate y una ofensiva por parte del capital que intenta inver-
tirse en esos espacios revalorizados, del que los pueblos originarios han 
sido despojados.

América Latina ante el colapso ambiental 

La temperatura media de la región de América Latina y el Caribe au-
mentó de entre 0. 5 ºC a 3 ºC entre 1901 y 2012 (Magrin 2015). En el 
periodo de 1961 a 2018, la Comisión Económica para América Latina 
y el Caribe (Cepal), con base en datos de la Organización de las Nacio-
nes Unidas para la Alimentación y la Agricultura (fao), documentó 
un aumento de 1.3 ºC en América del Sur; en el caso de Centroamérica y 
México fue de 1.2 ºC. Es un incremento significativo en términos geoló-
gicos que ha ocasionado en el sur de México y Centroamérica un retraso 
en las lluvias, la intensificación de los ciclones tropicales y el derreti-
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miento de los glaciares de las altas montañas de México y de los Andes 
sudamericanos. De acuerdo con datos del Centro para la Investigación 
sobre la Epidemiología de los Desastres (cred), de la Universidad Ca-
tólica de Lovaina, en el periodo de 1990 a 2019 se han desarrollado 273 
tormentas, 631 inundaciones, 48 fenómenos de temperatura extrema y 
78 sequías en América Latina y el Caribe. Según la onu (2020), del año 
2000 a la actualidad se han presentado más de 17 huracanes por año, y 
en todo el periodo 23 han sido de categoría 5, con mayor capacidad de 
destrucción. Los países más afectados por las tormentas en la región 
han sido Cuba, México y Haití con 110 tormentas, 5 000 muertes, 29 
millones de personas siniestradas y 39 000 millones de dólares en daños 
totales (onu 2020).

En el año 2005, la cubierta forestal de la región de América Latina 
y el Caribe contaba con 924 millones de hectáreas (23% del área forestal 
mundial), con 90% de áreas boscosas en América del Sur, 9% en Cen-
troamérica y México, y 1% en el Caribe (fao 2006). Entre 2005 y 2010 
el planeta perdió 5.58 millones de hectáreas de bosques por año, de los 
cuales 3.949 millones (70.77%) correspondieron a la región de Améri-
ca Latina y el Caribe, y 3.58 millones (64.15%) a América del Sur (fao 
2010). Brasil, Bolivia, Venezuela y Nicaragua encabezan el proceso de 
pérdida de bosques en la región. En lo concerniente a la deforestación en 
un periodo relativamente corto se han deforestado más de 38 300 km de 
bosques por año, alrededor de 70% de la deforestación mundial (Magrin 
2015, 16).

El panorama ambiental de América Latina es preocupante por la 
rapidez con la que se está perdiendo la superficie boscosa del subconti-
nente. En ese sentido, una de las principales causas es la ampliación de 
la frontera agrícola por la producción de la soya y la palma de aceite; en 
segundo término están las actividades extractivas de la minería a cielo 
abierto, que en América del Sur han ejercido presión sobre la cuenca del 
Amazonas y provocado la deforestación de El Cerrado y la mata atlán-
tica. En el año 2019, el incendio forestal de la cuenca amazónica abarco 
millones de hectáreas de bosques y selvas, lo que de forma indudable 
está llevando al colapso ambiental a la región latinoamericana.
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El concepto de colapso sirve como marco de análisis para entender 
que bajo el sistema capitalista no será viable la salida. La propuesta de 
la economía verde y su consecuente financiarización de la naturaleza, 
como la propuesta para la reducción de emisiones por deforestación y 
degradación de los bosques (redd+), han demostrado que no son sufi-
cientes para frenar el deterioro sobre la naturaleza. Es así que dentro del 
propio sistema capitalista las contradicciones inherentes al mismo han ge-
nerado una aceleración del proceso de destrucción, por lo que existen en 
la región fuertes movimientos socioambientales que defienden la madre 
tierra ante el incremento de las políticas de despojo en América Latina. 



Las sociedades 
en movimiento y la defensa 
de la madre tierra

En América Latina se ha gestado una auténtica emergencia de las or-
ganizaciones campesinas, indígenas y de la sociedad civil en la defensa 
de la naturaleza, en la que los territorios rurales se han convertido en 
escenarios de disputa por diferentes territorialidades, y la dicotomía de 
proyectos de muerte versus proyectos de vida se vislumbra como un 
encuentro por el futuro. La consolidación de la propuesta neoextracti-
vista enfrenta a las comunidades rurales contra grandes empresas que 
impulsan megaproyectos, obras de infraestructura, minería y nuevos 
sistemas de cultivos y plantaciones intensivas. Este arrasamiento de los 
territorios rurales no parte de una perspectiva neutral o racional, sino se 
basa en el avasallamiento y dominio del capital sobre los productores y 
habitantes del medio rural. 

La continuidad del despojo como mecanismo de acumulación 
ha permitido la conversión de grandes superficies de selvas y bosques 
para la práctica del agronegocio, por ejemplo, la República Unida de la 
Soja en Sudamérica que atraviesa Argentina, Bolivia, Brasil, Paraguay 
y Uruguay, en la que los capitales multinacionales aprovechan el agua 
y contaminan con glifosato el mayor acuífero subterráneo de América 
del Sur (Vargas, De Groot y Vandecasteele 2005). Esto aunado a múlti-
ples estudios de los daños y efectos que ocasionan los pesticidas en las 
poblaciones humanas de las comunidades rurales (Peres et al. 2007). 
Ecosistemas como El Cerrado brasileño han perdido más de la mitad 
de su superficie sólo por la ampliación de la frontera agrícola para la 
producción de la oleaginosa (Machado 2016). En el caso de las selvas 
tropicales, la presencia del cultivo de la palma de aceite o palma africa-
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na en las zonas de amortiguamiento de las áreas naturales protegidas, 
y en algunos casos la destrucción del ecosistema tropical, permean un 
horizonte en el que el monocultivo crece a expensas de la biodiversidad 
(Ávila et al. 2017).

Los pueblos indígenas de la región han pasado por un proceso de 
resistencia de centenas de años y de reafirmación de su reexistencia, 
a través de diversos momentos de lucha por sus territorios, siendo su 
mayor expresión la determinación por construir su autonomía. La lu-
cha que en un primer momento fue por el reconocimiento de sus dere-
chos, sus prácticas y su cultura, se ha transformado en un movimiento 
por la sobrevivencia del ser humano y de los seres vivos del planeta. Se 
han convertido en la cabeza de un movimiento mundial en defensa de 
los bosques, la naturaleza y la madre tierra. Sin caer en posturas esen-
cialistas, sabemos que los pueblos indígenas son plurales y existen en 
su interior sectores que han abrazado las regalías, los “espejitos” y los 
supuestos beneficios de la causa neoextractivista. Sin embargo, como 
llamada de atención y proceso de reflexión práxico de la necesidad y 
urgencia de cambiar el rumbo, la defensa de la madre tierra tiene sus 
raíces en la comunalidad de los pueblos originarios y la custodia de sus 
bienes comunes, a pesar de que esta postura ha sido criticada de manera 
decidida por los intelectuales progresistas en su vertiente desarrollista.

A continuación se describirán los procesos colectivos que custo-
dian los bienes comunes, los cuales se han desarrollado en diversas par-
tes de la geograf ía latinoamericana. 

Comunalidad y custodia  
de los bienes comunes

La comunalidad, plantea Esteva (2015), es dif ícil de definir porque es 
una palabra y un término. La academia ha criticado su definición, pero 
es una práctica que se desarrolló en la sierra de Oaxaca y sus teóricos 
son de ascendencia indígena, sobresaliendo Jaime Martínez Luna, entre 
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otros pensadores. De acuerdo con Fuente (2012, 206), “la comunalidad 
representa una contribución epistémica que da cuenta de procesos de 
apropiación de la naturaleza de una manera alterna a la ortodoxa visión 
e instituciones del proyecto civilizatorio occidental”. La comunalidad 
cuenta con los siguientes atributos: comunalicracia, organización del tra-
bajo comunitario, posesión territorial comunitaria, construcción de la 
identidad cultural y cosmovisión (Ibid.).

Los bienes comunes son un término que se encuentra presente en 
la historia de la humanidad. Los procesos de conquista y despojo que su-
frieron comunidades indígenas y campesinas, con el surgimiento del ca-
pitalismo, son un elemento importante en la discusión sobre la posibili-
dad de tejer alternativas sobre el manejo de los bienes comunes. Ostrom 
(2000), Premio Nobel de Economía, se opuso a la paradoja de Garret 
Hardin de la “tragedia de los comunes” escrita en 1968 y publicada en la 
revista Science, la cual sostiene que las tierras y los recursos naturales no 
pueden ser manejados de manera colectiva porque surgirán conflictos 
por la carencia de propiedad privada, lo que ocasionará la destrucción 
del recurso natural (Hardin 1968). Ostrom justifica, mediante una siste-
matización profunda de diversas experiencias en el orbe sobre pesque-
rías colectivas, manejo de bosques y selvas, que sí es posible la gestión 
social de la naturaleza sin destruirla (Ostrom 2000).

“Alrededor de 1.600 millones de personas dependen de los bosques 
para su sustento, incluidos 70 millones de personas indígenas" (onu 
2018). El 77% de la superficie de bosques y selvas es manejado por el 
gobierno y sólo 7% es propiedad de comunidades indígenas que poseen 
una total certeza de sus derechos agrarios (Torres 2015).

En América Latina existen múltiples experiencias de organizacio-
nes, comunidades y pueblos que colectivamente manejan sus recursos. 
En México, producto de la Revolución mexicana de 1910-1919, se efec-
túo un reparto de tierras que llevó a que actualmente 51% de la tenencia 
de la tierra sea propiedad social (Robles 2012). En el país existen más de 
22 000 núcleos agrarios forestales con bosques templados y tropicales 
que manejan aproximadamente 39.7 millones de hectáreas (Torres 
2015), los cuales viven de la explotación comercial de dichos espacios y 
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sus servicios asociados (ecoturismo, agua, servicios ambientales, entre 
otros). A continuación se presentan algunos casos ejemplares de comu-
nalidad en México.

La Unión de Pueblos Mancomunados de Oaxaca 

Oaxaca, ubicado en el sur de México, es el tercer estado de la repúbli-
ca mexicana en producción de madera, y tiene 283 organizaciones de 
producción colectiva que resguardan la biodiversidad de más de 4 000 
especies de flora (Barkin 2018). La Unión de Pueblos Mancomunados 
de Oaxaca (una organización comunitaria que cuenta con más de 20 000 
hectáreas de bosque en uno de los estados con mayor biodiversidad del 
país) fue creada en 1961 bajo decreto presidencial de dotación de tie-
rras. Se encuentra integrada por las localidades de Santa María Yavesía, 
Santa Catarina Lachatao, San Miguel Amatlán, Latuvi, Benito Juárez, 
Cuajimoloyas, Llano Grande y La Nevería. En 2010 ganó el Premio Na-
cional Forestal que otorga la Comisión Nacional Forestal (Conafor). Ha 
generado experiencias interesantes que la han llevado a tener reconoci-
mientos del Forest Stewardship Council (fsc) y The Rainforest Alliance, 
además tiene su propia fábrica de muebles y vende madera certificada.

Las comunidades de la unión han consolidado un plan integral de 
manejo de su territorio y la ejecución de acciones en diversos rubros, 
entre las que sobresalen el manejo colectivo del bosque, su aprovecha-
miento industrial y la elaboración de subproductos (alimentario, pro-
ducción de setas, comercialización de agua embotellada, entre otros). 
Trabajan más de 600 comuneros en las diversas empresas sociales de las 
comunidades (Gasca et al. 2010). Tienen su propia marca de agua: Inda 
Pura, en lengua zapoteca (en lengua castellana sería Agua Pura), la cual 
se comercializa en la ciudad de Oaxaca. 

Es importante resaltar que el esfuerzo ha contado con la participa-
ción entusiasta de las mujeres, las cuales ocupan cargos administrativos 
y de gestión al interior de la organización. Fabrican muebles chapeados, 
lo que les ha permitido presentar nuevos diseños modernos, insertarse 
en instituciones públicas y estar presentes en cadenas comerciales. Tie-
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nen su propia marca que se llama TIP Muebles. Otra de sus vertientes 
de desarrollo comunitario tiene que ver con el ecoturismo en la Sierra 
Madre de Oaxaca. 

El plan forestal maya

Quintana Roo tiene una superficie significativa de selva tropical, que se 
encuentra en propiedad de ejidos de origen maya en los cuales –después 
de las rebeliones que tuvieron contra la colonia española y durante el 
México liberal de finales del siglo xix– se desarrolló la guerra de castas 
de la península de Yucatán encabezada por la cruz parlante y caracte-
rizada por un muy complicado proceso de “pacificación” (Reed 1971). 
Con el proceso revolucionario de 1910 llegó a tierras peninsulares Feli-
pe Carrillo Puerto (1874-1924), quien influenciado por ideas socialistas 
apoyó la salud y la educación de la población maya, el sufragio femenino 
y una incipiente reforma agraria. Fue él quien otorgó los avales y reco-
nocimiento para el desarrollo de ejidos y comunidades como propiedad 
social (Bartra 2011). Es así que las comunidades mayas recibieron una 
significativa dotación de tierra, la cual en la actualidad se encuentra to-
davía con amplias superficies cubiertas de selva.

Los mayas de Quintana Roo se han convertido en guardianes de esa 
selva, ya que no es una área natural protegida o de conservación bioló-
gica, sino que se encuentra bajo planes de manejo comunitarios que 
garantizan el aprovechamiento racional y sustentable de los recursos 
naturales con los que cuentan (Galletti 1999). 

En ese sentido, en una selva existen decenas de árboles diversos en 
una hectárea, lo que dificulta la tasa de extracción de madera en rollo 
de forma sustentable. Es así que se priorizaron, en un primer momento, 
el corte de maderas preciosas, como la caoba, el cedro, el palo de tinte 
y el chechen, las cuales lograron ser insertadas en el mercado mundial. 
Sin embargo, al agotarse estas especies preciosas se tuvo que recurrir a 
un plan de manejo más especializado, que evitara la conversión de la selva 
en potrero para la ganadería bovina o su conversión en área de cultivos 
perennes (Jiménez et al. 2005). 
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En la península de Yucatán, la principal amenaza es la siembra de 
soya transgénica, ya que ocasiona problemas con la comercialización de 
la miel de abeja porque los lineamientos europeos prohíben que tenga 
trazos de organismos genéticamente modificados, lo que ha llevado a 
que el estado de Yucatán se declare libre de cultivos transgénicos (Ávila 
et al. 2017). 

El manejo de la selva de las comunidades indígenas de Quintana 
Roo ha pasado por diversas etapas. La primera fue el Plan Piloto Forestal 
(ppf). Creado en 1983, con el objetivo de romper el sistema de regalías 
que recibían los ejidatarios y comuneros mayas por parte de las empresas 
forestales, posteriormente pasó a empoderar a los indígenas mayas en el 
manejo del bosque. Se crearon cinco sociedades forestales comunitarias 
campesinas, se apoyó a la tercera parte de la población rural y se delimi-
taron más de 500 000 hectáreas de selva tropical, favoreciendo la crea-
ción de verdaderas reservas campesinas (Galletti 1999). El ppf consistió 
en el manejo dasonómico y técnico del bosque tropical conforme a bases 
científicas; se suspendió la explotación de sólo dos especies (la caoba y 
el cedro), lo que dio paso a un aprovechamiento integral de la selva utili-
zando tanto productos maderables como no maderables que permitieran 
a las comunidades vivir del recurso. De acuerdo con el autor (Ibid., 4):

El principal apoyo externo provino del Acuerdo México-Alemania, 
convenio ejecutado por la Sociedad Alemana de Cooperación Técnica 
(gtz) y la Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos mexicana 
(sarh). En sus inicios el acuerdo aportó los planteamientos centrales y 
la metodología de planificación y conducción del proceso, y contribu-
yó a la formación del equipo promocional local. El acuerdo no ejecutó 
en forma directa el ppf (Plan Piloto Forestal), sino que parte de su 
personal apoyó y asesoró a un equipo local, dependiente en un primer 
momento de la sarh y que luego se constituyó en la dirección técnica 
forestal de la sociedad campesina.

Pese a sus problemas y limitaciones, fue una experiencia novedo-
sa que permitió demostrar que los ejidos y comunidades mayas podían 
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manejar de manera responsable su selva y así generar ingresos significa-
tivos para los pobladores que les permitiera romper el círculo de margi-
nalidad en el que se encontraban.

Bosques de Cherán en Michoacán

En Michoacán, en la meseta del pueblo originario purépecha, bandas del 
crimen organizado ligadas al grupo conocido como La Familia Michoa-
cana desde el año 2008 han talado el bosque de manera significativa, 
disminuyendo su superficie original a una tercera parte. Dicha situación 
llevó a la zozobra a la población rural. En el año 2011 los comuneros y 
pobladores se organizaron, se prohibió el corte de los árboles, pusieron 
barricadas en las principales entradas y salidas del pueblo y crearon las 
fogatas en cada calle y barrio de la localidad. Gracias a esto lograron 
correr a los talamontes como una primera fase organizativa. Posterior-
mente, esta comunidad indígena decidió organizarse para elegir a sus 
autoridades conforme a los usos y costumbres, y abrogaron el sistema de 
partidos políticos, los cuales habían generado divisiones, clientelismo y 
corrupción al interior de la comunidad.

De acuerdo con el ej Atlas (2020):

Cuando los talamontes estaban extrayendo madera en la zona donde 
está el manantial de La Cofradía, que es un lugar con valor cultural, 
ambiental y del que se abastece la comunidad y otros 40 municipios 
de la meseta purépecha, las mujeres detuvieron los camiones cargados 
con madera y se dio un enfrentamiento entre los talamontes y la co-
munidad, donde dos personas fueron asesinadas. Después de este mo-
mento, la comunidad de Cherán decide organizarse para proteger los 
bosques, el agua y su territorio, sus actividades de sustento y su propia 
vida a través de proyectos comunitarios como un vivero donde cre-
cen plántulas para reforestación, de 2011-2015 han reforestado más 
de 3 500 hectáreas. Aserraderos, ladrillera, carpintería, resinera, un 
sistema de captación de agua de lluvia para el abastecimiento de agua 
potable al pueblo, entre otros. Una de las condiciones es que cualquier 
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proyecto que se implemente debe ser sustentable. También tienen una 
radio independiente “Radio Fogata” coordinada por los jóvenes y que 
llega a otras comunidades, e hicieron el proceso legal para obtener el 
reconocimiento de su gobierno como “de usos y costumbres”, que les 
ha permitido ejercer su derecho a la autodeterminación como pueblo.

Ejido El Balcón en Guerrero

La experiencia del ejido El Balcón en Guerrero es muy interesante. Se 
encuentra en la región de la Costa Grande de Guerrero a 150 km del 
puerto turístico de Acapulco, una zona que en los años sesenta y setenta 
del siglo xx vivió los movimientos guerrilleros encabezados por Genaro 
Vázquez Rojas de la Asociación Cívica Nacional Revolucionaria (acnr) 
y de Lucio Cabañas Barrientos del Partido de los Pobres (pdlp). En la 
región se vivieron combates y el secuestro del candidato a gobernador 
del partido oficial (Montemayor 2012). Las causas del alzamiento gue-
rrillero tienen que ver con una oligarquía ligada a la clase política que 
se negaba a reconocer los incipientes repartos agrarios, disfrutaba de las 
concesiones forestales dadas por el gobierno mexicano, optaba por la 
represión y cerraba los cauces institucionales para los inconformes. Luis 
Echeverría autorizó como secretario de Gobernación el uso de la fuerza 
pública contra el movimiento estudiantil popular de 1968 y ocasionó la 
masacre del 2 de octubre (Ávila y Ávila 2018). 

A finales de la década de los 60 y principios de los 70, en el estado de 
Guerrero surgió una guerrilla campesina. Luis Echeverría, presidente de 
la república de 1970 a 1976, autorizó “los vuelos de la muerte” en los que 
decenas de personas fueron torturadas y aventadas al océano Pacífico. 

Ante el malestar social generado en la región, el gobierno optó por 
cancelar las concesiones forestales que ostentaban caciques y se creó la 
empresa Forestal Vicente Guerrero (Fovigro) (Bartra 1996). 

Según Garibay (2007, 8):

Con la derrota guerrillera y el triunfo gubernamental en la Sierra Cos-
tera inició un nuevo periodo de tensión política marcada por dos pro-
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cesos sociales. De una parte los pueblos campesinos que se organizan 
en coaliciones campesinas llamadas “Uniones de Ejidos”, y de otra el 
surgimiento de un nuevo caciquismo regional que combinó el poder 
político con el narcotráfico. Las Uniones de Ejidos nacieron de la ne-
cesidad de fortalecer la negociación política del campesinado frente al 
estado, a la vez que de la idea de hacerse cargo de aquellas funciones 
que el Estado abandonó al mercado con las reformas económicas de 
los años 80 y 90. Un ejemplo es la Unión de Ejidos Hermenegildo Ga-
leana que agrupó a más de una decena de ejidos –entre ellos a El Bal-
cón– cuyo anhelo principal fue suplir el papel de Fovigro en la región. 

Esta experiencia va a la par de más de 50 comunidades y ejidos 
forestales de México que han luchado por controlar su territorio, agua 
y bosques desde el momento en el que finalizaron las concesiones que 
había otorgado el Estado mexicano a empresas de carácter paraestatal. 
La historia de El Balcón surgió a partir de la unión de tres familias en los 
50, después de que parte del clan fundacional fue emboscado y asesina-
do. En 1966 el Estado mexicano otorgó la posesión de 25 565 hectáreas 
de un rico bosque templado y una biodiversa selva seca (Garibay 2007).

El ejido cuenta con una agroindustria forestal en el manejo de sus 
bosques en la ciudad de Tecpan de Galeana. Es uno de los aserraderos 
más modernos de México, produce muebles y se ha logrado insertar en 
el mercado de manera sobresaliente. El Balcón ha ganado premios inter-
nacionales y ha obtenido los certificados de calidad de buen manejo y 
del fsc. Es reconocido por ser un caso exitoso de forestería comunitaria. 
Dentro del entramado institucional, al interior del ejido, la empresa es 
aparte y cuenta con un director general; sin embargo, tiene un consejo 
de principales, que son 40 personas de edad madura y jóvenes con lide-
razgo. En la práctica este consejo funciona como la junta directiva del 
ejido y de la empresa forestal. Sus miembros mantienen los consensos, 
revisan cuentas y evitan el surgimiento de posibles conflictos.

Estas comunidades forestales industriales han generado beneficios en 
múltiples aspectos. En términos de bienestar social han logrado elevar 
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la calidad de vida de la población local y en gran medida sacarla de la 
pobreza económica y la incertidumbre social. Todas ellas han levan-
tado junto con su empresa forestal y su oferta de empleo, una red de 
seguridad social que mitiga la adversidad y ofrece esperanzas pragmá-
ticas en un futuro mejor (Ibid., 20).

En los últimos años el ejido El Balcón ha sufrido el embate del nar-
cotráfico. La experiencia desarrollada por las comunidades forestales 
son un ejemplo de la posibilidad de ser una alternativa a este, a la de-
lincuencia organizada y al paradigma de que la única salida es la pri-
vatización de lo social; son defensoras del ambiente y de generación de 
experiencias importantes de sustentabilidad, las cuales se han replicado 
en otras regiones del continente.

La defensa de los bosques en Centroamérica

En el caso de Guatemala, existe una experiencia importante en el ma-
nejo de sus bosques. De acuerdo con Elías, Larson y Mendoza (2009), 
cerca de medio millón de hectáreas de selva tropical han sido entregadas 
a comunidades locales como producto de los Acuerdos de Paz firmados 
entre la guerrilla y el gobierno en el año 1996.

En el altiplano existen múltiples experiencias de los pueblos origi-
narios: las Comunidades de Población en Resistencia, que sobrevivieron 
al conflicto armado, sobre todo a partir de finales de los años setenta en 
los que se aplicó la política contrainsurgente de tierra arrasada. En la 
región de la Reina en el noroccidental departamento de Quiché echaron 
a andar una minipresa hidroeléctrica, que les dota de energía y facilita 
las actividades comunitarias (Cofiño 2014). 

En El Salvador la experiencia del Área Natural de Cinquera (anc), 
un bosque que se regeneró naturalmente, fue un área en la que se vivie-
ron fuertes combates entre el gobierno y el Frente Farabundo Martí para 
la Liberación Nacional (fmln) en el periodo de la guerra civil entre 1980 
y 1992. Esto obligó a los pobladores de la región a desplazarse del lugar. 
De acuerdo con Herrador-Valencia y Mendizábal (2016, 86):
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La gestión participativa del anc está a cargo de la Asociación de 
Reconstrucción y Desarrollo Municipal (ardm), una organización 
social local. Este manejo participativo está estrechamente vincula-
do a la historia sociopolítica de esta zona del país. En la actualidad, 
los pobladores de Cinquera están luchando para que esa historia sea 
conocida y valorada por las nuevas generaciones. En el caso de Cin-
quera, el bosque, además de cumplir muchas funciones ecológicas y 
de constituir un elemento importante para su apuesta de desarrollo 
económico, adquiere una connotación histórica invaluable para la 
población.

Otra experiencia interesante es la que han desarrollado los pue-
blos miskitos y mayangnas, los cuales custodian más de 1 millón 400 000 
hectáreas de bosques tropicales que tiene la Región Autonóma de la 
Costa Caribe Sur de Nicaragua. Se basan en un régimen comunal en 
el que participan más de 18 comunidades en el manejo del espacio. Su 
manera organizativa es peculiar ya que la asamblea comunal elige al 
presidente del territorio y a un síndico que es el responsable de admi-
nistrar los recursos naturales (Mairena et al. 2013, 3). Este mecanismo 
de democracia inclusiva y de gobierno comunal ha permitido tener un 
manejo transparente de los recursos bajo los principios de rotación, res-
ponsabilidad, reciprocidad y revocación. En síntesis, tiene un gobierno 
territorial autonómico. 

En Latinoamérica existen múltiples experiencias de custodia de bie-
nes comunes que se desarrollan sobre procesos en los que se practica la 
comunalidad y que tienen como prioridad la defensa de la madre tierra.

La defensa de la madre tierra y el ecologismo  
de los pobres

En el caso latinoamericano es muy importante hablar de los procesos 
de defensa de la madre tierra en los que existe una voluntad conserva-
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cionista de la naturaleza, prevalece el interés común y se rebasa la ló-
gica mercantilista que busca la privatización del medio ambiente. Para 
Martínez (2015, 38), el movimiento por la justicia ambiental, el ecolo-
gismo popular, de la liberación o de los pobres los podemos entender 
de la siguiente manera: “nacidos de los conflictos ambientales a nivel 
local, regional, nacional y global causados por el crecimiento econó-
mico y la desigualdad social. Ejemplos son los conflictos por el uso del 
agua, el acceso a los bosques, sobre las cargas de contaminación, y el 
comercio ecológicamente desigual, que están siendo estudiados por la 
Ecología Política”.

Los conflictos ambientales surgen por la concentración de recursos 
en empresas y/o reducidos actores, generando un proceso de encerra-
miento de bienes comunes que dañan de manera seria la sustentabilidad 
de ríos, arroyos, lagos, ecosistemas y paisajes territoriales. Para Kousis 
(cit. en Pérez 2014, 77), los conflictos ambientales son: 

Las luchas generadas por los efectos de la contaminación en ciertos 
grupos o por los sacrificios causados por la extracción de recursos 
naturales, de los cuales muchos se convierten en incidentes colecti-
vos, que motivan a personas de un lugar concreto a expresar críticas, 
protestar o ejercer resistencia, presentando reclamos visibles sobre el 
estado del ambiente f ísico y los probables impactos en su salud o en 
su situación económica, que afectarían sus intereses y también los de 
otras personas y grupos.

La Universidad Autónoma de Barcelona, junto con una amplia red 
de actores e instituciones y a través del Instituto de Ciencia y Tecno-
logías Ambientales (icta), generó el Atlas de Conflictos Ambientales 
(ej Atlas), en el cual han logrado sistematizar los conflictos más so-
bresalientes a nivel global. Por ejemplo, han documentado los diversos 
conflictos de la actividad minera en América Latina y han generado un 
mapa en el que se expone cada uno de los casos con una pequeña ficha 
descriptiva (véase mapa 1). 
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Mapa 1. Conflictos socioambientales generados por la minería en América Latina. 
Fuente: EJ Atlas (2019). 

La espiritualidad y defensa de la naturaleza

Kwiatkowska (2002) trata de ubicar algunas cuestiones históricas en 
torno al concepto de la naturaleza con el fin de centrar su atención en 
el sentido que es relevante para la ética ambiental contemporánea. La 
mayoría de los filósofos griegos vislumbra a la naturaleza precisamente 
como un proceso que origina y sostiene la vida. Para la filosof ía preso-
crática, la naturaleza sería la sustancia primaria de todas las cosas, de la 
cual todo precede y a la que todo vuelve. Para Aristóteles, la naturaleza 
es como un cierto principio y causa del movimiento y del reposo de 
aquello en lo que está primariamente de por sí y no por accidente. 
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Este debate sobre la naturaleza y lo artificial ha llevado a dimen-
sionar la importancia de analizar la cuestión de la espiritualidad y de 
defender a la madre tierra. En ese sentido, uno de los grandes actores en 
América Latina es la Iglesia católica, que a través de la doctrina social 
cristiana (a partir de la ii Conferencia General del Episcopado Latinoa-
mericano que se celebró en Medellín en 1968) manifestó su profunda 
preocupación por la situación continental y se propuso denunciar las 
injusticias bajo el método de ver, juzgar y actuar. Se declaró una opción 
preferencial por los pobres, sin embargo, con el papa Juan Pablo II se 
vivió una fuerte represión contra los sacerdotes y monjas que abrazaron 
la teología de la liberación, sobresaliendo los religiosos Camilo Torres 
(Colombia), Frei Betto (Brasil), Ernesto Cardenal (Nicaragua), Leonardo 
Boff (Brasil), Arnulfo Romero (El Salvador), Sergio Méndez Arceo (Mé-
xico), Samuel Ruiz (México), entre otros. 

La Comisión Pastoral de la Tierra surgió con la finalidad de generar 
un acercamiento con las comunidades campesinas e indígenas. Prime-
ramente, se concentró en el acompañamiento a los procesos de reforma 
agraria en algunos países; posteriormente ha evolucionado en la defensa 
de la naturaleza y en significativos casos algunos sacerdotes encabeza-
ron procesos de luwwcha contra las empresas que contaminaban los es-
pacios rurales y despojaban de sus territorios a los pobladores.

De acuerdo con Suárez (2011, 578), la Comisión Pastoral de la Tie-
rra debería contribuir a

fortalecer la relación de la Iglesia con los hombres y mujeres campe-
sinos e impulsar posiciones de consenso, a nivel nacional, en torno 
de la incidencia en políticas agrarias, el desarrollo rural y solidario, 
y principalmente el cuidado del entorno campesino. Todo ello apun-
ta a dignificar los sectores rurales empobrecidos y marginados, con 
acciones encaminadas a generar conciencia en los diferentes acto-
res que intervienen en la problemática agraria y campesina, buscar 
compromisos de solidaridad con los pobres rurales, y defender los 
derechos de las comunidades, especialmente el derecho a la alimen-
tación, del cual se deriva el derecho a la tierra (territorio), todo ello, 



al
te

rn
at

iv
as

 al
 co

la
ps

o s
oc

io
am

bi
en

ta
l d

es
de

 am
ér

ic
a l

at
in

a

46

con base en los principios éticos de la Iglesia y en su praxis evangé-
lica y social.

Por lo tanto, es una pastoral popular, es un compromiso con los 
campesinos que da apoyo y asesoría, por lo que el punto de partida es 
sentir y considerar las necesidades vividas de los trabajadores del medio 
rural. Otro punto importante tiene que ver con el cuidado de la crea-
ción, en el que se busca garantizar el predominio del mundo de la vida y 
el entorno de la cultura campesina. Es así que se funda en dicha perspec-
tiva la simiente del respeto a la naturaleza y a la madre tierra. 

El documento que elaboró el papa Francisco en 2015 denominado 
Laudato Sí, generó un debate sobre la importancia de romper la cultura 
antropocéntrica dominante, que está ocasionando una fuerte destruc-
ción ambiental y encaminando a la humanidad hacia el colapso. El texto 
pone énfasis en el cuidado de la vida y de nuestra casa común.

Otra de las grandes aportaciones de la Iglesia católica fue la rea-
lización del Sínodo Panamázonico en octubre de 2019 y que tuvo el 
objetivo de conocer las problemáticas que atraviesan los territorios in-
dígenas de los nueve países que comparten dicho ecosistema de impor-
tancia mundial.

Para Charupá (2019, 557): 

la Iglesia está llamada a profundizar su identidad en correspondencia 
con las realidades de su propio territorio y a crecer en su espiritualidad 
escuchando la sabiduría de sus pueblos […] una espiritualidad que pre-
tenda ser cristiana debe necesariamente abrirse al encuentro y diálogo 
con las tradiciones culturales y religiosas del continente, tanto ances-
trales (especialmente indígenas y afrodescendientes) como emergentes 
(juveniles, digitales, feministas, ecológicas, cibernéticas, entre otras).

La perspectiva espiritual es pluriversa y cuenta con múltiples es-
cuelas de pensamiento; se considera al ser humano como integrante de 
un sistema más amplio con diversas relaciones con la biósfera. 
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Shiva (2011) pone en un primer término la necesidad de cambiar 
la perspectiva dominante de pensar que los recursos son infinitos y la 
necesidad de evitar su privatización. Leopold (1998) plantea la impor-
tancia de crear otro tipo de interacciones entre la naturaleza y el ser hu-
mano, en las que la generación de nuevas formas de relacionarnos nos 
permitirá preservar los bosques. Para Sung (2005, 143):

La lucha por la vida digna de las personas excluidas sólo persevera en 
el tiempo, sólo es capaz de ir más allá de las derrotas y frustraciones 
si es una lucha movida por una experiencia profunda de solidaridad, 
por la indignación ética nacida de la compasión. En otras palabras, si 
es movida por amor-solidaridad.

La espiritualidad en la defensa de la madre tierra ha sido uno de los 
pilares en la formulación de sociedades en movimiento, que han coad-
yuvado a la generación de procesos territoriales en la construcción de 
regiones bioculturales, las cuales se encuentran bajo amenaza del mo-
delo extractivista. 

El neoextractivismo en América Latina

Existen diversos movimientos socioambientales que se oponen al ex-
tractivismo y que tienen presencia en América Latina (Ávila 2011a; 
Rodríguez 2016; García y Talledos 2016). Sistematizándolos se pueden 
agrupar en los siguientes rubros:
• Obras de infraestructura y megaproyectos
• Impactos socioambientales de la minería a cielo abierto
• Afectados ambientales por procesos de contaminación 
• Despojo de tierras, turismo y urbanización
• Disputas por el patrimonio biocultural, conocimientos y patentes
• Imposición de nuevas tecnologías, transgénicos, contaminación 

electromagnética, entre otros
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• Procesos de reconversión productiva en el medio rural y amplia-
ción de la frontera agrícola sobre áreas naturales.

Obras de infraestructura y megaproyectos

Las represas generan significativos impactos ambientales, tanto para 
el abastecimiento de agua de la población de las ciudades como para 
la agricultura y la generación de hidroelectricidad. En primer término 
está el cambio del paisaje, es decir, la presencia de un permanente cuer-
po de agua que regula los microclimas regionales. Un segundo impacto 
ambiental tiene que ver con el anegamiento de bosques y selvas, los 
cuales son inundados y se impide el desarrollo de las plantas y la con-
secuente migración de los animales terrestres. Se tiene documentado 
el impacto de los cuerpos de agua por la eutroficación, la cual genera 
una considerable cantidad de metano, que es uno de los gei que contri-
buye ostensiblemente al cambio climático. Las presas tienen impactos 
socioculturales debido a que algunos de los cuerpos de agua fueron di-
señados sobre asentamientos humanos (algunos de ellos muy antiguos) 
que se dañaron de manera significativa; el patrimonio cultural, iglesias, 
cementerios y casas han sido inundadas en nombre del “progreso”. Ac-
tualmente, las presas se encuentran en un fuerte proceso de azolva-
miento debido a la incapacidad de instrumentar de forma participativa 
mecanismos que permitan un manejo de la cuenca hidrográfica de ma-
nera sustentable. 

En el año 2002, en Guatemala se llevó a cabo el Primer Foro Mesoa-
mericano contra las Represas; en 2003 se celebró en Honduras y en 2004 
en El Salvador. Según Castro (2005, 47): 

a partir de los Foros Mesoamericanos se constituyeron el Frente Pete-
nero contra las Represas (2002), el Frente Chiapaneco contra las Re-
presas (2003) y el Movimiento Mexicano contra las Represas y por la 
Defensa de los Ríos (Mapder 2004); y se inició la consolidación de las 
resistencias en los estados de Guerrero, Oaxaca, Puebla, entre otras 
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entidades y países. Es en 2005 que se conforma el Frente Nacional 
Guatemalteco contra las Represas, que no tiene precedentes, y se lleva 
a cabo el iii Encuentro de la Red Latinoamericana contra Represas y 
por los Ríos, sus Comunidades y el Agua en la comunidad desplazada 
por la presa Chixoy. Así en Honduras se fortalecieron las luchas de 
muchas organizaciones, entre ellas el Consejo Cívico de Organizacio-
nes Populares e Indígenas de Honduras (Copinh). En Costa Rica, la 
Federación de Costa Rica para la Conservación del Ambiente (Fecon) 
y otras organizaciones mantienen una significativa resistencia contra 
los proyectos de represas como el de Boruca. En El Salvador, el Grupo 
Bajo Lempa, así como en Panamá organizaciones como el Equipo de 
Acompañamiento a la Lucha contra los Embalses de Cáritas Panamá, 
las organizaciones indígenas Kuna, y el Movimiento 10 de Abril en 
Defensa del Río Tabasará (M-10), han fortalecido sus acciones. Por 
otra parte, en Belice el Institute of Development Law and Policy (Bel-
po) inició un proceso de luchas contra la presa El Chalillo y en defensa 
de la selva y los humedales más ricos del planeta.

En México existe el Movimiento Mexicano de Afectados por las 
Presas y en Defensa de los Ríos (Mapder), que se creó en 2004. En 
Brasil está el Movimiento de Afectados por las Presas (mab). A nivel 
de América Latina en 1999 se creó la Red Latinoamericana contra las 
Represas y por los Ríos, sus Comunidades y el Agua (Redlar) (Gómez 
et al. 2014). 

Impactos socioambientales de la minería 
a cielo abierto

Uno de los movimientos en defensa de la madre tierra que ha sido más 
significativo tiene que ver con la defensa de los ríos, lugares sagrados, 
bosques y selvas, los cuales se encuentran en riesgo por las actividades 
de la minería a cielo abierto.
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Los principales impactos que tiene la actividad minera en la diver-
sidad biocultural se ubican en los siguientes niveles:
• En la preparación del sitio y el inicio de la actividad minera, las 

principales implicaciones estarán en el desmonte de terrenos fo-
restales, la presencia de envolturas plásticas para la comida de los 
trabajadores, el efecto en la contaminación de los ríos por aguas 
residuales y la contaminación auditiva, la atmosférica, la generada 
por vibraciones y la térmica.

• La vegetación natural puede verse afectada por las obras o activi-
dades consideradas en la obra minera debido a: 1) ocupación del 
suelo por la construcción de las obras principales y adicionales; 2) 
aumento de la presencia humana derivada de la mayor accesibili-
dad al sitio donde se establecerá la mina; 3) incremento del riesgo 
de incendios; y 4) efectos que se puedan registrar sobre la vegeta-
ción por los compuestos y sustancias utilizadas durante la cons-
trucción y el mantenimiento de las obras (sales, herbicidas, bioci-
das, etc.), y los contaminantes atmosféricos (Ávila, Ríos y Urbina 
2010; Delgado 2010). 

En 1992 se reformuló una nueva ley agraria en México (la cual 
permite la compraventa y renta de tierras ejidales y comunales), que 
aunado a un nuevo ciclo de acumulación capitalista, a los elevados pre-
cios de algunos metales y al desarrollo de nuevas tecnologías de explo-
tación minera, favorecieron un boom de concesiones en nuestro país 
(Lemus 2018).

En 2008, se creó la Red Mexicana de Afectados por la Minería 
(Rema), la cual se ha opuesto a las concesiones que el Estado mexicano 
ha dado a empresas de carácter trasnacional (primordialmente de ori-
gen canadiense) (Ávila 2011b). A nivel continental existe el Movimiento 
Mesoamericano contra el Modelo Extractivo Minero (M4), el cual agrupa 
a más de 61 organizaciones de México, Guatemala, El Salvador, Hondu-
ras, Costa Rica, Panamá, Colombia, Perú y Paraguay. Existe también el 
Observatorio de Conflictos Mineros en América Latina (Ocmal), el cual 
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documenta, a nivel del subcontinente, las principales problemáticas, ge-
nera informes y analiza la situación. 

Afectados ambientales  
por procesos de contaminación

En América Latina ha existido un movimiento de afectados ambientales 
por los procesos de contaminación en sus diversas vertientes: atmosfé-
rica, química, edáfica y derrames de sustancias industriales. 

En México se creó la Asamblea Nacional de Afectados Ambienta-
les (anaa) en el año 2008, en la que se realizó una reunión en el Audito-
rio Ho Chi Minh de la Facultad de Economía de la unam. Al respecto, 
Ávila (2011b, 188) menciona:

En esa primera ocasión se encontraron más de 35 comunidades que 
se encuentran luchando contra el deterioro ambiental en sus territo-
rios, sobresalieron en esa ocasión, la lucha contra la presa La Parota en 
Guerrero, de los pueblos de Morelos por sus aguas y territorios, con-
tra la contaminación del río Santiago en Jalisco y Atoyac en Tlaxcala 
respectivamente, entre otras muchas. Ese mismo día marcharon a las 
oficinas de la Comisión Nacional del Agua (cna) y de la Secretaría del 
Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat).

La compañía minera Grupo México, que pertenece a uno de los gru-
pos económicos más importantes del país, en el año 2014 contaminó el río 
Sonora, el principal acuífero del estado, ocasionando una estela de muerte 
y destrucción en más de 200 km, debido a que se encontraba mal diseñada 
una presa de contención de líquidos (Díaz-Caravantes et al. 2017). 

En Guatemala, los procesos de contaminación ambiental también 
tienen que ver con la contaminación generada por la industria minera. 
En este caso particular la empresa Minera Montana Exploradora oca-
sionó la contaminación del río Cuilco en febrero de 2010. Esto generó 
fuertes protestas encabezadas por el Frente Nacional de Lucha.
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En Honduras, a partir del golpe de Estado contra Manuel Zelaya, 
se ha profundizado el neoextractivismo, generando amplias moviliza-
ciones contra las mineras y los monocultivos. En 2016 el Movimiento 
Amplio por la Dignidad y la Justicia (madj), así como también la pla-
taforma de Movimientos Sociales y Populares de Honduras (pmsph), 
denunciaron los fuertes impactos que ocasiona la empresa minera en 
Centroamérica. La pmsph (2016) mencionó el siguiente caso:

En la región occidental, la quebrada San Andrés y demás nacimientos 
de agua que alimentaban las fuentes hídricas principales que abaste-
cían de este líquido a la ciudad de Santa Rosa de Copán y otros poblados 
de menor tamaño, han quedado contaminadas después que la empre-
sa minera provocó cuando menos 7 derrames de aguas con cianuro 
procedentes de sus estanques.

La contaminación de los acuíferos, que ocasionó la pérdida de vida, 
incrementó de manera significativa la mortandad de peces y sólo cuan-
do se volvió un problema de carácter mediático las autoridades tomaron 
cartas en el asunto. 

Existen diversos ejemplos, los cuales se vislumbran en la región 
sudamericana. En Brasil, distintas denuncias presentadas contra la com-
pañía minera Samarco (Vale de Brasil y BHP Billiton de Australia-Reino 
Unido) la responsabilizan por los deslizamientos de su dique de conten-
ción de lodos, los cuales han generado pérdidas humanas, de cobertura 
vegetal, de biodiversidad y han contaminado de manera significativa los 
ríos y acuíferos de amplias extensiones.

El 5 de noviembre de 2015, la presa Fundão en la ciudad de Maria-
na, Minas Gerais, tuvo una fisura que ocasionó un fuerte deslave en el 
pueblo de Bento Rodríguez, donde diez personas murieron y 600 que-
daron enterradas.

Existen procesos exitosos de resistencia en oposición a la industria 
minera. En Chiapas, después de una lucha en contra del emprendimien-
to de la compañía canadiense Blackfire, se logró que el gobierno estatal 
clausurara la mina (Morales y Aguilar 2012). Lo mismo sucedió con la 
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declaratoria en la región Soconusco, Chiapas, en la que los municipios 
de Escuintla, Acacoyagua y Acapetahua se declararon libres de mineras.

De acuerdo con Nolasco (2011), en Centroamérica se han dado 17 
procesos mineros emblemáticos, de resistencia y de conflictividad so-
cioambiental. En Guatemala, en el periodo de 2005 a 2008, se documen-
taron más de 1 482 protestas (Yagenova y García 2009), que ocasionaron 
que se llevara a cabo un proceso de consultas comunitarias en las cuales 
se ha rechazado la actividad minera y se ha logrado frenar su expan-
sión en territorios indígenas (Fultz 2016). En El Salvador, el gobierno del 
fmln se opuso al desarrollo de la actividad minera por el fuerte impacto 
social y ambiental que ocasiona. También en Costa Rica se han protegi-
do las áreas naturales de la actividad minera. 

En América del Sur se manifiesta un panorama semejante. En Co-
lombia se tiene documentada la resistencia que han tejido pueblos y co-
munidades en contra de la explotacion minera. Un caso emblemático 
es la protesta que desde 1976 han emprendido pobladores de San Juan 
del César, Barrancas, Hatonuevo, Manaure y Dibulla del departamento 
de La Guajira, quienes se han opuesto a la minería del carbón (Delgado 
2013, 319). Cabe destacar que se han desplazado miles de indígenas por 
el conflicto minero. 

En Argentina se tienen ejemplos importantes de resistencia, como 
las protestas contra las mineras del carbón en río Turbio, provincia de 
Santa Cruz, y aquellas ocurridas en Famatina, La Rioja, contra la minera 
Blackgold que buscaba explotar uranio y oro. También sobresalen las 
protestas en la Sierra Pintada en San Rafel, Mendoza (Ibid., 309-312), 
entre otras. Cabe resaltar la defensa del agua que han hecho los pobla-
dores de Catamarca en contra de la mina La Alumbrera (mayor em-
prendimiento de oro y cobre de Argentina). Dicha mina tiene presencia 
de capital canadiense y utiliza más de 66 000 litros de agua diariamente. 
Otro conflicto ambiental que inició en el año 2000 y que ha llamado la 
atención a nivel internacional es la destrucción del glaciar Pascua-Lama, 
en la frontera entre Chile y Argentina. La mina de la empresa Barrick 
Gold fue clausurada de manera definitiva por la contaminación genera-
da y la destrucción de los glaciares en 2018. 



al
te

rn
at

iv
as

 al
 co

la
ps

o s
oc

io
am

bi
en

ta
l d

es
de

 am
ér

ic
a l

at
in

a

54

Despojo de tierras, turismo y urbanización

El subcontinente latinoamericano se encuentra en un fuerte proceso de 
disputa territorial por la existencia de recursos naturales que han sido 
revalorizados por el capital trasnacional. Actualmente, se impulsa en la 
región un proceso de despojo de tierras o land grabbing, el cual es un 
fenómeno que históricamente ha servido para el desarrollo del sistema 
capitalista. De acuerdo con Borras et al. (2012, 404):

El acaparamiento de tierras lo que busca fundamentalmente es con-
trolar el proceso agrario, entendido como el control de la tierra y otros 
recursos asociados, como el agua, con el fin de obtener beneficios de 
dicha acción. El acaparamiento de tierras en este contexto es a me-
nudo vinculado a un cambio en el significado o el uso de la tierra y 
los recursos asociados, ya que los nuevos usos están determinados en 
gran medida por los imperativos de acumulación de capital que ahora 
controlan un clave factor de producción, la tierra. “Extracción” o “alie-
nación” de los recursos para fines externos (nacionales o internaciona-
les) es a menudo el carácter tomado por el acaparamiento de tierras.

En Latinoamérica han existido diversas formas de tenencia de la 
tierra. En México, Cuba, Bolivia y Perú, y de manera más limitada en 
Chile, Nicaragua, Venezuela, El Salvador y Ecuador (de manera muy re-
ducida), se han realizado reformas agrarias (Concheiro y Robles 2014), 
en las que ha existido un reparto de tierras a comunidades indígenas y 
campesinas. Algunas de estas han sufrido procesos de contrarreforma 
agraria, tal es el caso de la modificación al artículo 27 de la Constitución 
mexicana, que genera un mercado de tierras incipiente.

En Brasil, Argentina, Paraguay, Guatemala y Honduras se efectua-
ron experiencias limitadas de redistribución de la tierra, que se dieron 
en el marco de la Alianza para el Progreso impulsada por Estados Uni-
dos en 1961, a partir de una reunión en Punta del Este, Uruguay, con la 
finalidad de evitar en la región alzamientos revolucionarios y regímenes 
izquierdistas.
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En Uruguay, con la llegada del Frente Amplio al poder, el Instituto 
de Colonización compró tierras a propietarios privados y las entregó 
a productores familiares. Desgraciadamente, la estructura agraria uru-
guaya no ha podido ser desconcentrada para iniciar un proceso masivo 
de reparto de tierras. Sin embargo, se han generado condiciones labora-
les para los trabajadores agrícolas que permiten un mejor nivel de vida 
(Fernández y Carámbula 2012). El Estado ha optado por comprar pro-
piedades para iniciar un proceso de colonización incipiente.

Finalmente, hay experiencias de contrarreforma agraria, como 
es el caso chileno, en el que existió un incipiente reparto de tierras en el 
gobierno de Salvador Allende (1970-1973), pero a partir del golpe de 
Estado de Augusto Pinochet (1973-1989) las tierras se reconcentraron 
en pocas manos.

Ante la problemática de la tenencia de la tierra y la cuestion agraria 
en América Latina, surge la importancia geoestratégica de sus territo-
rios. De acuerdo con Seoane (2012, 15): 

América Latina y Caribeña comprende un territorio en el que crecen 
el 25% de los bosques y el 40% de la biodiversidad del globo; casi un 
tercio de las reservas mundiales de cobre, bauxita y plata conocidas 
son parte de sus riquezas, a lo que se suma más del 85% de las de litio; 
guarda en sus entrañas el 27% del carbón, el 25% del petróleo, el 8% 
del gas y el 5% del uranio descubiertos y en explotación; su plataforma 
marítima anuncia nuevos yacimientos y sus cuencas acuíferas contie-
nen el 35% de la potencia hidroenergética mundial, mientras una de 
las principales reservas de agua dulce se esconde bajo su suelo.

Los territorios latinoamericanos son espacios con una importan-
cia geoeconómica fundamental. El mismo autor plantea que se obtienen 
siete de 21 minerales de total vulnerabilidad, ocho de 17 de alta y once 
de 25 de mediana vulnerabilidad, principalmente en México, Brasil, 
Perú, Bolivia, Chile y Venezuela (Seoane 2012). 

En los territorios rurales latinoamericanos se desarrollan disputas 
por la forma en que se maneja la agricultura (campesindia versus con-
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vencional), la extracción de minerales, los bosques, el agua y la biodiver-
sidad. En ese sentido, se analizarán las disputas por los conocimientos de 
los pueblos indígenas sobre plantas, animales y hongos de uso múltiple. 

Disputas por el patrimonio biocultural, 
conocimientos y patentes

La acumulación por desposesión no opera sólo destruyendo las formas 
de propiedad comunal o público-estatal existentes, sino también otras 
formas (individual pequeña o mediana propiedad privada) a favor de la 
capitalista trasnacional. Además, junto con los bienes comunes y bienes 
ambientales, la acumulación por desposesión ataca también bienes in-
tangibles, como la cultura y la construcción de subjetividad. Para el capi-
talismo del siglo xxi, la eficiencia, la competitividad y la productividad 
se convierten en la tríada del discurso ideológico colonial/moderno, y 
bajo él se subsumen los actores sociales y las dinámicas de reproducción 
cultural de las sociedades “menos desarrolladas”. 

De esa forma otras culturas quedan relegadas por la poca riguro-
sidad de sus conocimientos, la utilización estéril de los recursos o, sim-
plemente, por ser consideradas “primitivas” (De Sousa 2006). La nueva 
expansión de la dominación del capital extiende en superficie (en la 
geograf ía) y densifica en profundidad (en el tejido social de los mun-
dos de la vida) la red de relaciones sociales capitalistas que envuelve al 
planeta entero, extendiendo la lógica mercantil hacia ámbitos de la vida 
social en los cuales primaban otras formas de organización. 

Esta ampliación no es más que la inclusión de todos los aspectos 
sociales de la vida humana a los requerimientos de la acumulación ca-
pitalista. La globalización de la economía extiende y consolida la sub-
sunción real del trabajo, la actividad y la naturaleza al ciclo de reproduc-
ción ampliada del capital. De esta manera, no sólo se introducen lógicas 
capitalistas de producción (subsunción formal), sino que cambia por 
completo el saber productivo (subsunción real). La implicación de esto 
es la aplicación de criterios propios del mercado (rendimiento, compe-
titividad y eficacia) a todos los ámbitos de la vida individual y colectiva.
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Así, se va mercantilizando otro de los ámbitos que, se suponía, de-
bía regirse por criterios diferentes a la lógica de la rentabilidad mercan-
til: los procesos de producción de conocimiento (Lander 2002). En ese 
sentido, el patrimonio biocultural de los pueblos indígenas de América 
Latina se ha convertido en un gran botín que puede ser comercializado, 
olvidando que la historia gastronómica del mundo sería totalmente dife-
rente sin la presencia de los cultivos y las plantas americanas. El choco-
late, el jitomate, el maíz, la papa, el chile, la vainilla, el frijol, el chicle, en-
tre otros, proceden de América. En ese sentido, el proceso de conquista 
colonial generó un saqueo de variedades de plantas y animales que sin 
lugar a dudas enriquecieron a la humanidad.

Con el surgimiento de las nuevas naciones latinoamericanas, las 
expediciones científicas adquirieron nuevos derroteros, por ejemplo, la 
teoría de la evolución y el viaje en el Beagle de Charles Darwin no se po-
dría haber formulado sin su presencia en tierras latinoamericanas. Las 
múltiples expediciones de Alexander von Humboldt por dichas tierras, 
en las que sistematizó el conocimiento de los pueblos, es sinceramente 
impresionante. En esa lógica, desde el siglo xix Estados Unidos como 
potencia imperial realizó en un primer término expediciones científicas 
a sus territorios del lejano Oeste (Cueto 1994). Posteriormente, National 
Geographic se dedicó a becar y financiar múltiples actividades de inves-
tigación por el mundo y Latinoamérica. Las fundaciones “filantrópicas”, 
como Rockefeller, Ford, entre otras, coadyuvaron a mapear los recursos 
genéticos del subcontinente.

El problema de fondo con los proyectos de bioprospección, que co-
loquialmente son denominados como biopiratería, lo podemos ubicar 
en tres aspectos fundamentales:
• La propiedad del conocimiento. El acceso y la transmisión por pro-

cesos de historia oral del conocimiento de los pueblos indígenas, 
que por miles de años se han apropiado de dicho saber y particular 
forma de practicar la agricultura, de curar enfermedades, de desa-
rrollar nuevas formas de aproximación a la realidad, entre otras, 
son de carácter colectivo, pertenecen a un pueblo originario en su 
totalidad. 
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• Los problemas de concentración del conocimiento e imposición de 
modelos exógenos (colonización e imposición de prácticas tecno-
lógicas y culturales).

• Los problemas ambientales generados por la simplificación de los 
sistemas agroecológicos y la pérdida de cobertura forestal ocasio-
nan una disminución del patrimonio biocultural. 

Robinson (2010, 21) menciona diversas tipologías de biopiratería y 
las agrupa de la siguiente forma:
• Patentes biopiratas. El patentamiento de invenciones (a menudo 

espurias) basadas en los recursos biológicos y/o conocimientos 
tradicionales que se extraen sin la autorización adecuada y la dis-
tribución de beneficios de otros se da en los países en desarrollo 
(por lo general, en las comunidades indígenas o locales).

• Biopiratería sin patentes. Otro control de la propiedad intelectual 
(pvp canal o marcas comerciales engañosas), basado en los re-
cursos biológicos y/o conocimientos tradicionales que han sido 
extraídos sin la autorización adecuada y sin la participación de las 
comunidades indígenas o locales, lo cual impide que ellas accedan 
a los supuestos beneficios económicos. 

• Apropiación indebida. La extracción no autorizada de los recursos 
biológicos y/o conocimientos tradicionales de otros países (por lo 
general en desarrollo) provoca que las comunidades indígenas o lo-
cales permanezcan sin una adecuada distribución de los beneficios.

Es importante resaltar que ha existido la intención de impulsar pro-
cesos de privatización del patrimonio natural. Tal es el caso del Interna-
tional Cooperation Biodiversity Group (icbg), el cual fue creado por los 
institutos nacionales de salud de Estados Unidos. En el año 2000 el icbg 
Maya fue impulsado por Brent Berlin, de la Universidad de Georgia; in-
vestigadores de El Colegio de la Frontera Sur (Ecosur), y una compañía 
denominada Molecular Nature Ltd. Ellos impulsaron el proyecto “Inves-
tigación farmacéutica y uso sustentable del conocimiento etnobotánico 
y la biodiversidad en la región maya de los Altos de Chiapas”. Dicho pro-
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yecto de bioprospección tenía la finalidad de ubicar las plantas medici-
nales que usan actualmente los médicos tradicionales, y aislar el princi-
pio activo para posteriormente industrializarlo, patentarlo y comerciali-
zarlo. El proyecto crearía una organización denominada Promaya, en la 
cual la propuesta de distribución de regalías de la propiedad intelectual 
causaba alarma porque el monto mayor era para los miembros del icbg, 
por lo que se les acusó abiertamente de biopiratería y el proyecto se can-
celó por falta de información (Bazan, Olvera y Pohlenz 2009).

En el año 2000, el Consejo de Organizaciones de Médicos y Parte-
ras Indígenas Tradicionales de Chiapas (Compitch) y la Organización 
de Médicos Indígenas del Estado de Chiapas (Omiech) se opusieron al 
proyecto. El icbg Maya se encontraba en zonas en disputa entre el ezln 
y el gobierno, por lo que su implementación afectaría el tejido comuni-
tario, ya que no se estaba llevando de manera adecuada la consulta a los 
pueblos indígenas (Valadez y Ordiano 2001, 126). 

En noviembre de 2001, tras año y medio de negociaciones, el Eco-
sur decidió dar por finalizado el proyecto y se declaró una moratoria a 
los proyectos de bioprospección en comunidades indígenas en México, 
la cual subsiste hasta la actualidad. 

En Sudamérica han existido más procesos de bioprospección. Cuvi 
(2011) documenta el caso de la cinchona, o mejor conocida como qui-
na, la cual es una planta medicinal que crece en los países andinos y 
que, por los alcaloides que tiene, fue empleada por Estados Unidos en 
un proceso de conjunción del conocimiento científico, la guerra y las ex-
pediciones botánicas como un nuevo imperialismo. Podemos observar 
la importancia militar que poseyó la quina en la lucha geopolítica sobre los 
recursos naturales durante la Segunda Guerra Mundial:

A medida que Japón extendía sus conquistas en Asia, los Estados Uni-
dos inventariaban sus reservas de materias primas estratégicas. Si en 
1938 hubo quienes sugirieron que el país mirara hacia el sur en busca 
de nuevos suministros, en 1941 los políticos, empresarios y científicos 
lo reconocieron como una estrategia inevitable. La corteza de quina, 
por ejemplo, se importaba casi exclusivamente de las colonias holan-
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desas del sudeste asiático, pero América Latina tenía una reserva de 
este y otros minerales y plantas estratégicas (Cuvi 2011, 188).

Es entonces que Estados Unidos desarrolló un programa que llevó 
a extraer de los Andes más de 40 millones de libras en siete años, más 
de lo que habían extraído en todo el periodo de colonialismo español 
(Ibid., 186). En el caso de la quina, el presidente Roosevelt creó la De-
fense Supplies Corporation (dsc), que fue la encargada de garantizar los 
suministros desde Sudamérica hacia Estados Unidos.

En América Latina existen diversas experiencias que ejemplifi-
can los procesos de biopiratería. Uno de los casos emblemáticos es la 
ayahuasca, la cual fue patentada en Estados Unidos en el año 1986; des-
pués de una larga lucha llevada por la Coordinadora de las Organizacio-
nes Indígenas de la Cuenca Amazónica y la intervención de un centro de 
derecho ambiental, se logró la suspensión de la patente en 1999. 

Es importante resaltar que los procesos de bioprospección han sido 
justificados por el esquema de beneficios que han generado a las pobla-
ciones locales, como bien documentan King y Carlson (1995) sobre la 
creación de la compañía Shaman Pharmaceuticals, y que han generado 
mucha polémica respecto a su distribución, ya que prevalecen criterios 
paternalistas y clientelares. 

La maca y la ayahuasca son casos documentados de biopiratería en 
América Latina, los cuales en un primer momento pasaron por un pro-
ceso de privatización (patentes) que posteriormente fue retirado (Naza-
rea 2013). Este proceso de privatización de la vida ha generado muchas 
polémicas, como la creación de las semillas mejoradas, las cuales surgie-
ron con el proceso de la denominada revolución verde, que se desarrolló 
en Latinoamérica y Asia a mediados del siglo xx.

Imposición de nuevas tecnologías: los transgénicos

Con el advenimiento de las formas de producción capitalistas, en las 
regiones agrarias de América Latina se impuso cada vez con más vehe-
mencia un modelo de agricultura industrial profundamente excluyente. 
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Este fue implantado con la revolución verde, pero se consolidó definiti-
vamente en las décadas recientes con la inserción del modelo biotecno-
lógico que fue parte de este cambio global impulsado para restablecer 
un patrón de dominación. El uso de las semillas genéticamente modi-
ficadas, un nuevo paquete tecnológico compuesto por agroquímicos y 
la siembra directa permitieron la introducción del capital transnacional 
en áreas que antes le eran ajenas, al tiempo que impulsaron una nueva 
concepción mercantilizada del conocimiento y de la vida.

El desarrollo de los cultivos transgénicos ha significado una 
apuesta de las compañías trasnacionales para la concentración de la 
tecnología agrícola. No sólo se busca la simplificación de los agroeco-
sistemas, sino la supremacía en la producción agrícola. El caso de la 
semilla terminator significa en la práctica la posibilidad total de efec-
tuar en el agro un proceso de dependencia y de pérdida de diversidad 
agrícola sin precedentes.

La tecnología transgénica se impulsó en cultivos de origen alimen-
tario, entre los que por su importancia sobresalen el maíz, el arroz, el 
trigo, la soya y el jitomate. Han existido varias generaciones en el per-
feccionamiento tecnológico de estas actividades en el sector agrícola. 
En un primer término se fomentaron cultivos que tuvieran resistencia 
a herbicidas, por ejemplo la soya de Roundup Ready (Pengue y Altieri 
2005). A la larga esta implementación tecnologica favoreció la concen-
tración económica y cientif íca de la empresa agroindustrial. 

En el caso mexicano, la lucha contra los transgénicos ha sido una 
batalla legal y política que tiene sus orígenes en el peridodo de gobierno 
de Vicente Fox (2000-2006). La campaña #Sinmaíznohaypaís presionó a 
los políticos y al poder judicial para dejar superficies del territorio nacio-
nal, de las que se presume es originario el cultivo del maíz, sin permiso 
para sembrar el cereal transgénico. Las compañías de semillas encabe-
zadas por Monsanto se ampararon contra la moratoria de siembra de 
organismos genéticamente modificados, con el abierto apoyo de la Se-
cretaría de Agricultura y Desarrollo Rural (Sagarpa), y promovieron 
abiertamente la siembra del cultivo en algunas zonas, violando la ley de 
bioseguridad aprobada por el Congreso de la Unión. 
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En la península de Yucatán, principal región de producción de miel 
de abejas, la gobernadora Ivonne Ortega (2012-2018) declaró al estado 
como libre de transgénicos con la finalidad de salvar los mercados euro-
peos de la comercialización de miel, debido a la contaminación de trazas 
generadas por la soya transgénica (Ávila et al. 2017).

En México, el 29 de septiembre de 2009 se instauró el Día Nacio-
nal del Maíz Criollo, a partir de la convocatoria del movimiento social 
#Sinmaíznohaypaís. La Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegi-
das (Conanp) y la de Biodiversidad (Conabio) han impulsado ferias de 
intercambio de semillas nativas y criollas con la finalidad de fomentar 
la preservación del patrimonio biocultural. Grupos ambientalistas y 
campesinos de varios países de América Latina se movilizan el 23 de 
mayo, que es el día mundial de acción contra Monsanto. 

Argentina es el tercer país con mayor superficie sembrada de trans-
génicos con más de 24 millones de hectáreas, sólo superado por Bra-
sil con 36 millones y Estados Unidos con 69 millones (Lapegna 2014, 
231). En 2003 hubo protestas contra la siembra de algodón transgénico 
en la provincia de Fontana, Argentina. Desde 1996 se ha impulsado la 
siembra de transgénicos, y sólo hasta 2009 se abrió al debate público 
la relevancia de la siembra de soya genéticamente modificada (Motta y 
Alasino 2013, 3).

A partir de la confluencia de diversos movimientos sociales que se 
desarrollaron en diversos países de América Latina en contra de los im-
pactos sociales y sanitarios de la ingeniería genética, se creó la Red por 
una América Latina Libre de Transgénicos (rallt) en la ciudad de Quito, 
Ecuador, en 1999. Esta red hace un llamado a una moratoria de la siem-
bra de organismos genéticamente modificados en la región. La rallt 
ha roto la perspectiva cientificista de los tecnólogos de las empresas y ha 
diseñado un camino amplio con el acompañamiento de organizaciones 
sociales, campesinas e indígenas (Bravo, Cárcamo y Banzur 2017, 169).

Actualmente en Argentina, Brasil, Colombia y México se impul-
san, bajo el paradigma de la industria 4.0, procesos de agricultura de 
precisión, la cual se basa en la utilización de servicios digitales, dro-
nes y robots, que indudablemente generarán procesos de concentración 
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económica y tecnológica, y sobre todo profundizarán la dependencia 
(Mooney 2019).

Procesos de reconversión productiva en  
el medio rural y ampliación de la frontera agrícola

Con la implantación del modelo económico neoliberal en los años 
ochenta en América Latina, se elaboró una estrategia que ha consistido 
en el cambio de patrones de cultivos, primordialmente de granos bási-
cos a productos de exportación, donde las grandes empresas agroexpor-
tadoras han sido las beneficiadas. 

La reestructuración de la agricultura en el marco de la globaliza-
ción se ha expresado en el surgimiento de tendencias modernizadoras 
de la producción que, acompañadas por una narrativa de desarrollo eco-
nómico sustentable para las regiones rurales del mundo, han permitido 
el surgimiento de la siembra de productos de alta rentabilidad económi-
ca, como pueden ser los agrocombustibles. En la frontera sur de México, 
y en específico en Chiapas, se ha impulsado como política pública la 
siembra de agrocombustibles desde 2006. Dicha siembra genera resis-
tencias entre las comunidades campesinas, que ven cómo lentamente 
las propuestas exógenas son impuestas en su territorio y las empresas 
globales disfrazan su accionar con el discurso del desarrollo sustentable.

Los actores principales del proceso de mundialización, las empre-
sas trasnacionales, han impulsado la siembra de los agrocombustibles, 
los cuales han pasado por diversas generaciones en el fomento de su 
producción. Primeramente, se planteó la generación de agrocombus-
tibles a partir de cultivos tradicionalmente alimenticios, como son el 
maíz, la caña de azúcar y la soya. Una segunda etapa ha optado por cul-
tivos provenientes fundamentalmente de la oleicultura, en los cuales 
se cuenta con una semilla con fuerte contenido de aceite, por ejemplo 
la jatropha (piñón de tempate o jatrofa), la palma de aceite, la higue-
rilla, entre otras. En la tercera etapa está la elaboración de los nuevos 
combustibles carburantes a partir de algas marinas, residuos de árboles 
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(plantas lignocelulósicas), bacterias y hongos. Finalmente, existe una 
cuarta etapa aún en ciernes, que se está desarrollando bajo el paradig-
ma de la agricultura 4.0, en el que la digitalización y la biología sintética 
marcan el desarrollo de nuevos biocombustibles que sustituyan la pro-
ducción actual (Mooney 2019). 

A la par de esta apropiación del territorio por la confluencia de 
las industrias petrolera, automotriz y biotecnológica, las cuales han ge-
nerado conflictos, desplazamientos, inversiones y políticas públicas, ha 
surgido una nueva disputa por el territorio que tiene que ver fundamen-
talmente con la industria minera.

La apropiación del territorio por parte de las compañías trans-
nacionales en América Latina ha avanzado de forma impresionante. 
Nuevos cultivos como la soya o la palma de aceite crecen exponen-
cialmente más allá del imaginario de las tierras marginales y se basan 
tanto en la destrucción de selvas y bosques como en la imposición de 
un modelo agrícola que niega la posibilidad de la diversidad. Esto ha 
generado un conjunto de resistencias por parte de grupos de campesi-
nos e indígenas. 

América Latina: experiencias en defensa  
de la madre tierra

En México, el 10 de abril de 2016 se lanzó la Campaña Nacional en De-
fensa de la Madre Tierra y el Territorio, iniciativa que logró articular a 
más de 250 experiencias que luchan por la naturaleza y se encuentran 
resistiendo acciones de despojo y depredación ambiental. Esta iniciativa 
hizo notar la lucha que desarrollan comunidades indígenas y habitantes 
de barrios y colonias en contra del modelo extractivista, el cual conta-
mina agua, suelos y cielos y degrada la calidad ambiental de bosques, 
selvas, ríos y mares. Fue una oportunidad para que diversos actores que 
venían desde la península de Baja California hasta Yucatán se encontra-
ran. La campaña se articuló en torno a acciones y asambleas, y contó 
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con la participación entusiasta de jóvenes, que asistían a eventos so-
lidarios en los cuales participaban grupos de rock internacionalmente 
conocidos, como Panteón Rococó, Café Tacvba, Lengua Alerta, Maldita 
Vecindad, entre otros. 

Las experiencias más sobresalientes de la campaña son las siguien-
tes: Campesinos de San Salvador Atenco, los cuales desde el año 2005 
se oponen a la construcción del Nuevo Aeropuerto Internacional de la 
Ciudad de México (naicm), han realizado marchas y bloqueos carre-
teros en contra de dicha megaobra que afectó sus terrenos y la vida del 
lecho del lago de Texcoco. En este proceso de lucha, han sufrido repre-
sión por parte del gobierno del Estado de México, cuya cabeza era el 
expresidente Enrique Peña Nieto, y en el que hubo violaciones a muje-
res por parte de la fuerza pública que intervino en el operativo en 2006 
(Vázquez 2018). Por más de 15 años, los “macheteros de Atenco” se han 
caracterizado como un foco de resistencia ante la violencia del modelo 
extractivista en sus territorios, y son un referente nacional en contra del 
despojo y la expansión capitalista que busca la ganancia especulativa 
en los márgenes del lago de Texcoco. En octubre de 2018, el presidente 
Andrés Manuel López Obrador realizó una consulta sobre el futuro del 
naicm, en la que ganó la opción de realizarlo en la base aérea militar 
de Santa Lucía y se realizaron declaraciones sobre la cancelación de la 
obra. Después de esta acción hubo un ataque especulativo sobre el peso 
mexicano, que ocasionó preocupación en el gobierno federal y llevó a la 
compraventa de los bonos privados de los inversionistas del aeropuerto 
ubicado en el lago de Texcoco, lo cual generó un fuerte endeudamiento 
público (Navarro 2019).

La resistencia del pueblo yaqui contra el acueducto Independen-
cia surgió ante la propuesta de despojar de su agua a los ocho pueblos 
yaquis para llevársela a la ciudad de Hermosillo. Ante esto, se inició un 
bloqueo del carretero a la altura del pueblo de Vicam, sitio en el cual im-
pidieron el paso de vehículos de carga que se dirigían rumbo a la fronte-
ra de Estados Unidos. Además, tuvieron en repetidas ocasiones choques 
con las policías federal y estatal que venían a desalojarlos. Los medios 
de comunicación generaron una fuerte campaña de desprestigio contra 
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el movimiento social, la cual estuvo cargada con una fuerte dosis de ra-
cismo, lo que llevó a la detención del principal líder yaqui, Mario Luna 
(Moreno 2015). En el proceso de lucha realizaron toda una estrategia 
jurídica en la que argumentaron violaciones a la Constitución mexicana 
en la defensa de sus recursos naturales, territorio y el Convenio 169 de 
la Organización Internacional del Trabajo (oit). La Suprema Corte de 
Justicia de la Nación (scjn) declaró la suspensión de la obra mientras no 
se cumpliera la consulta previa, libre e informada, la cual está obligada a 
realizarse conforme a los lineamientos de la oit con la facilitación de las 
diversas instancias de gobierno. En la actualidad las obras se encuentran 
temporalmente suspendidas (García 2015). 

Las comunidades de Acasico, Temacapulín y Palmarejo en el es-
tado de Jalisco se han opuesto a la realización de la presa del Zapotillo, 
que inundaría sus pueblos y tierras. Su lucha ha sido muy significativa: 
se han realizado en dichas comunidades asambleas de integrantes del 
Mapder; en 2016 se efectuó una de las principales reuniones de la Cam-
paña Nacional en Defensa de la Madre Tierra y el Territorio; además, 
han sido visitadas por Andrés Manuel López Obrador. Los pobladores 
se han caracterizado por dar una batalla jurídica que ha entorpecido los 
avances de las obras, han logrado limitar la altura de la presa y, en algu-
nos momentos, la suspensión de la construcción. El papel de la Iglesia 
católica en defensa de los pueblos ha sido relevante, así como también el 
de la comunidad migrante en Estados Unidos, que en todo momento ha 
apoyado la labor jurídica y la defensa de sus comunidades. 

El Movimiento en Defensa de la Vida y el Territorio (Modevite) es 
una organización que tiene influencia en las regiones de los Altos, Sel-
va y Norte de Chiapas. Una de sus principales acciones ha sido luchar 
en contra de la construcción de la autopista que comunicaría la ciudad 
de San Cristóbal de las Casas con el centro turístico arqueológico de 
Palenque. Los afectados han manifestado su oposición porque el trazo 
de la carretera atravesará sus tierras y territorios. En la defensa del es-
pacio, las autoridades ejidales de Bachajón fueron encarceladas tempo-
ralmente. Con el proceso organizativo han logrado frenar la obra, pero 
han pasado por una fuerte represión que ha ocasionado desgaste y la 
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reaparición permanente de grupos paramilitares (este proyecto carre-
tero fue propuesto nuevamente por el Gobierno de Chiapas en 2019). 
Actualmente, la zona pasa por un proceso de descomposición social en 
la que el narcotráfico y la delincuencia organizada tienen fuerte presen-
cia. El Modevite se ha opuesto a la presencia de mineras en sus áreas 
de influencia y ha condenado la difusión de proyectos de muerte, como 
pueden ser la soya y la palma de aceite. Tiene una relación muy fuerte 
con las comunidades eclesiales de base y la Pastoral de la Tierra de la 
Diócesis de San Cristóbal de las Casas. 

La defensa de los humedales y los bosques en el Valle de Jovel lleva 
más de 14 años de lucha contra el capital especulativo e inmobiliario. 
Fueron declarados áreas naturales protegidas y se encuentran circuns-
critos en el Convenio de Ramsar, que es un acuerdo internacional de la 
onu para proteger los humedales del mundo. La experiencia en defensa 
de los cuerpos de agua superficial son un referente ambiental debido a 
la agresividad con la que los propietarios privados los han atacado. En 
razón de aquello se han tenido que implementar medidas cautelares y de 
protección de sus garantías individuales para los defensores ambienta-
les en la ciudad de Los Altos de Chiapas. Desde el año 2015, en la zona 
núcleo de los Humedales de Montaña María Eugenia se implementó un 
lugar sagrado, en el cual en cada aniversario se ha impulsado el encuen-
tro ecuménico entre diversas creencias para la defensa del patrimonio 
biocultural de los pueblos indígenas y mestizos. Para la implementa-
ción del sitio, se ha tomado como referente la geometría sagrada, la 
cual ha dado elementos a los defensores ambientales de la importancia 
de conservar no sólo el agua, los animales, las plantas y los humedales, 
sino también el espacio como punto de encuentro de diversas creencias 
y religiones con la finalidad de preservar la vida y la naturaleza. En 2016 
se creó la Red por el Cuidado de la Vida y de la Madre Tierra en el Valle 
de Jovel en una reunión en la Universidad de la Tierra, con la asistencia 
de representantes de más de 50 barrios, colonias y organizaciones. Esta 
red ha emprendido de manera férrea la defensa de la naturaleza.

El Frente en Defensa de Wirikuta que impulsa la comunidad wixári-
ka o huichola que habita en la Sierra Madre Occidental en los estados de 
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Jalisco y Nayarit. Como parte de su cosmovisión cuenta con un lugar sa-
grado en el altiplano potosino, lo que ha permitido visibilizar el largo pe-
regrinar que desarrolla el pueblo huichol. Ellos han realizado a lo largo 
de su existencia un recorrido al océano Pacífico y al semidesierto mexi-
cano. Este último sitio, cerca del icónico poblado de Real de Catorce en 
San Luis Potosí, se había concesionado para la explotación minera. Ini-
ció una lucha que llamó la atención de la sociedad mexicana y se realizó 
un concierto en el año 2012, que se denominó Wirikuta Fest, en el que 
participaron artistas musicales de renombre y se congregaron miles de 
personas. Esto obligó a que la empresa suspendiera su emprendimiento.

En el Estado de México, debido a la construcción de la autopista 
que comunica de Naucalpan a Toluca (que también pasa por los bosques 
milenarios de la comunidad de San Francisco Xochicuautla) la iglesia 
del lugar fue derrumbada por maquinaria pesada. Este hecho ocasionó 
la molestia e inconformidad de los pobladores. Hubo intervención de 
la policía en múltiples ocasiones, así como acciones de acoso y hostiga-
miento contra los principales dirigentes. 

En el gobierno de Enrique Peña Nieto (2012-2018), como parte del 
Proyecto Integral Morelos, se planteó la construcción de una termoe-
léctrica en las faldas del volcán Popocatépetl, en el sistema volcánico 
transversal y cerca de donde fue el epicentro del sismo del 19 de septiem-
bre de 2017, que generó miles de afectados y víctimas en el centro del 
país. Por el principio de protección y de precaución, las comunidades y 
pueblos de los estados de Morelos, Tlaxcala y Puebla se han organizado 
en contra de este megaproyecto, que implica también la construcción de 
un gasoducto. Se creó la organización del Frente de Pueblos en Defensa 
del Territorio y el Agua. En febrero de 2019 fue asesinado uno de los 
principales dirigentes, Samir Flores, quien dirigió una radio comunita-
ria y encabezó la lucha contra dicha infraestructura enérgetica. 

En Centroamérica existen múltiples experiencias en la defensa de 
la madre tierra, en las que sobresale el papel de las comunidades indíge-
nas mayas de Guatemala. Revisar y narrar todas las luchas ambientales 
en la región rebasaría el presente ensayo, por lo que describiremos bre-
vemente las más significativas:
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• La defensa del agua por los pueblos del altiplano guatemalteco. En 
Totonicapán existen bosques y, de manera natural, una significativa 
cantidad de agua. La comunidad indígena tiene un gobierno tradi-
cional basado en el sistema de cargos, que le da mucha importancia 
a la defensa de su territorio.

• En 2016 se llevó a cabo la marcha del agua, en la cual confluyeron 
habitantes de tres regiones de Guatemala: la Costa, el Norte y el 
Altiplano. Se tenía la intención de llamar la atención sobre los pro-
cesos de violación de los derechos de los pueblos y defender al pre-
ciado líquido como un derecho humano, para así poder recuperar 
los manantiales y ríos. De la misma forma, se denunció la contami-
nación que ocasionan las mineras y los procesos de reconversión 
productiva, tal y como es el caso de la palma de aceite, entre otros.

• En 2015 Guatemala contaba con más de 342 licencias de explora-
ción minera. En el departamento de San Marcos surgió un movi-
miento contra las mineras, ya que se habían reportado derrames 
de contaminantes en el río Cuilco, afluente del río Grijalva. La 
oposición impulsó procesos de consulta que han dividido a las co-
munidades y han generado fuertes conflictos, que parcialmente se 
han superado gracias a los Acuerdos de Paz de 1996. Los procesos 
extractivos en la Sierra de los Cuchumatanes y en las estribaciones 
del volcán Tacaná han sido detenidos de manera incipiente. 

• La resistencia ante el cultivo de la palma de aceite en Guatemala en 
la Franja Transversal del Norte (ftn), región integrada por diversos 
departamentos. Las comunidades mayas se mantienen en contra-
posición al cultivo de la palma africana, la cual está ocasionando 
contaminación del agua y, sobre todo, un proceso de deforestación 
en el que se ponen en riesgo diversos lugares sagrados de los terri-
torios indígenas.

En América Central existen procesos semejantes de defensa de la 
naturaleza. Por ejemplo, en Honduras uno de los casos emblemáticos es 
el de Berta Cáceres (premio Goldman por la defensa férrea del territorio 
lenca y de la naturaleza). El Consejo Cívico de Organizaciones Populares 
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e Indígenas de Honduras (Copinh), organización a la que pertenecía, se 
opuso a la construcción de la presa Agua Zarca en el río Gualcarque, que 
atraviesa el territorio lenca considerado sagrado para los pobladores in-
dígenas. El 3 de marzo de 2016, Berta Cáceres fue asesinada en la ciudad 
de Esperanza. Hombres armados irrumpieron en su domicilio pese a que 
la ambientalista contaba con medidas cautelares de protección otorgadas 
por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh). 

En El Salvador, el Consejo Coordinador Nacional Indígena Salva-
doreño (ccnis) ha realizado acciones en contra de la presa El Chapa-
rral, la cual inundaría sus territorios. El 22 de abril, en el marco del Día 
Mundial de la Tierra, efectuaron una jornada de lucha que logró llamar 
la atención sobre dicha problemática. Otro caso tiene que ver con la 
propuesta de ley que presentó la derecha. Dicha propuesta buscaba pri-
vatizar el agua para la industria Coca-Cola, dejando a más de 30 000 
habitantes sin el preciado líquido. Yanira Cortez, procuradora adjunta 
para el Medio Ambiente entre 2003 y 2016 en la Procuraduría para la 
Defensa de los Derechos Humanos de El Salvador, documentó diversas 
quejas y cuestionamientos que realizó la sociedad civil sobre el uso con-
suntivo del agua por la agroindustria de la caña de azúcar. 

En Nicaragua la defensa de la madre tierra ha sido un proceso com-
plejo, ya que con la propuesta de construcción del canal interoceánico 
(entre el gobierno sandinista y algunos empresarios chinos) se ha ge-
nerado una fuerte protesta. Hubo encarcelamientos y persecución a los 
opositores. La propuesta establecía que el canal de Nicaragua atravesara 
territorios campesinos en las cercanías de la frontera con Costa Rica, 
donde habitan más de 119 000 personas y se pondría en riesgo a la mayor 
reserva de agua dulce del país centroamericano (Serra 2016). En abril de 
2018 estalló una serie de protestas y se ha deteriorado la situación por 
la que atraviesa el país centroamericano. Una de las críticas más fuer-
tes que ha recibido la administración sandinista, encabezada por Daniel 
Ortega, ha provenido de grupos de campesinos y estudiantes que recla-
man la entrega de la soberanía nacional al capital chino. Actualmente 
la obra está suspendida y se desconoce el paradero del empresario chino 
que fue uno de los principales promotores del megaproyecto. 
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Costa Rica ha vendido una imagen como país “verde”, con amplios y 
variados ecosistemas tropicales que pueden ser visitados por el turismo 
internacional; sin embargo, existen fuertes críticas del sector ambiental. 
Una de ellas tiene que ver con el impulso al cultivo de la palma de aceite, 
que es criticado por sus impactos en la biodiversidad, la estructura del 
suelo y en el agua, entre otros (Dirzo et al. 2014a; Beggs y Moore 2013). 
En este país centroamericano también han surgido críticas al cultivo de 
piña que usa agrotóxicos de manera masiva. 

Panamá, como diría Selser (1989), es un país pegado a un canal. Su 
geograf ía, hasta el año 1989, se encontraba bajo la égida norteamerica-
na, con un breve periodo nacionalista bajo el mando del general Omar 
Torrijos (1968-1981), y contaba con una superficie significativa de selvas 
tropicales. Con la implementación del modelo económico neoliberal se 
ha convertido en un paraíso para las inversiones. La ampliación del canal 
interoceánico, así como también la construcción de nuevas infraestruc-
turas y la presencia de cultivos extractivistas como la palma de aceite, 
están generando una estela de destrucción ambiental. El territorio de 
los indígenas kuna, quienes están circunscritos en islas e islotes, se en-
cuentran bajo amenaza por el calentamiento global y la elevación de los 
mares. Un actor importante es la Red Nacional en Defensa del Agua, la 
cual a partir de la oposición a la construcción de presas hidroeléctricas, 
se ha convertido en un espacio de encuentro, articulación e intercam-
bio entre comunidades indígenas, campesinos y grupos ecologistas. En 
diciembre de 2018 la red tuvo su encuentro en la provincia de Chiriqui, 
donde hicieron un llamado a defender el territorio de los procesos de 
infraestructura hidroeléctrica. 

En Colombia, después de más de 50 años de guerra, se profundizó 
el extractivismo con la consolidación del modelo económico neoliberal. 
Los pueblos indígenas y campesinos sufrieron una fuerte embestida que 
se manifestó en la violencia hacia los defensores de la naturaleza y los 
territorios, lo cual ha fortalecido procesos de resistencia, entre los que 
sobresale la minga, que se caracteriza por ser un trabajo colectivo que 
busca el bienestar de la colectividad. La minga indígena se desarrolló en 
2008, cuando marcharon más de 45 000 indígenas y recorrieron más de 
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120 km del departamento de Cauca hasta llegar a Cali. Fundamentalmen-
te buscaron el reconocimiento de sus tierras y el cese de la violencia por 
parte de los grupos paramilitares y de las Fuerzas Armadas Revoluciona-
rias de Colombia (farc). El Consejo Regional Indígena del Cauca (cric) 
surgió en 1971, está integrado originalmente por el pueblo nasa y busca 
recuperar la tierra, fortalecer los cabildos indígenas, la defensa de la len-
gua y las costumbres; además de formar profesores indígenas y preservar 
la madre tierra. El éxito en este proceso organizativo llevó a que se creara 
la Organización Nacional Indígena de Colombia (onic) en 1985. Debi-
do al paramilitarismo la defensa de la madre tierra en Colombia es una 
profesión de alto riesgo. La oposición a las mineras, megaproyectos y/o 
al modelo productivo de corte extractivo ha ocasionado que muera dia-
riamente un dirigente campesino a partir del segundo semestre del 2018. 

En Venezuela, desde la llegada del presidente Hugo Chávez en 
1998, se ha formulado un cambio en el entramado institucional que ha 
llevado a incorporar en su constitución y en las leyes nacionales la rela-
ción con la naturaleza y los pueblos indígenas. Sin embargo, el modelo 
extractivista sigue siendo dominante no sólo en la actividad petrolera, 
de la cual Venezuela es la principal nación del orbe con las más grandes 
reservas, sino también en la cuestión minera (Mantovani 2015).

La propuesta del Arco Minero del Orinoco, ubicado en el estado de 
Bolívar y al sur del río Orinoco, cuenta con una extensión de 111 843 km2 
y se plantea explotar oro, diamantes y coltán (Rojas y Ágular 2018). Desde 
su diseño la propuesta ha sido polémica tanto porque se ha permitido la 
llegada de capital extranjero como porque los mecanismos de consulta 
a los pueblos indígenas no han sido los apropiados. Dada la inestabilidad 
política y la inseguridad jurídica, las grandes inversiones de las corpo-
raciones transnacionales que el gobierno esperaba no han ocurrido. La 
zona del Arco Minero se caracteriza hoy por una explotación princi-
palmente ilegal, en escalas variables, con altísimos niveles de violencia 
y devastación ambiental. Las principales víctimas de estos procesos ex-
tractivos han sido los pueblos indígenas de la zona.

En Ecuador la necesidad de obtener inversiones que favorecieran la 
propuesta nacionalista popular en su vertiente desarrollista llevó al go-
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bierno de Rafael Correa (2007-2017) a recurrir al capital chino, el cual 
invirtió de manera decidida en la actividad minera obras de infraestruc-
tura y petróleo. Diversas organizaciones han cuestionado este proceso. 
Una de ellas es la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecua-
dor (Conaie), la cual en todo el proceso del progresismo o correísmo se 
ha mantenido al margen del gobierno, siendo uno de los principales crí-
ticos del partido político Alianza País. Algo similar sucedió con la Confe-
deración Nacional de Organizaciones Campesinas, Indígenas y Negras 
(Fenocin), miembro de la organización internacional de la Vía Campe-
sina. Esta confederación indígena, que apoyó en un primer momento el 
mandato de gobierno de Rafael Correa en Ecuador (2007-2009), pronto 
rompió con este por diferencias respecto al extractivismo. 

En la práctica, el extractivismo se ha consolidado en la nación suda-
mericana y ha generado un horizonte de contaminación, depredación y 
expoliación de recursos naturales (Sagal y Hernández 2015). Una de las 
grandes obras de la cooperación china fue la construcción de la planta 
hidroeléctrica Coca Codo Sinclair, inaugurada en 2016. Esta planta ge-
nerará alrededor de 1 500 megavatios y producirá 37% de la demanda 
nacional de electricidad. La obra ha sido criticada por la baja calidad de 
los materiales que utilizaron. 

La oposición al modelo extractivista ha sido tratada con dureza 
por el gobierno progresista y se ha criminalizado la protesta. Desde el 
año 2008, 200 hombres y mujeres han sido perseguidos por manifes-
tar su inconformidad y por incentivar la movilización social contra el 
modelo extractivo y las nuevas leyes de minería y de recursos hídricos 
(Chérrez 2012, 1). Los procesos de judicialización han afectado de ma-
nera significativa a las personas que se encuentran defendiendo a la 
madre tierra, los pueblos indígenas del Amazonas (como los shuar) y 
los del altiplano que se han opuesto al desarrollo de estos emprendi-
mientos. Muchos de ellos han sido amenazados, y tanto su seguridad 
personal como sus garantías individuales se han puesto en riesgo. Se les 
ha acusado de terroristas, que fue una nueva categoría que se generó 
durante el gobierno progresista de Rafael Correa. Según Sagal y Her-
nández (2015, 5):
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En el 2009, año en el que se aprobaron la Ley de Minería y la Ley de 
Seguridad Pública y del Estado y se discutía el proyecto oficial para 
una Ley Orgánica de Recursos Hídricos, Usos y Aprovechamientos del 
Agua (Ley de Aguas), los movimientos campesinos e indígenas denun-
ciaron la falta de consenso y participación popular en la elaboración 
de dichas leyes.

Perú no es ajeno a la presencia de grandes capitales en la minería a 
cielo abierto. El caso peruano es una muestra del potencial de destrucción 
de amplias zonas que van desde la costa del Pacífico, pasando por la 
cordillera de los Andes y llegan a la vertiente amazónica. Existen mo-
vimientos indígenas, sociales y campesinos que se oponen de manera 
tajante al deterioro de la naturaleza. 

De acuerdo con Bebbington y Williams (2008), más de 50% de las 
comunidades campesinas han sido afectadas por la actividad minera, 
dañando de manera decidida las fuentes de agua de las poblaciones ru-
rales. De acuerdo con Ocmal (2019), existen alrededor de 39 conflictos 
en el país andino. Dentro del rubro de los conflictos socioambientales, 
la minería contempla 62.2% de los casos, los hidrocarburos 15.1% y la 
energía 8.4%.

Con el desarrollo de la minería en Perú se han generado nuevas 
urbanizaciones, tal es la caso de la comunidad de La Rinconada, que 
cuenta con más de 50 000 habitantes viviendo a más de 5 000 msnm. 
La situación en la que viven es deplorable: existen todavía tiendas de 
raya (préstamos de comida y artículos de primera necesidad por trabajo 
a destajo), los mineros no reciben salario y tienen un día a la semana en 
el que pueden extraer material de forma libre (de su venta tienen que 
cubrir sus necesidades), las personas viven hacinadas y las condiciones 
de salud son deplorables.

De acuerdo con Pérez y Vargas (2016), en Perú más de un millón 
400 000 personas, es decir, 5% de la población del país, son afectadas por 
los conflictos ambientales generados por el modelo extractivista. En el 
año 2009, con el intento de despojar de sus territorios a las comunida-
des indígenas del Amazonas se generó un paro cívico, en el que fueron 
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asesinadas ambientalistas de la región de Baguan. En 2014, con motivo 
de la Conferencia de las Partes de la cmnucc (COP 20), más de 20 000 
personas marcharon por la defensa de la madre tierra. 

Bebbington (2009, 117) ubica cinco tipos de ambientalismo en Perú:

Están presentes en los conflictos mineros en el Perú: el conservacionis-
ta, el nacionalista-populista, el de defensa de las formas de vida, el de 
justicia socio-ambiental y el ecologismo profundo. Se sugiere que cada 
ambientalismo conlleva diferentes salidas a los conflictos ambientales: 
la compensación en unos casos o el debate público abierto y franco.

El ambientalismo conservacionista plantea la importancia de pre-
servar la naturaleza y la defensa extrema de todas las formas de vida; el 
nacionalista popular tiene que ver con una perspectiva de defensa de los 
recursos naturales de la nación; el de la defensa de las formas de vida 
busca garantizar la prevalencia de sistemas de conocimientos biocul-
turales por los pueblos originarios; el de la justicia ambiental busca la 
creación de una sociedad más justa que tome en cuenta a la naturaleza y 
se centra sobre todo en los conflictos redistributivos (Bebbington 2009).

En el caso chileno se ha documentado la lucha de los indígenas 
mapuches en defensa de su tierra, sus territorios y por la autonomía. 
Los mapuches se encuentran ubicados de forma preponderante al sur 
del país andino. Dentro del naciente estado independiente chileno, se 
requeriría la apertura de nuevas tierras de cultivo, y en la Araucania se 
dio paso a una feroz acción de despojo que sentó las bases para el desa-
rrollo capitalista (Rodríguez 2007). 

A partir del fin de la dictadura de Pinochet en 1989, comenzó un 
periodo organizativo que fortaleció la lucha del pueblo mapuche. En 
1998 se creó la Coordinadora Mapuche de Comunidades en Conflicto 
Arauco-Malleco (Klein 2008). Es importante mencionar que sistemáti-
camente se ha aplicado una fuerte represión contra el pueblo mapuche, 
por sus continuas acciones de sabotaje contra empresas forestales que 
trabajan en sus territorios indígenas, bajo el cobijo de la la ley anti-
terrorista que se generó en la época de la dictadura de Pinochet. El 
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Instituto Nacional de Derechos Humanos de Chile tiene computado 
hasta abril de 2020 un total de 117 conflictos ambientales: 38% son de 
orden energético, 28% de minería y 9% de saneamiento ambiental. El 
32% de los conflictos ambientales se encuentran en territorios indíge-
nas (indh 2020). 

Brasil es el país en el que más asesinatos hay por la lucha en defensa 
de la madre tierra y el territorio; entre ellos están los pueblos indígenas 
amazónicos, los quilombos y demás grupos sociales que defienden a la 
naturaleza de obras de gran envergadura, como las presas hidroeléc-
tricas (Vidal 2015), mineras, así como también de la expansión de la 
frontera agrícola de la soya y de la palma de aceite. Por dar un ejemplo, 
hubo un fuerte movimiento social en contra de la presa hidroeléctri-
ca de Belo Monte, ubicada en el Amazonia occidental, estado de Para. 
Ahí confluyeron colectivos que se opusieron a dicho emprendimiento: 
Movimento Xingú Vivo para Sempre (mxvps) y Movimento Fort Xingu 
(mfx) (Boelens 2015), sin olvidar el apoyo que recibieron de organiza-
ciones nacionales como Movimento Contra los Barragems (mab) y Mo-
vimento dos Trabalhadores Rurais sem Terra (mst) (Vidal 2015). 

La minería brasileña es una potencia mundial, ya que produce 13.9% 
de la producción de hierro y 13.20% de la bauxita (De Castro 2018). La 
actividad se ha expandido a la zona del Amazonas. A lo largo de cuatro 
décadas, esta región ha estado llena de conflictos, movimientos sociales 
de diversa índole, la presencia de bandoleros e invasores de tierras in-
dígenas, con su consecuente dosis de deforestación. Esto, sumado a la 
propia defensa territorial de las comunidades, ha generado un coctel 
que se ha agravado bajo el gobierno de Jair Bolsonaro. De acuerdo con 
De Castro (2018, 64):

Hay, de hecho, un aumento extremo de la conflictividad socioambien-
tal y, más recientemente, en todas las extensiones de la Amazonía in-
vadida por grupos de fuera que llegan con capital y poder, orientadas 
por la perspectiva colonial que puede producir desplazamientos de 
personas, proyectos, culturas y saberes, para ocupar sus territorios. 
En esa resistencia a la instalación de emprendimientos mineros en la 
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Amazonía, muchas masacres ya ocurrieron; muertes anunciadas de 
campesinos e indígenas, prisiones y desposesión de la tierra y de los 
derechos.

Brasil cuenta con el Movimiento de Atingidos pela Mineração 
(mam), que en mayo de 2018 en su convocatoria al encuentro en el es-
tado de Pará se denominó Movimiento pela Soberanía Popular na Mi-
neração. El movimiento tiene presencia en más de 70 ciudades mineras, 
en 15 estados brasileños. La situación de la explotación minera en las 
regiones indígenas brasileñas es preocupante. Existen más de 47 em-
presas o personas f ísicas que explotan más de 29 territorios indígenas 
(ti). El 37.59% del territorio total de los pueblos indígenas de Brasil está 
ocupado por la actividad minera (isa 2013), con 4 220 procesos de ex-
trapolación entre las mineras y los territorios indígenas. Han ocurrido 
derrames de material líquido, que han contaminado de manera grave 
cuencas hidrográficas del país sudamericano y han puesto en fuertes 
dificultades de sobrevivencia a poblaciones humanas y de vida silvestre.

El caso boliviano es interesante. A partir del ascenso de Evo Mora-
les al poder en enero de 2006, la retórica del neoindigenismo y la legis-
lación de leyes sobre los derechos de la madre tierra, así como también 
el impulso a conceptos como el buen vivir, plantearon la posibilidad de 
un gobierno diferente que respetaría la naturaleza, los bosques y la selva. 
El gobierno aplicó una política nacionalista que llevó a la expropiación 
del petróleo y el gas natural, y al desarrollo de una industria nacional en la 
que se proyectaba la comercialización del litio para la construcción de 
autos eléctricos en el país. Sin embargo, la matriz económica no sufrió 
cambios significativos, aunque sí generó una redistribución de la renta 
nacional, en la que se benefició a la población en situación de vulnerabi-
lidad. Este hecho suscitó un proceso de justicia social hacia aquellos sec-
tores desplazados por los anteriores gobernantes. Pese a esto el gobierno 
nacionalista popular ha continuado con la destrucción de la naturaleza.

Existen grupos indígenas que se han opuesto a los megaproyectos, 
las carreteras y la destrucción de la selva. Uno de los casos más emble-
máticos fue la movilización que llevaron a cabo en defensa del Territorio 
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Indígena y Parque Nacional Isiboro Sécure (Tipnis), de agosto a octubre 
de 2012. Centenas de indígenas de las zonas bajas del departamento de 
Beni se opusieron a la construcción de la carretera que atravesaría dicha 
reserva, por lo que decidieron realizar una marcha rumbo a la capital. 
En primer término fueron utilizados grupos de choque de los nuevos 
colonizadores contra los indígenas; posteriormente, fueron reprimidos 
por la fuerza pública, y el impacto fue tal que el 19 de octubre de 2012 
fueron recibidos por miles de personas en la ciudad de La Paz. Este 
acontecimiento llevó al gobierno de Evo Morales a suspender tempo-
ralmente la carretera del Tipnis. Las incongruencias entre un discurso 
ambientalista que se exportaba al exterior del país y una práctica desa-
rrollista expoliadora de la naturaleza generaron fuertes contradicciones 
sociales que, entre otros factores, facilitaron el golpe de Estado contra el 
gobierno de Evo Morales, que se llevó a cabo por las fuerzas de derecha 
en el otoño de 2019. 

La violencia contra los defensores ambientales

La violencia es un mecanismo mediante el cual se legitima el proceso de 
despojo y coadyuva de manera decidida a romper el proceso de resis-
tencia y de defensa de la naturaleza y los bienes comunes. Su aparición 
no es exclusiva de la implementación del modelo económico neoliberal 
en el subcontinente. La violencia tiene profundas raíces históricas que 
se encuentran cimentadas en las relaciones de explotación, dominio y en 
la continuidad de un profundo racismo. Elementos consolidados sobre 
todo con la noción de modernidad y progreso que se generó durante los 
gobiernos liberales que se desarrollaron en el siglo xix. 

En Argentina, Brasil, Uruguay, Chile y México se efectuaron de ma-
nera sobresaliente acciones de despojo de tierras a pueblos indígenas, en 
las que se buscaba desamortizar esas áreas “desérticas” y “vacías” para 
incorporarlas a la lógica capitalista. En el siglo xx, las dos guerras mun-
diales y la necesidad de ampliar la frontera agrícola y de extracción de 
recursos naturales (Ceceña 2001) ocasionaron una fuerte presión sobre 
las regiones de refugio de los pueblos indígenas (Hunt 1969). Es así que 
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en la práctica se están generando múltiples conflictos socioambienta-
les, en los que cada año son asesinados los custodios de la naturaleza 
y de sus comunidades.

El organismo no gubernamental (ong) denominado Global Wit-
ness lleva un recuento de las víctimas en la defensa del medio ambien-
te y la violación de derechos humanos hacia los defensores ambientales 
desde hace más de 20 años. América Latina es una de las regiones más 
violentas. Brasil encabeza el número de víctimas en defensa de la selva 
amazónica, el bosque de El Cerrado y contra los proyectos de infraes-
tructura hidráulica y de vías de comunicación, teniendo más de 331 
asesinados en el periodo de 2010-2018. A continuación sigue Colombia 
con 190 asesinados. El país más peligroso para los defensores de la natu-
raleza respecto al número total de pobladores es Honduras con 132 ac-
tivistas asesinados. Sigue México con 65 víctimas. En total, desde 2010 
hasta 2018, 849 ambientalistas han sido asesinados en América Latina. 

El resumen con el total de las víctimas de la violencia ambiental 
puede observarse en la tabla 1.

Tabla 1. Víctimas de la violencia contra los defensores ambientales 
en América Latina (2010-2018)

País 2010-2015 2016 2017 2018 Total

Argentina 0 0 2 0 2
Brasil 205 49 57 20 331
Colombia 105 37 24 24 190
Costa Rica 0 0 0 0 0
Ecuador 0 0 0 0 0
El Salvador 0 0 0 0 0
Guatemala 30 6 3 16 55
Honduras 109 14 5 4 132
México 33 3 15 14 65
Nicaragua 0 11 4 0 15
Paraguay 0 0 0 0 0
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Tabla 1. Víctimas de la violencia contra los defensores ambientales 
en América Latina (2010-2018)

País 2010-2015 2016 2017 2018 Total

Perú 50 2 2 0 54
República 
Dominicana 0 0 2 0 2

Venezuela 0 0 0 3 3

Fuente: Elaboración propia con datos de Global Witness (2016, 2017, 2018 y 2019).

La principal causa de los asesinatos de ambientalistas tiene que ver 
con el agronegocio. En 2017, casi 60% de los asesinatos a nivel global 
se efectuaron en América Latina (Global Witness Report 2018, 8). En 
el año 2018, Filipinas ocupó el primer lugar en el asesinato a ambien-
talistas con 30 casos. En América Latina, Colombia encabezó la lista 
con más de 24 muertes, seguido por Brasil con 20, Guatemala con 16 y 
México con 14. 

México tuvo un aumento significativo. Pasó de tres a 15 asesinatos 
en el periodo de 2016-2017, y en el año 2018 más de 14 activistas fue-
ron asesinados. Esto se debe fundamentalmente a la necesidad de los 
empresarios extractivistas de favorecer al desarrollo de sus emprendi-
mientos y al fuerte temor que, con la llegada en diciembre de 2018 del 
presidente López Obrador de centroizquierda, se pusieran límites a sus 
concesiones. Uno de los casos recientes que más conmocionó ocurrió 
en enero de 2019: Samir Flores, opositor al Proyecto Integral Morelos, 
fue asesinado afuera de su casa por haber participado en una protesta.



Alternativas ante el colapso

La ex primera ministra de Gran Bretaña, Margaret Thatcher, acuñó el 
concepto there is no alternative (tina) cuando los obreros y mineros in-
gleses criticaban las medidas draconianas que implicaban la aplicación 
del modelo económico neoliberal. Hace más de 30 años cayó el muro de 
Berlín y el bloque socialista. Después de aquello pareciera que no existe 
la posibilidad de imaginar o concebir alternativas al sistema capitalista 
en su vertiente neoliberal. En palabras del historiador Eric Hobsbawm, 
en América Latina surgió la primera revolución del siglo xxi en Chia-
pas. El ezln tomó seis cabeceras municipales de ese estado el 1 de enero 
de 1994. El zapatismo cuestionó de manera decidida las supuestas bon-
dades de la apertura comercial, ya que aquel día entró en operaciones el 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte (tlcan), firmado por 
Canadá, Estados Unidos y México. En la práctica esta revuelta indígena 
cuestionó el modelo económico neoliberal y, en un proceso de autonomía 
de decenas de años, ha construido una alternativa al sistema capitalista, de 
la que hablaremos a profundidad posteriormente. 

La agroecología ha estado presente como ciencia, movimiento y 
práctica (Wezel et al. 2009) en las comunidades y pueblos latinoameri-
canos, y forma parte de la necesidad de cambiar el modelo agroindus-
trial consumidor de energía y materiales, que está llevando al planeta al 
colapso. La agricultura indígena tradicional forma parte de un abanico 
de herramientas que permiten generar alternativas que enfríen el plane-
ta. El papel de las mujeres en la práctica agroecológica es fundamental, 
no sólo como descubridoras de la agricultura, sino como guardianas de 
semillas y protectoras de la naturaleza (Mies y Shiva 2016). 
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Las propuestas del feminismo comunitario y popular han surgi-
do desde América Latina como una posibilidad de cambio a la cultura 
patriarcal, prácticas de dominación y explotación que lentamente van 
generando cambios en una sociedad que consideraba las propuestas 
feministas como marginales. Movimientos como el de la marea ver-
de en Argentina en contra de la violencia de las mujeres o en México el 
#NiUnaMás ante la magnitud de los feminicidios han efectuado un lla-
mado de atención no sólo a nivel de las redes sociales, sino que han 
marcado a una generación de mujeres en cuanto a la importancia de 
defender sus derechos. Se ha legislado y se tienen avances en una región 
dominada por la Iglesia católica conservadora y por las Iglesias bautistas 
evangélicas, que desarrollan narrativas fundamentalistas que favorecen 
la génesis de estados teocráticos; tal como lo demuestran los casos de 
Jair Bolsonaro en Brasil y de la golpista Jeanine Áñez en Bolivia, quie-
nes recibieron el decidido apoyo de grupos evangélicos que condenan 
la ideología de género. Sin embargo, en la región se nota un avance en la 
participación de las mujeres y en la lucha por la equidad e igualdad. 

Las políticas públicas en el neoliberalismo han estado marcadas 
por una estela de corrupción e impunidad. El combate a la pobreza, 
pensada más en términos del acceso de grandes capas de población al 
consumo, está generando una enorme cantidad de desechos y residuos 
en el subcontinente, lo que hace necesaria la presencia de un Estado 
fuerte que regule e intervenga para frenar los daños al ambiente. Existen 
experiencias en el subcontinente que nos hablan de la posibilidad de 
construir alternativas, de las cuales se describirán brevemente las más 
sobresalientes.

La educación es un referente en la necesidad de cambiar de pa-
radigma. La incorporación de aspectos de sustentabilidad al mapa cu-
rricular de educación básica, media y superior ha sido importante y 
fundamental, pero el desarrollo de análisis de coyuntura y autorrecono-
cimiento de la problemática que brinda la educación popular ambiental 
(Calixto 2010) permitiría la gestión de verdaderas sociedades sustenta-
bles. Al respecto, la experiencia cubana es sobresaliente, ya que es una 
comunidad de bajo consumo de energía y materiales. La reflexión de 
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nuestra propia realidad y del mundo en que se desarrolla ha dado paso 
a la construcción de una alternativa. Así, la comunidad, la organización 
productiva y las ong son entendidas como elementos en los que se 
centra la propuesta política de un proyecto alternativo, cuando se trata 
de una verdadera utopía, de una crítica al orden político establecido 
(Kraemer 1993).

Otro concepto en la generación de una alternativa es la propuesta 
de autonomía. De acuerdo con Boada, Toledo y Artis (2003), el autogo-
bierno, la autosuficiencia y la autonomía local y regional se construyen 
a partir del uso equitativo y adecuado de los recursos locales, es decir, 
de la adquisición correcta de las riquezas que potencialmente ofrece la 
naturaleza (Toledo 1997). Dicho de otro modo, sin la posibilidad de que 
los sujetos definan y construyan el tipo de desarrollo que quieren, las pro-
puestas de autonomía y autogestión no serán más que cascarones vacíos y 
mantendrán la marginación y pobreza. La autogestión y la autonomía no 
pueden ser una construcción endógena y autárquica, sino que, al contra-
rio, se tiene que consolidar una amplia gama de regiones que compartan 
las mismas condiciones para su impulso. Estas dos dimensiones permi-
ten una articulación entre los espacios comunitarios y regionales con 
instituciones, estructuras y mercados, lo que ayudaría a la complemen-
tación, en términos más justos y armónicos, entre los distintos procesos 
e intercambios productivos, políticos y culturales, evitando así que lo 
global absorba a lo local. Es decir, se propone una forma diferente de 
construir la globalización desde los espacios locales.

Este proceso de glocalidad no se puede llevar a cabo retomando 
ciertos conceptos ya superados, como la idea del desarrollo. Simplifican-
do el concepto, este sólo ha servido para la creación de puestos burocrá-
ticos, cuando se manejan principios que han dañado la autonomía y la 
libre determinación de los actores sociales. El desarrollo sólo ha servido 
para legitimar, mediante un discurso tecnocrático, la dominación de las 
naciones del tercer mundo y para jugar con la posibilidad de alcanzar a 
las naciones desarrolladas. Por lo tanto, es necesario deconstruir dicho 
concepto que tiene una variabilidad de dominación, entre dominados y 
dominadores (Scott 2000). Mientras no se clarifique este debate entre la 
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ontología del desarrollo y sus efectos devastadores en la naturaleza, el 
sueño del buen vivir será eso, un sueño, y continuará la búsqueda de esa 
quimera alternativa. 

De acuerdo con Santiago (2017), los elementos fundamentales de 
una alternativa son:
• Sujeto social, conjunto y organización
• Territorio y nuevos espacios
• Fuerza, conciencia de la información y conocimiento
• Práctica, trabajo local y trabajo colectivo
• Responsabilidad, autonomía y espacios de poder
• Resistencia y capacidad de construir soluciones propias
• Economía solidaria
• Convivencia, don y entrega 
• Cambio constante, nuevas relaciones, dignidad y justicia
• Diálogo y respeto
• Memoria histórica
• Redes y articulación
• Fuentes de energía
• La paz como objetivo de la construcción de un modelo alternativo.

La propuesta agroecológica está en primer término en la construc-
ción de las alternativas, y ha ido creciendo y tomando importancia a 
nivel mundial. 

La revolución agroecológica 
y la restauración metabólica

Las alternativas a la actual crisis civilizatoria, que nos está llevando al 
colapso, surgen en la elaboración de políticas como los derechos de la 
naturaleza y el buen vivir que altera la manera de cómo se relaciona 
el ser humano con la naturaleza. Desde aquí, la propuesta agroecológica 
se convierte en una estrategia de defensa territorial que incluye tanto 
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la posibilidad de la custodia colectiva del patrimonio biocultural de los 
pueblos como una respuesta adaptativa al cambio climático. 

Existen diversas respuestas que han tejido los campesinos ante 
el cambio climático (Ávila 2011b; Altieri y Nicholls 2013b) y que, de 
acuerdo con Gunderson (2000), van tejiendo procesos de resiliencia, 
entendida como “la capacidad de los sistemas socioecológicos (sse) 
para absorber perturbaciones sin cambiar de estado o fase”. Respecto 
al concepto de resiliencia social, según Maguire y Hagan (2007) “es la 
capacidad de los grupos sociales y las comunidades para recuperarse 
de las crisis o responder positivamente a ellas”.

Maclean, Cuthill y Ross (2014, 154) observan seis atributos fun-
damentales en el proceso de resiliencia social: el conocimiento, las ha-
bilidades, el aprendizaje, las redes comunitarias (personas, entorno e 
infraestructura comunitaria), la economía diversa e innovadora y la 
gobernabilidad.

Es así que la agroecología se ha convertido en una propuesta que 
permite una respuesta rápida y efectiva a los procesos de deterioro 
ambiental, aunado a su componente social desde los pueblos y comu-
nidades. América Latina es una de las regiones del mundo en la que 
se están desarrollando procesos de difusión y de masificación de la 
práctica agroecológica con más fuerza e interés. 

De acuerdo con Altieri (2002, 28):

La agroecología emerge como una disciplina que provee los principios 
ecológicos básicos sobre cómo estudiar, diseñar y manejar agroecosis-
temas que son productivos y a su vez conservadores de los recursos 
naturales y que además, son culturalmente sensibles y socialmente y 
económicamente viables.

Esta dimensión de la agricultura, en la que se tiene una perspectiva 
integral con diversos componentes sociales, culturales, ambientales, 
tecnológicos y económicos, permite que la agroecología se convier-
ta en un paradigma que, en palabras de Altieri y Toledo (2011), está 
generando una revolución agroecológica en América Latina. Miles 
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de campesinos e indígenas están abrazando este movimiento que se 
encuentra disputando otra forma de practicar la agricultura, sin el uso 
de pesticidas que contaminen el agua, el suelo y, por lo tanto, dañen el 
mundo de la vida.

La agroecología como proceso amigable de producción con la natu-
raleza ha quedado como una antítesis del proceso extractivista. De acuer-
do con Ávila (2012a), la agroecología es una estrategia para la defensa del 
territorio y realiza acciones en diversos niveles, entre las que sobresalen 
las siguientes:
• Favorece procesos de seguridad alimentaria mediante el impulso de 

la producción de alimentos básicos sobre los cultivos comerciales.
• Fomento a la diversidad biocultural, la conservación de las semillas 

y el resguardo a diversos sistemas de conocimientos. 
• Con la promoción de los procesos agroecológicos se permite el for-

talecimiento de la organización comunitaria y de los diversos sis-
temas de conocimientos rurales que han desarrollado por milenios 
los pueblos originarios y campesinos. 

• Los principios agroecológicos son la base para el desarrollo de pro-
puestas como el buen vivir, vivir bien o el estar bien, que rompen la 
perspectiva mercantilista. 

En México el conocimiento autóctono ha sido institucionalmen-
te negado. Mediante la participación de fundaciones norteamerica-
nas, como la Rockefeller y la Ford, se impuso una colonialidad en la 
práctica de la agricultura con la que se buscaba generar un proceso 
de ruptura con la tradición e insertar al sector agrícola en la moderni-
dad (Ávila et al. 2017). Sin embargo, la preeminencia de la agricultura 
campesina e indígena encabeza una agroecología campesina en la que 
más de la mitad de la superficie agrícola del país posee formas colecti-
vas de tenencia de la tierra, y el aporte que realizan a la alimentación 
de la población mexicana es significativa. Los agroecólogos custodian 
semillas, conocimientos y prácticas que fortalecen la gastronomía 
mexicana, que forma parte del patrimonio mundial de la humanidad 
(Ramírez y Tena 2016). 
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El maíz cuenta con 64 variedades en México (Ortega 2003), que 
equivale al 29% del total mundial; además, la región mesoamericana es 
centro de origen de diversas plantas cultivadas (maíz, tomate, cacao, 
chile, entre otras), lo que implica una enorme responsabilidad de con-
servar dicha herencia para la humanidad. La contaminación transgéni-
ca, fomentada dentro del neoliberalismo, ha generado movimientos de 
resistencia que se oponen a las semillas mejoradas artificialmente y que, 
a través de auténticas batallas en los tribunales, han permitido limitar 
su siembra y alcances. Sin embargo, la pérdida de diversidad en las par-
celas agrícolas se debe a la presencia de una política anticampesina que 
por más de 36 años ha devastado al campo mexicano y ha fomentado la 
siembra de cultivos comerciales de exportación hacia Estados Unidos, 
poniendo en riesgo la seguridad alimentaria de la población mexicana.

Es en este contexto que la propuesta agroecológica se ha convertido 
en una iniciativa de resistencia (Ávila 2007). Miles de campesinos conti-
núan con una práctica milenaria que sistematiza diversos saberes en el 
sistema milpa, en el que confluyen policultivos y pluriversos que mantie-
nen viva la esperanza campesina e indígena. No obstante, existen grandes 
dificultades, limitaciones y problemas. En la región más de 60% de los 
alimentos son producidos por campesinos e indígenas, y un enorme por-
centaje de ellos son realizados bajo tecnologías agroecológicas.

En el siglo xx, Centroamérica estuvo bajo la influencia de procesos 
revolucionarios, y al mismo tiempo sufrió golpes de Estado y dictaduras 
militares. La década de los ochenta fue testigo del surgimiento del mo-
vimiento campesino a campesino (Holt-Giménez 2008), el cual, en el 
marco de la revolución sandinista en Nicaragua, buscaba la transferen-
cia de tecnología agrícola apropiada. Las ong y organizaciones de la 
sociedad civil acompañaron los procesos de extensión agrícola en Gua-
temala, Honduras, El Salvador y Nicaragua que incorporaban técnicas 
agroecológicas y de conservación de suelos y agua. 

En el caso guatemalteco, la presencia de las comunidades indígenas 
en resistencia y su acervo cultural permitieron desarrollar diversas prác-
ticas agroecológicas que garantizaron la alimentación y resistencia de 
sus pueblos. La región andina es muy importante por su biodiversidad 
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y centro de origen de plantas cultivadas; la papa y otros tubérculos son 
una aportación calórica y de carbohidratos para la humanidad.

Colombia es un país que sufrió un conflicto armado de más de 50 
años, en el que el tejido social en el medio rural se dañó. Sin embargo, 
los contrastes entre los Andes, el Pacífico y la selva amazónica permi-
ten el desarrollo de diversos cultivos, los cuales se han desarrollado con 
prácticas agroecológicas. El café orgánico se ha extendido de manera 
significativa y domina amplias zonas de la geograf ía colombiana. Las 
prácticas agroecológicas en territorios indígenas resguardan la memoria 
biocultural y son un horizonte de creación de alternativas productivas. 

En este sentido, se han abierto procesos de formación, experimen-
tación y difusión de herramientas agroecológicas. La Vía Campesina, 
fundada en 1994, abrazó la agroecología como alternativa al mode-
lo hegemónico en la agricultura a través de la fundación del Instituto 
Agroecológico Latinoamericano (iala); esto en el marco de las protes-
tas contra la Organización Mundial de Comercio y la incorporación de 
la agricultura en la Ronda de Doha. En América Latina se tienen los 
siguientes centros de formación.
• iala Paulo Freire (Venezuela). Fue fundado en el año 2008 con el 

objetivo de formar alumnos entre la República Bolivariana de Ve-
nezuela y organizaciones internacionales como la Vía Campesina. 
Se encuentra en el estado de Bariñas en la región de Los Llanos. De 
acuerdo con iala Paulo Freire (2018):

El Instituto es un centro de educación universitaria que forma a estu-
diantes latinoamericanos y caribeños provenientes de la base de los 
movimientos campesinos, quienes al regreso a sus países, regiones y 
localidades de origen, contribuirán con el desarrollo endógeno, inte-
gral y agroecológico al tiempo que fortalecerán las luchas contra el 
neoliberalismo, los agronegocios, la dependencia en todas sus formas 
y la depredación ambiental. El trabajo está directamente orientado ha-
cia el logro de la soberanía alimentaria y la integración solidaria de 
los pueblos de América Latina, el Caribe y el mundo, en el marco de 
la Alternativa Bolivariana de los Pueblos de Nuestra América (alba).
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• iala María Cano (Colombia). La Coordinadora Latinoamericana 
de Organizaciones del Campo (cloc), que pertenece a la Vía Cam-
pesina, tomó la decisión en el año 2012, junto con la Federación 
Nacional Sindical Unitaria Agropecuaria (Fensuagro), de crear una 
universidad que respondiera a la realidad del campo colombiano. 

• iala Guaraní (Paraguay). El iala es creado por la Organización de 
Mujeres Campesinas e Indígenas Conamuri, Movimiento Campe-
sino Paraguayo (mcp), Mesa Coordinadora Nacional de Organiza-
ciones Campesinas (mcnoc), Organización de Lucha por la Tierra 
(olt), Federación Nacional Campesina (fnc) y Organización Na-
cional de Aborígenes Independientes (onai). Estas organizaciones 
forman parte de la cloc-Vía campesina. 

• iala Amazónico (Brasil). Fue fundado en 2009, y forma parte de 
Vía Campesina y cloc, con el objetivo de fortalecer a las organiza-
ciones campesinas y el intercambio de experiéncias agroecológicas 
exitosas. Está localizado en un área de 25 hectáreas, en el munici-
pio de Parauapebas, Pará.

• elaa (Brasil). El 27 de agosto de 2005 fue fundada la Escuela Lati-
noamericana de Agroecología (elaa), fruto de una iniciativa entre 
la Vía Campesina, el gobierno estatal de Paraná, el Instituto Fede-
ral de Paraná (ifpr) y el gobierno de Venezuela. En este instituto 
se han formado tecnólogos brasileños, paraguayos, ecuatorianos y 
dominicanos. 

• Unicam (Argentina). La Universidad Campesina (Unicam), ubicada 
en el norte del país austral, se creó con base en la experiencia del 
Movimiento Campesino de Santiago del Estero (Mocase), con la fi-
nalidad de que fuera un espacio de confluencia entre diversas expe-
riencias y de análisis de la realidad productiva, técnica, económica y 
social de los territorios de influencia. De acuerdo con Mocase (2018):

La Unicam Suri cuenta con un espacio de producción animal y un 
espacio de producción vegetal los cuales sirven como autosustento y 
para el intercambio con las comunidades campesinas cercanas. Tam-
bién funciona un espacio de niños dedicado al cuidado y proceso pe-
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dagógico de los niños y niñas, la radio comunitaria FM Suri Manta 
89.9, el espacio de la cocina y un espacio de construcción dedicada a 
culminar las obras edilicias, como aljibes, aulas y dormitorios.

• iala Mesoamérica. El iala se fundó en Nicaragua en el año 2017, 
con el respaldo de organizaciones sociales y cooperativas, entre 
las que sobresale la Asociación de Trabajadores del Campo (atc), 
de la cual forman parte más de 80 000 trabajadores con presencia 
a nivel nacional, y la Unión Nacional Agropecuaria de Producto-
res Asociados (Unapa). Se ha impulsado la difusión de la práctica 
agroecológica en Mesoamérica. Mediante una comisión nacional 
de agroecología se logró la difusión de las tecnologías agroecológi-
cas, lo que ha permitido tener un alcance territorial que ha llegado 
a centenas de familias. Además, se ha creado un directorio de pro-
ductores de familiares que, basados en la experiencia histórica del 
proceso de campesino a campesino, ha permitido multiplicar las 
experiencias a nivel regional.

La creación de los iala ha sido una experiencia significativa de 
educación desde las bases. Se cuenta con una pedagogía crítica y la exis-
tencia de un programa educativo basado en la realidad de los produc-
tores latinoamericanos. Asimismo, ahí se forman generaciones de hijos 
de campesinos que revitalizan los conocimientos tradicionales y dan la 
oportunidad de impulsar procesos de recampesinización.

La agroecología en el neoliberalismo 

La agroecología ha encontrado fuertes resistencias a su implementación 
dentro de los regímenes neoliberales en América Latina. Como obser-
vamos anteriormente, el ascenso de los gobiernos progresistas a inicios 
del siglo xxi generó políticas duales que continuaban con la perspectiva 
extractivista apoyando al agronegocio, pero al mismo tiempo crearon 
secretarías o dependencias que favorecieron procesos agroecológicos. 
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En países en los que el neoliberalismo continuó siendo hegemónico, 
como fue el caso de México, se observaron procesos significativos de 
resistencia desde la práctica agroecológica, pese a la existencia de una 
política profundamente privatizadora de lo rural. La agricultura practi-
cada por miles de campesinos e indígenas se convirtió en un oasis para 
el desarrollo de la agroecología. En estados como Chiapas, Oaxaca, 
Guerrero, Michoacán, Jalisco y Yucatán se avanzó en la consolidación 
de dicha propuesta. Miles de promotores comunitarios impulsados por 
las mismas organizaciones sociales, campesinas e indígenas han abrazado 
el horizonte agroecológico. Se han generado procesos de formación 
de promotores. La más importante de todas por su alcance y magnitud, 
tiene que ver con el proceso desarrollado por las comunidades zapatis-
tas, que abarca de manera decidida la geograf ía de amplias regiones de 
Chiapas (Ávila 2002). Esta experiencia por su alcance e importancia será 
tratada en un análisis posterior. 

La construcción de la agroecología entre las organizaciones socia-
les, campesinas e indígenas se ha dado de forma heterogénea. En un 
primer término, hay que ubicar la continuidad histórica entre las formas 
de producir de los pueblos indígenas y su coevolución con el acompaña-
miento de ong y técnicos agrícolas, los cuales han influido de manera 
decidida en el cambio productivo. 

Es así que en México, en amplias zonas de la sierra totonaca de 
Veracruz, la presencia de las escuelas campesinas o casas Chapingo han 
impulsado procesos de desarrollo agroecológico que han logrado gene-
rar alternativas a la presencia del narcotráfico y la violencia que genera 
(Martínez, Mata y González 2017). Las escuelas y universidades campe-
sinas generadas desde las comunidades, han permitido crear un hori-
zonte agroecológico en contraposición al modelo hegemónico agroin-
dustrial, que requiere grandes superficies y energía. 

En Oaxaca, las experiencias de múltiples organizaciones de pro-
ductores, como la Coordinadora Estatal de Productores de Café Orgá-
nico de Oaxaca (Cepco), la Unión de Pueblos Mancomunados, la Unión 
Zapoteca Chinanteca (Uzachi) y Maderas del Pueblo en los Chimalapas, 
permiten tener experiencias prácticas de ruptura de la tendencia domi-
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nante de descampesinización en el medio rural, y tejen alternativas que 
caminan en el sureste mexicano. 

En Chiapas se tienen diversas experiencias que han impulsado la 
agroecología. Entre ellas sobresalen la Universidad de la Tierra-Cideci 
(actual Caracol Jacinto Canek del ezln), la ong Enlace en conjunción 
con la Asociación Rural de Interés Colectivo (aric) independiente en las 
cañadas de la Selva Lacandona, la Universidad Multicultural Emiliano 
Zapata y el Centro de Formación Agroecológica de la Coordinadora Na-
cional Plan de Ayala (cnpa) en el municipio de La Trinitaria. 

En la península de Yucatán existen experiencias muy interesantes 
desarrolladas por los indígenas mayas, quienes han encabezado una re-
sistencia muy fuerte contra la soya transgénica. El centro agroecológico 
de Maní reivindica el patrimonio biocultural maya en contraposición a 
la quema de códices que se realizó en la era del oscurantismo colonial en 
dicho lugar. 

Existen más experiencias en Quintana Roo, Tabasco, Hidalgo, 
Michoacán, Nayarit, entre otros estados, cuyas comunidades reivin-
dican el quehacer agroecológico como alternativa ante el paradigma 
dominante de la agricultura química, convencional, artificial, envene-
nadora de ríos, aguas y suelos, que obviamente pone en riesgo la salud 
de los seres humanos. 

La implementación de las propuestas agroecológicas ha ido más allá 
de la inserción en los mercados de calidad, de lo orgánico o de comercio 
justo; todos ellos en sus diversas variantes y gamas que lo han ido desva-
neciendo en su potencial en el mercado mundial. Cada vez más empre-
sas trasnacionales han maquillado el mundo bio-, con su consecuente 
proceso de concentración y erosión de sistemas campesinos e indígenas.

La agroecología va a la par de la aparición de posturas éticas de 
comercialización y la potencial huella ecológica del transporte de los 
productos, lo que ha ocasionado no sólo el desarrollo de la agroecología 
en comunidades rurales o urbanas, sino también el fortalecimiento de 
plazas campesinas y el surgimiento de tianguis agroecológicos. En es-
tos pequeños mercados se ha dejado de lado la postura de pensar a los 
productos sanos y saludables como exclusivamente accesibles a perso-
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nas de altos ingresos, y se ha permitido la democratización del proceso. 
Aunque han existido dificultades, problemas y fracasos, también existen 
muchos casos ejemplares que han desarrollado formas de autogestión y 
sostenibilidad con el paso del tiempo. 

En Guatemala se vienen desarrollando procesos de agroecología im-
pulsados por las organizaciones articuladas a la Vía Campesina, el Co-
mité de Unidad Campesina (cuc) y las comunidades en resistencia. En 
zonas del altiplano guatemalteco, en el Valle de Xelaju (Quetzaltenango 
y Totonicapán), se han impulsado también procesos agroecológicos. En 
el departamento de San Marcos, con la participación de la Pastoral de la 
Tierra, se han efectuado procesos de defensa territorial y se ha logrado 
detener las consultas amañadas por la industria minera. En la selva de 
Petén el avance de la palma de aceite y de la soya ha generado procesos 
de simplificación del ecosistema, pérdida de diversidad biológica y un 
proceso de acaparamiento de tierras ligado a fuertes intereses territoria-
les. Se le ha denominado la ftn, que abarca los departamentos de Alta 
Verapaz, Cobán, Izabal y Petén (Solano 2015). Sin embargo, comunida-
des que se oponen a dicha práctica monocultural, impulsan procesos 
agroecológicos. 

En El Salvador se han desarrollado experiencias agroecológicas que 
han sido impulsadas por las organizaciones vinculadas a la Vía Campe-
sina. En Honduras, el golpe de Estado contra Manuel Zelaya en 2009 
afectó de manera decidida a las organizaciones campesinas, las cuales 
no sólo se enfrentaron al modelo extractivista en su fase de violación de 
derechos humanos y de pérdida de garantías individuales, sino también 
a una profunda sequía que ha dañado sus cultivos y ha generado una 
crisis humanitaria sin precedentes, lo que ha obligado a alrededor de 
10% de su población a migrar hacia Estados Unidos. 

La caída del muro de Berlín en 1989 llevó al colapso a la economía 
cubana. La producción agrícola en Cuba sufrió una fuerte disminución, 
que se basaba en el uso intensivo de energía y en la simplificación del 
agroecosistema. La isla cimentaba su intercambio comercial con los paí-
ses del bloque socialista, y su principal producto de exportación era el 
azúcar. Con la caída del muro se quedó sin compradores y se puso en 
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riesgo la sobrevivencia del modelo socialista. Sobrevino lo que se le de-
nominó el periodo especial, en el que se tuvieron que tomar una serie de 
medidas de austeridad. Ante la carencia de bienes de capital vino una ola 
de racionamientos y ahorros. Al final de la etapa, se generó un impulso 
a la eficiencia en diversas áreas gubernamentales. De esta manera, ante 
dicha crisis se impulsaron cambios a la agricultura cubana y se promo-
vieron propuestas agroecológicas con el desarrollo de organopónicos 
(producción de hortalizas en zonas urbanas) y el cambio de patrón de 
cultivos, que llevaron a la consolidación de la soberanía alimentaria. Tu-
vieron como aliados a la Asociación Nacional de Agricultores Pequeños 
(anap) y la Asociación Cubana de Técnicos Agrícolas y Forestales (ac-
taf), los cuales en todo momento apoyaron la difusión de la propuesta. 
De acuerdo con Ruiz (2013, 4):

Entre los pasos concretos tomados por el gobierno está la creación de 
276 centros para la reproducción de entomófagos y entomopatógenos 
(organismos que son enemigos naturales de las plagas), un Programa 
Nacional de Agricultura Urbana con 26 subprogramas que abarcan la 
producción de hortalizas, plantas medicinales, condimentos, granos, 
frutas y crianza de animales (gallinas, conejos, ovejas, cabras, cerdos, 
abejas y peces) que son desarrollados en todo el país, y un programa 
para la promoción de la agricultura ecológica en el seno de la Asocia-
ción Nacional de Agricultores Pequeños (anap). 

El caso de los organopónicos (huertos urbanos) en las ciudades cu-
banas, ha sido analizado por su potencial de generar alimentos para la 
población, garantizar procesos de soberanía alimentaria y por generar 
empleo permanente, sobre todo entre las mujeres. El caso de la Unidad 
Básica de Producción Cooperativa Organopónico Vivero Alamar, que 
fue creada en 1997, combina la producción agrícola y pecuaria tomando 
en cuenta la sustentabilidad. Aquí trabajan más de 141 hombres, 45 mu-
jeres y más de 65 adultos mayores (Naranjo 2013). Dentro de sus impac-
tos ambientales se ha recuperado un terreno de más de 10 hectáreas en el 
que se tiraban escombros y se absorben más de 5.5 toneladas de carbono. 
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De acuerdo con Rosset et al. (2011), las prácticas agroecológicas se 
ampliaron entre un tercio y la mitad de todas las familias campesinas de 
la isla. Es así que la agroecología en Cuba se convirtió en una alternativa 
para la generación de alimentos para la población. Otra alternativa inte-
resante es la que se ha venido construyendo en Chiapas desde hace más 
de 26 años, la cual se explica a continuación. 

Las Juntas de Buen Gobierno en Chiapas 

El 1 de enero de 1994 en Chiapas, el ezln tomó militarmente seis cabe-
ceras municipales y publicó la Primera declaración de la Selva Lacan-
dona, en la cual plantearon los motivos históricos de su alzamiento y 
sus principales demandas: trabajo, tierra, justicia, libertad, democracia, 
alimentación, techo, paz, salud, educación e independencia (Ferreyra 
2017).

Gracias a la intervención de la sociedad civil solicitando la paz y el 
cese al fuego, se logró un armisticio después de doce días de combate. 
Iniciaron rondas de diálogo, las cuales permitieron a los zapatistas 
consolidar un avance territorial y conservar un área de influencia en 
aproximadamente la mitad de la superficie del estado de Chiapas 
(Montemayor 1997). 

El 19 de diciembre de 1994, el ezln lanzó una ofensiva político-mi-
litar en la que se proclamaron los Municipios Autónomos Rebeldes Za-
patistas (Marez). Aquel día se declararon 38 municipios autónomos en 
las regiones Norte, Selva, Altos, Sierra y Costa, así como en los mu-
nicipios colindantes de Tabasco. Esta acción pasó de ser una organi-
zación político militar preparada para la guerra a la conformación de 
una agrupación social con un manejo territorial, lo cual coadyuvó a la 
construcción de un proceso autonómico que no fue reconocido por el 
Estado mexicano (López y Millán 1998). La estructura de los Marez se 
conformó de manera particular de acuerdo con la tradición y la capaci-
dad organizativa que construyeron las comunidades de cada región. Es 
importante recalcar que algunos llegaron a desarrollar una fuerte orga-
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nización paralela que le disputó al gobierno el control territorial, y otros 
tenían una organización muy incipiente que estaba expuesta a la presión 
militar y paramilitar, lo cual dificultaba su consolidación (Ávila 2007). 

La implementación de los Marez permitió el desarrollo de una nue-
va forma de ejercer la autonomía, la cual tiene muchas variantes. Se po-
drían resumir dos grandes frases que encabezan los caracoles o sedes de 
las Juntas de Buen Gobierno (jbg) actualmente: a) aquí manda el pueblo 
y el gobierno obedece, y b) para todos todo, nada para nosotros. En la 
práctica el gobierno autónomo se convirtió en un referente respecto a 
los otros procesos legales e institucionales planteados por los gobiernos 
estatal y federal. 

En febrero de 1995, el gobierno federal, encabezado por Ernesto 
Zedillo (1994-2000), lanzó una ofensiva militar sobre el territorio zapa-
tista. El subcomandante insurgente Marcos estuvo a punto de ser cap-
turado y, desde entonces, se mantiene una fuerte presencia castrense 
en el territorio zapatista. Por iniciativa del Congreso de la Unión, a tra-
vés de la Comisión de Concordia y Pacificación (Cocopa), se efectua-
ron reuniones de acercamiento entre las partes, que fueron celebradas 
en la comunidad de San Miguel en las cercanías de Aguascalientes de 
la Garrucha, en las cañadas de la Selva Lacandona. Producto de estas 
reuniones y con la intermediación de la Cocopa, se efectuaron mesas 
de trabajo en las que se abordaron diversos temas que se desarrolla-
ron en la comunidad indígena de Los Altos de Chiapas, San Andrés 
Larráinzar. 

En primer término, se llevó a cabo la Mesa sobre Derechos y Cul-
tura Indígenas, en la que representantes del ezln y del gobierno federal 
dialogaron sobre dicha temática. El 16 de febrero de 1996 se firmaron los 
Acuerdos de San Andrés, los cuales son producto de la negociación. Se 
generó lo que se denominó la Ley Cocopa, que mediaba entre las posturas 
encontradas de las dos partes. Sin embargo, a la hora de turnar la iniciati-
va al Congreso de la Unión, el secretario de Gobernación, Emilio Chauy-
fett, mencionó que firmó los Acuerdos de San Andrés bajo los efectos del 
alcohol, y ante el incumplimiento de la palabra por parte del gobierno 
federal, se suspendió la negociación de las otras mesas de trabajo.
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Los diputados conservadores, sobre todo de la derecha represen-
tada por el Partido Acción Nacional (pan), comenzaron una campaña 
racista y de denostación del gobierno tradicional indígena electo bajo los 
usos y costumbres. Se fomentó una campaña de odio y racismo contra 
las prácticas indígenas, se simplificó el sistema de derecho consuetu-
dinario de los pueblos originarios y se denigró la vestimenta y el uso 
de la lengua vernácula. En síntesis, evidenció el racismo presente en la 
sociedad mexicana.

Los puntos fundamentales de desacuerdo tienen que ver con la in-
clusión de los indígenas como sujetos públicos de derecho –en la pro-
puesta gubernamental aparecen como objetos–, la cuestión territorial de 
uso, acceso y disfrute de los recursos naturales, y la manera de organizarse 
para el desarrollo de su cultura, educación, derechos y procesos políticos. 

El 22 de diciembre de 1997 en la comunidad de Acteal, en Los Altos 
de Chiapas, se llevó a cabo un operativo por parte de un grupo paramili-
tar que fue entrenado por el ejército mexicano. Cuarenta y cinco perso-
nas fueron asesinadas, la mayoría mujeres y niños. En ese momento en 
todo Chiapas existían más de 20 000 desplazados por motivos políticos 
militares; la mayor parte de ellos eran bases de apoyo zapatistas. 

En 1998 el gobierno federal realizó diversos operativos político-mi-
litares, con los cuales se desarticularon cuatro municipios autónomos 
zapatistas: 1) Tierra y Libertad, en el que el ejército federal tomó con 
sangre y fuego la comunidad de Amparo Aguatinta en la zona fronteriza 
de la selva; 2) el municipio autónomo de Ricardo Flores Magón, ubica-
do en la comunidad de Taniperla en el corazón de la Selva Lacandona; 
3) Los Altos de Chiapas, donde se enfrentaron insurgentes del ezln y 
el ejército federal mexicano en la comunidad de Chavajeval (posterior 
a los operativos realizados por el gobierno en la comunidad de Álvaro 
Obregón, en los que se efectuaron asesinatos contra simpatizantes zapa-
tistas en Los Plátanos); y 4) la cabecera municipal autónoma de San Juan 
de la Libertad, en el municipio de El Bosque, donde también se llevó a 
cabo un operativo militar el 10 de junio de 1998 (fecha simbólica en la 
que en el año 1971 fueron reprimidos y masacrados estudiantes en una 
manifestación pacífica en la Ciudad de México). Esta ofensiva policía-
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co-militar generó un fuerte llamado de atención de la sociedad civil na-
cional e internacional. Se realizaron movilizaciones en varias partes del 
planeta y la resistencia de los zapatistas, ante el embate policíaco-militar, 
fortaleció su proceso de organización (Fernández 2003).

Ante el fracaso de la represión abierta por medio de la utilización 
del ejército, el gobierno cambió la estrategia de presión sobre los muni-
cipios autónomos. De esta manera, pasó a una estrategia de corte con-
trainsurgente que se basa en “secar el mar para ahogar al pez”, es decir, el 
aislamiento político-militar del grupo rebelde. Además, desde una pers-
pectiva de arrasamiento comunitario, fomentó el uso de grupos parami-
litares que operaron en los Altos y Norte de Chiapas, hecho que generó 
más de 50 000 personas desplazadas de sus comunidades de origen. 

La firma del Tratado de Libre Comercio con la Unión Europea 
(tlcue), y su cláusula democrática en la que el gobierno de México se 
comprometió a respetar los derechos humanos, obligó al expresidente 
Ernesto Zedillo a cuidar las formas y continuar con la militarización 
del sureste mexicano. En el año 2000 una tercera parte de los efectivos 
militares totales del ejército federal se ubicaban en Chiapas. A lo largo 
de todo el estado se contó con diversos puntos de control, en el que las 
bases de operaciones mixtas (bom) generaban un continuo acoso y ase-
dio hacia las bases de apoyo de las comunidades zapatistas. 

En el año 2000 existió un profundo desgaste de los métodos tra-
dicionales de control político del Partido Revolucionario Institucional 
(pri), y en las elecciones presidenciales del mismo año fue elegido Vi-
cente Fox Quesada, candidato del pan. Durante la campaña, Fox men-
cionó que “el problema de Chiapas se resuelve en quince minutos”.

Con la llegada de Vicente Fox Quesada (2000-2006) a la presidencia 
de la república y el cumplimiento de las condiciones para el diálogo, que 
implicó el retiro de bases militares en las cercanías de comunidades em-
blemáticas del movimiento zapatista y el envío al Congreso de la Unión 
de la Ley Cocopa sobre derechos y cultura indígena, se perfiló un hori-
zonte para un posible acuerdo de paz. 

La iniciativa de la Marcha del Color de la Tierra, que se celebró en el 
año 2001, recorrió los estados del sur, sureste y centro de la república, y 
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finalizó con un acto multitudinario en el Zócalo de la Ciudad de México. 
Se reforzó el planteamiento del reconocimiento de los derechos indíge-
nas y le correspondió a la comandante Esther defender ante la tribuna 
del Congreso de la Unión la propuesta de la Ley Cocopa. Sin embargo, 
pudo más la prevalencia de un racismo criollo y la blanquitud, y se apro-
bó una propuesta de ley de derechos y cultura indígena que no cumplió 
con las expectativas que esperaban los zapatistas y los pueblos indígenas. 

Esto llevo al ezln a replantearse la relación con el gobierno, así 
como a suspender el diálogo con el gobierno federal. En la práctica, las 
comunidades y pueblos zapatistas pasaron por un proceso de encerra-
miento, en el cual decidieron profundizar su proceso autonómico.

En 1998, en los talleres de formación agroecológica en Aguasca-
lientes de Roberto Barrios, se desarrolló un plan de desarrollo agrario en 
el que participaron promotores, autoridades municipales y regionales 
autónomas. Este fue un paso más en la construcción de líneas estraté-
gicas de trabajo que llevó a la gestión de procesos autonómicos de corte 
productivo (Ávila 2007). 

En Aguascalientes de la Realidad, desde el año 2001 se creó una 
asociación de municipios autónomos, los cuales trabajaron de manera 
conjunta proyectos y toma de decisiones. Se realizaron talleres con re-
presentantes de los diversos municipios y se construyó un plan partici-
pativo para toda la zona de influencia zapatista, en el que se esbozó una 
serie de procesos estratégicos para la autonomía, entre los que sobresa-
len educación, salud, producción, comercialización, derechos humanos 
y medios de comunicación. Esta experiencia regional fue la base de lo 
que posteriormente se convirtió en las jbg, las cuales emergieron el 9 de 
agosto de 2003 durante un acto político en el que se les cambió el nom-
bre de Aguascalientes por caracoles. 

De acuerdo con Cerda (2011, 147):

Las jbg […] de estos 5 caracoles llevan a cabo para sí la revocación de 
mandato, pues quienes no cumplen bien sus funciones son removidos 
por las comunidades, además el cargo es rotativo y no tiene remune-
ración, ya que es concebido como un trabajo y beneficio colectivo […] 
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Éste órgano (jbg) son […] una instancia colectiva en donde sus inte-
grantes se rotan semanalmente […] permanecen de domingo a domin-
go y enseguida regresan a sus municipios y comunidades de origen de 
las autoridades; y vuelven […] al cabo de tres o cuatro semanas. Este 
mecanismo de representación se origina a partir de que las distintas co-
munidades de un municipio nombran el Consejo Autónomo del muni-
cipio y a sus distintos representantes en las comisiones municipales. A 
su vez, los integrantes del Consejo de cada municipio se organizan por 
turnos de modo que se pueda garantizar su participación permanente.

Existen diversas explicaciones sobre las causas que obligaron a los 
zapatistas a crear las jbg. Según Estrada (2006, 52):

La creación de las Juntas de Buen Gobierno supone un esfuerzo por 
reorganizar las bases de apoyo en una situación de crisis y desarticula-
ción del neozapatismo. Esto implica dos cosas: 1) la voluntad de llevar 
a cabo una estrategia política interna para cohesionar y coordinar al 
zapatismo regional bajo una autoridad civil común supra-comunitaria 
en vista a mantener la “resistencia” de una manera más disciplinada 
y 2) la redefinición de las relaciones del zapatismo con comunidades, 
organizaciones campesinas y políticas y el gobierno del estado.

Existen también diversos motivos por los cuales se crearon los ca-
racoles. De acuerdo con Díaz-Polanco (2006, 44):

Los zapatistas colocan un nuevo escaño a sus empeños por construir 
el autogobierno. La jugada es evaluación autocrítica de los derroteros 
que ha seguido la autonomía en los “municipios autónomos en rebel-
día” y al mismo tiempo, búsqueda de formas superiores de organiza-
ción que permitan afianzar el proyecto de emancipación.

La creación de las jbg en Chiapas desató una polémica en dos as-
pectos básicos: 1) la cuestión territorial y 2) la posibilidad de construir 
formas alternas de contrapoder a los mecanismos institucionales de 
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control político. Por un lado, los teóricos de derecha plantearon la hi-
pótesis de la secesión territorial, la creación de la “república hermana 
de los caracoles”, y se magnificó este hecho para generar una contrapo-
sición a la causa zapatista. Cabe resaltar que en todo momento el ezln 
ha reclamado ser parte de la nación mexicana, y por lo tanto piden su 
inclusión en la misma bajo nuevas condiciones.

En lo concerniente a la creación del poder popular, surgido desde y 
para el pueblo, la generación de las jbg sitúa al neozapatismo como ge-
nerador de una nueva forma de gobierno alternativa en territorio mexi-
cano, es decir, se plantea por la vía de los hechos la construcción de la 
autonomía indígena.

Las jbg (ezln 2003) surgen con el propósito de:
• Tratar de contrarrestar el desequilibrio en el desarrollo de los mu-

nicipios autónomos y de las comunidades. 
• Mediar en los conflictos que pudieran presentarse entre muni-

cipios autónomos, y entre municipios autónomos y municipios 
gubernamentales. 

• Atender las denuncias contra los Consejos Autónomos por violacio-
nes a los derechos humanos, protestas e inconformidades, investigar 
su veracidad, ordenar a los Consejos Autónomos Rebeldes Zapatis-
tas la corrección de estos errores, y para vigilar su cumplimiento.

• Vigilar la realización de proyectos y tareas comunitarias en los Mu-
nicipios Autónomos Rebeldes Zapatistas, cuidando que se cum-
plan los tiempos y formas acordados por las comunidades; y para 
promover el apoyo a proyectos comunitarios en los Municipios 
Autónomos Rebeldes Zapatistas. 

• Vigilar el cumplimiento de las leyes que, de común acuerdo con las 
comunidades, funcionen en los Municipios Rebeldes Zapatistas. 

• Atender y guiar a la sociedad civil nacional e internacional para vi-
sitar comunidades, llevar adelante proyectos productivos, instalar 
campamentos de paz, realizar investigaciones, y cualquier activi-
dad permitida en beneficio de las comunidades rebeldes. 

• Promover y aprobar, de común acuerdo con el ccria-cg del ezln, 
la participación de compañeros y compañeras de los Municipios 
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Autónomos Rebeldes Zapatistas en actividades o eventos fuera de 
las comunidades rebeldes; y para elegir y preparar a esos compañe-
ros y compañeras. 

• En suma, para cuidar que en territorio rebelde zapatista el que 
mande lo haga obedeciendo, se constituirán, el 9 de agosto de 2003, 
las llamadas Juntas de Buen Gobierno (JBG).

Las jbg han impulsado diversas tareas en sus correspondientes 
áreas de trabajo, entre las que sobresalen la educación, la producción, 
la comercialización, la salud y la consolidación de la institucionalización 
de sus propias formas de gobierno. Es en los ámbitos de educación, sa-
lud y agroecología donde se han logrado consolidar de mejor manera. 
Esto a pesar de las fuertes dificultades que se han presentado debido a 
la falta de recursos económicos, políticos y sociales; así como también 
al predominio de una estrategia de guerra de baja intensidad por parte 
del gobierno federal.

Esta experiencia organizativa se convierte en alternativa cuando se 
ven sus alcances, los cuales van más allá de lo regional. En la práctica, 
los zapatistas generaron comunalidad, es decir, la defensa de un espacio, 
de un territorio en el que conservan tradiciones, semillas y cultura, y se 
oponen al proceso de modernización en su vertiente de apertura comer-
cial neoliberal. 

Una de las grandes aportaciones del zapatismo ha sido la cons-
trucción de otra forma de gobierno, las consignas en torno al “mandar 
obedeciendo”, “aquí el pueblo manda y el gobierno obedece”, bajo los 
principios de horizontalidad, rotación y revocación del mandato. Pri-
meramente, hay que aclarar sobre la forma de gobierno de los pueblos 
zapatistas que se basan en la libre elección. El gobierno tradicional indí-
gena, que viene desde tiempos precoloniales, se basa en una organiza-
ción donde lo importante es caminar por consenso, es decir, no se busca 
vencer o dominar, sino convencer a los compañeros sobre la decisión 
que se tiene que dar de manera colectiva (Speed 2007).

Cada pueblo, localidad, barrio o comunidad se organiza mediante 
la asamblea o reunión general de todos los miembros. En estas asam-
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bleas participan hombres, mujeres y niños. Se eligen representantes que 
fungen en diversos cargos, ya sea de la comunidad, de salud, de educa-
ción, agrario, de justicia, entre otros. Dichos representantes pueden ser 
postulados para pertenecer a un Marez, y también en la Asamblea Ge-
neral de Pueblos y Comunidades del Caracol al que pertenecen, pueden 
ser seleccionados para estar en la jbg. Los miembros de la jbg pueden 
estar en el puesto de seis meses a un año. Normalmente se quedan a 
dormir en el caracol respectivo, no perciben salario y los pueblos y co-
munidades apoyan su alimentación. El cargo es rotacional, es decir, no 
pueden permanecer de manera indefinida, lo que lleva a un continuo 
aprendizaje entre los miembros y genera un proceso de toma de con-
ciencia y responsabilidad política (Ávila 2018). 

Otro de los aspectos fundamentales que tiene que ver con el go-
bierno autónomo es la ejecución de los apoyos solidarios hacia las co-
munidades en resistencia. Anteriormente, en el periodo 1998-2003 los 
apoyos se centralizaban en los Aguascalientes (hoy caracoles), benefi-
ciando a las comunidades más cercanas a ellos y dejando de lado a los 
Marez que se encontraban más retirados. Este esquema de distribución 
generaba inconformidades y molestias, por lo que actualmente la jbg 
concentra el apoyo solidario para proyectos educativos, de salud, de 
producción, de acompañamiento en derechos humanos, entre otros. En 
la jbg de manera colectiva se va tomando la decisión de cuál es la loca-
lidad o comunidad en la que se requiere la presencia de la solidaridad 
nacional e internacional de manera más urgente. 

Los procesos educativos con promotores comunitarios en diversas 
áreas, como educación, salud y agroecología, han permitido construir 
el proceso autonómico desde la praxis. Centenas de jóvenes han sido 
formados en “otra educación”, con la que se han roto paradigmas tradi-
cionales, esquemas clásicos, y han retomado su cultura, su historia, sus 
conocimientos y saberes. El caminar de esta práctica educativa no ha 
sido sencilla. La complejidad de florecer como servidores de los pue-
blos sin percibir salario, por conciencia política y espíritu comunitario, 
sumado a una feroz guerra de contrainsurgencia (implementada bajo el 
Plan Chiapas diseñado por el comando sur del ejército norteamericano), 
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ha hecho que la resistencia y tenacidad en estos 26 años de vida pública de 
los neozapatistas sea digna de toda admiración y ejemplo para las demás 
luchas contra el neoliberalismo y por la humanidad.

La propuesta neozapatista ha sido encasillada en un discurso antisis-
tema, lo que ha limitado su reproducción en otras partes de México. Sin 
embargo, desde la creación del Congreso Nacional Indígena (cni) en 1996, 
hay pueblos, comunidades y luchas que comparten la defensa de la madre 
tierra y los territorios. En ese sentido, de manera radical se han opuesto 
a la implementación de megaproyectos que generan sensibles perjuicios 
al ambiente y al modo de vida campesino-indígena, por lo que son críti-
cos de los megaproyectos impulsados por la administración del presidente 
Andrés Manuel López Obrador, entre los que sobresale la propuesta del 
tren maya por su impacto en el último relicto de selva tropical y en el buen 
vivir de los pueblos indígenas (Chavarría 2019; Gómez 2019). Es impor-
tante resaltar diversos ejercicios de gobierno en los que se han sentado las 
bases de una posible alternativa ante al colapso socioambiental. 

El diseño de políticas públicas 
con la naturaleza

En América Latina existen diversas experiencias locales que han cons-
truido políticas públicas con la naturaleza. Los ejemplos más significati-
vos son los cambios constitucionales que se dieron en Bolivia, Ecuador 
y Venezuela. La creación de las leyes de “derechos de la madre tierra” o 
“derechos de la naturaleza” (Acosta y Martínez 2009) son una aporta-
ción a otra manera de cómo relacionarnos con la naturaleza. Son una 
forma de abandonar la perspectiva antropocéntrica, y construyen una 
nueva relación del ser humano con la madre tierra. 

A nivel de políticas públicas, el desarrollo de programas del buen 
vivir, en las que han participado El Salvador, Bolivia, Ecuador y Venezue-
la, es relevante. El surgimiento de la Secretaría de Bienestar en el nuevo 
gobierno federal en México da alicientes en el cambio de una perspecti-
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va basada en políticas generadas desde el Banco Mundial para controlar 
de forma corporativa la pobreza, a otra que se construirá con base en 
el fortalecimiento de ingresos y procesos productivos. Faltará observar 
si se cumple a cabalidad con los cambios en los programas sociales y se 
logra romper el modelo clientelar que profundiza la dependencia eco-
nómica. Además, en México existen cambios en las constituciones esta-
tales a nivel de gobiernos locales. Tal es el caso de Guerrero o la Ciudad 
de México, los cuales han incorporado esta perspectiva de los derechos 
de la naturaleza.

Existen experiencias que han desarrollado gobiernos estatales, de-
partamentales y municipales que se han convertido en una alternativa. 
Se han regulado procesos de contaminación y se han frenado procesos 
de degradación ambiental. Al mismo tiempo, se han impulsado proce-
sos socioambientales que se expresan en la posibilidad de cambio.

Una de las grandes aportaciones de la Revolución cubana de 1959 
es la construcción de una sociedad sustentable. Se disminuyó de manera 
significativa la extracción de materiales y energía. Sin embargo, Cuba 
no ha logrado superar el modelo extractivista; el gobierno cubano en 
asociación con empresas privadas impulsa inversiones en el sector pe-
trolero y minero. No obstante, los indicadores de salud y educación de 
los cubanos han contribuido a una cultura ambiental diferente, sobre 
todo en ciudades pequeñas y en el medio rural. Existen experiencias 
significativas como Las Terrazas de la Sierra del Rosario, ubicada entre 
las poblaciones de La Habana y Pinar del Río. Se rescató un terreno que 
se encontraba totalmente degradado y, mediante un proceso de refores-
tación, se diseñó una ciudad rural sustentable en la que se han integrado 
cooperativas turísticas y de revalorización del patrimonio natural. Sus 
5 000 hectáreas de ríos, valles, montañas y bosques forman parte de la 
Reserva de la Biosfera Sierra del Rosario desde 1985. En 1968 esta zona 
se sometió, de manera experimental, a un sistema de terraceo a fin de re-
poblar las áreas montañosas dañadas por más de tres siglos de defores-
tación. Ello se complementó con la edificación de la comunidad de Las 
Terrazas y la apertura de vías de acceso necesarias para el desarrollo del 
área en 1971. Estas vías permitieron su conexión con la red vial nacional 
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en todas direcciones. En 1990 comenzaron los planes para organizar Las 
Terrazas como un destino turístico basado en sus múltiples atractivos 
naturales, históricos y socioculturales.

La experiencia desarrollada en Las Terrazas es muy interesante por-
que es autogestionada. A partir de la caída del muro de Berlín en 1989, 
con el declive de los países del socialismo realmente existente y durante 
el denominado periodo especial, el gobierno cubano retiró el apoyo y se 
consolidaron, por parte de los residentes, procesos organizativos en di-
versos aspectos: producción, servicios ecoturísticos, comercialización y 
preservación ambiental. Desgraciadamente, se quitó el apoyo al turismo 
nacional y los esfuerzos se orientaron hacia los visitantes internaciona-
les. La generación de propuestas de economía solidaria o cooperativis-
mo se ha constituido como una alternativa a la crisis ocasionada por 
el bloqueo económico, la carencia de artículos de primera necesidad, el 
quiebre de empresas estatales e ineficientes en la isla. Además, permitió 
el desarrollo de pequeñas empresas asociativas independientes del es-
tado que se desarrollaron en diversos ámbitos. Las empresas del sector 
rural sobresalen por su importancia y relevancia. 

De acuerdo con Castillo (2013, 79), “[los] principios de la economía 
popular y solidaria son: búsqueda del bien común, prevalencia del tra-
bajo sobre el capital y el interés colectivo sobre los individuales, respon-
sabilidad social, distribución equitativa y solidaria de los excedentes”.

A partir de la segunda mitad de la década de los noventa se de-
sarrollaron en Cuba las Unidades Básicas de Producción Cooperativa 
(ubpc). En muchas de ellas se impulsaron los organopónicos, que bus-
caban dotar de alimentos baratos a la población. La ubpc 24 de Febrero, 
ubicada en el municipio del Cerro en La Habana, cuenta con alrededor 
de tres hectáreas, de las que la mayor parte está cubierta por cultivos, el 
resto por frutales, ornamentales y el centro cunícola. El sitio emplea a 25 
personas y cuenta con dos puntos de venta (Pérez et al. 2017). 

En Uruguay del año 2005 al 2019 gobernó el Frente Amplio (una 
coalición de partidos y organizaciones de izquierda). El 70% de las ex-
portaciones son agrícolas y alrededor de 15 a 20% del pib proviene de di-
cho sector. La República Oriental del Uruguay se divide administrativa y 
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políticamente en 19 departamentos. Las intendencias o departamentos 
son el segundo nivel de gobierno (nacional, departamental y municipal). 
El caso específico del departamento de Canelones cuenta con más de 
520 000 habitantes, aproximadamente 27% de la población del país, y 
una cuarta parte de los productores familiares. Es el principal productor 
de alimentos de Uruguay en los ramos de horticultura, vitivinicultura, 
cerdos, aves, carne vacuna, entre otros (Fernández y Carámbula 2012). 

En el año 2016 se creó la Agencia de Desarrollo Rural (adr). De 
acuerdo con Carámbula y Oyhantçabal (2019):

La Agencia de Desarrollo Rural del Gobierno de Canelones se cons-
tituye con el objetivo de promover un proceso integrado y sostenible 
de desarrollo de los territorios rurales del departamento de Canelones, 
integrando y articulando la diversidad productiva, social, cultural y am-
biental del departamento. Reconociendo la centralidad de la perspectiva 
ideológica como necesaria e imprescindible para estructurar los pro-
gramas y proyectos, se construyeron tres conceptos ideológicos centra-
les de la Agencia de Desarrollo Rural: soberanía, ciudadanía e identidad.

La adr ha impulsado un proceso de control territorial, en el que 
el estado uruguayo mediante el gobierno departamental ha decidido le-
gislar en la protección de la cuenca del río Cisnes que abastece a más de 
100 000 habitantes de la costa canaria. 

Según Acosta (2018, 11):

Del total de la superficie de la cuenca (4.823 has), 695 has se encuen-
tran cultivadas, y de éstas, 452 has presentaron Planes de Uso y Ma-
nejo del Suelo ante Renare-mgap. La cuenca soporta actividades de 
agricultura, forestación, ganadería, lechería, producción vitivinícola y 
frutícola y horticultura por parte de unos 70 productores (Dinagua, 
2015; Carámbula, 2017). La intensificación del uso agrícola del suelo y 
las malas prácticas de uso de plaguicidas y fertilizantes asociados a la 
actividad agropecuaria, establece riesgos injustificables en función de 
su uso para potabilización y consumo humano (Dinagua, 2015).
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En ese sentido, se efectuó un proceso de prohibición del uso de her-
bicidas y agrotóxicos que ponían en riesgo la calidad del agua que con-
sume la población. Esto llevó a una confrontación con los productores 
de soya transgénica, que utilizan grandes cantidades de agrotóxicos, y 
se pusieron en resistencia contra la medida del gobierno departamental. 
En la práctica, después de arduas negociaciones y diálogos, se logró que 
los productores cambiaran de actividad y que se elaboraran propuestas 
agroecológicas en algunas chacras de huertas y producción de cultivos 
básicos, y otras incursionaron de manera masiva en la producción de 
biofertilizantes. Esta experiencia es fundamental para el desarrollo de 
una política pública que regula un territorio bajo los principios de sobe-
ranía, equidad y sustentabilidad (Ávila et al. 2017) y en el que se abarcan 
varios niveles, no sólo desde la perspectiva alimentaria, sino que tiene 
que ver con lo cultural, tecnológico, económico, político y geográfico. Es 
así que estas experiencias rompen la perspectiva de que las alternativas 
tienen un fuerte componente antisistema. Hay gobiernos, sobre todo 
locales, que están sembrando políticas públicas que favorecen nuevos 
esquemas de sustentabilidad; tal es el caso del impulso a la utilización 
de la bicicleta. 

Ciudades sustentables latinoamericanas 

En Latinoamérica existen experiencias de gobiernos locales que cons-
truyen alternativas al colapso socioambiental. Estas propuestas se ubi-
can en el sistema de ciudades en transición y en las declaratorias de 
emergencia climática. Desde la práctica hacen un llamado a cambiar las 
formas de transporte, energía, producción, uso de materiales y residuos 
en la creciente población urbana. Estos impulsos rumbo a la sustentabi-
lidad son importantes porque trazan estrategias de rutas cortas de co-
mercialización, fomento a la producción, consumo local, experiencias 
de economía social y solidaria, procesos de bioconstrucción y uso efi-
ciente de energía. Además, es una crítica mordaz al consumismo desen-
frenado, que es el causante principal de la destrucción del planeta. 
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Un aspecto central en la ciudad es la forma en la que está estructu-
rado el transporte, por lo que se hace urgente el cambio en sus sistemas 
de gestión y el surgimiento de nuevas formas de movilidad sustentables. 
Todo esto es un reto que se está implementando en varias ciudades del 
continente. La construcción de ciclovías es un aporte que se encuen-
tra en completa expansión. En América Latina hay 327 ciudades que 
cuentan con vías exclusivas para bicicletas, de las cuales el 85% están 
en Brasil (Rodríguez et al. 2017, 21). Existen 26 ciudades inteligentes en 
América Latina y el Caribe que han desarrollado sistemas de bicicletas 
compartidas. Montar en bicicleta por cada 5 km recorridos nos da un 
ahorro de 1.5 kg de emisiones de CO2 a la atmósfera diariamente (Cáma-
ra de Comercio 2019).

Las ciudades latinoamericanas que producen más CO2 por habi-
tante son Buenos Aires, Argentina, Río de Janeiro, Brasil y Lima (Lew et 
al. 2016). En Bogotá existe la más amplia red de ciclovías de toda Amé-
rica Latina. La ciudad cuenta con más de 340 km de carriles exclusivos 
(Cámara de Comercio 2019, 12). En el año 2006 inició en la Universidad 
Nacional de Colombia el programa BicirrUN, que consiste en prestar 
temporalmente bicicletas de forma gratuita dentro del campus. 

En Argentina se han desarrollado de manera sobresaliente las ci-
clovías en tres ciudades: Buenos Aires con más de 130 km, Córdoba 
con 103.4 km y Rosario con 100 km (bid 2015). En Ecuador se creó el 
sistema de Biciquito en el año 2012 con 425 bicicletas distribuidas en 
25 estaciones. El servicio en la actualidad es gratuito y en el año 2014 
movió a más de 26 808 usuarios (Gartor 2015, 253). La ciudad cuenta 
con alrededor de 173 km de ciclovías. En Perú el caso de Lima es intere-
sante, pues “la bicicleta continúa siendo el vehículo con más presencia 
en los hogares, sin embargo, este indicador ha ido disminuyendo en los 
últimos años desde 30.8% el 2012 hasta 19% el 2017” (Ávila et al. 2019, 
5). En Lima existen alrededor de 140 km de ciclovías, lo que la ubica en 
el cuarto lugar en el kilometraje (Miranda 2017, 21).

En Chile, en octubre de 2013 la empresa estadounidense B-cycle 
desarrolló BikeSantiago, que es un sistema de bicicletas compartidas. 
Al inicio contaba con 500 bicicletas y 50 estaciones. Actualmente, la 
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compañía tiene 3 500 bicicletas en 350 estaciones en la región metro-
politana de Santiago. El Sistema Integrado de Bicicletas Públicas (sibp) 
ya se está implementando en 14 comunas de Santiago, abarcando un 
tercio de la capital, y se cuenta con más de 300 km de ciclovías (bid 
2018). Las principales empresas operadoras son BikeSantiago, Mobike 
y Bici Las Condes. 

En Brasil, de acuerdo con el Sistema de Informações da Mobilidade 
Urbana (Simob) con datos del 2014, en más de 530 ciudades de más de 
60 mil habitantes, la mayor parte de los viajes (40%) se dan de manera 
activa, es decir, en bicicleta o a pie (Vasconcellos 2019, 12). Las ciudades 
de Río de Janeiro y São Paulo ocupan el segundo y tercer puesto latinoa-
mericano en el número de kilómetros de ciclovías, con 307 y 290.7 km 
respectivamente (Lew et al. 2016). 

En la Ciudad de México, desde el año 2010 empezó a operar el sis-
tema EcoBici, el cual cuenta con 480 cicloestaciones y 6 800 bicicletas. 
El sistema tiene más de 300 mil usuarios registrados, más de 58 millones 
de viajes y el servicio se encuentra disponible en 55 colonias de la ciudad, 
formando un área de 38 km2 (EcoBici 2020). La Ciudad de México cuen-
ta con 128.2 km de ciclovías, lo que la ubica en el sexto lugar latinoa-
mericano. En la Universidad Nacional Autonóma de México (unam) 
existe el programa Bicipuma, con el que se desalentó el uso del vehículo 
particular en Ciudad Universitaria y se crearon estaciones de bicicletas 
gratuitas para la comunidad estudiantil. 

La bicicleta está presente como una alternativa de movilidad sus-
tentable, que en más de 20 ciudades del subcontinente crece su uso entre 
los jóvenes y gracias al desarrollo de una política pública orientada hacia 
el buen vivir. La propuesta del estar bien/vivir bien desde Latinoamérica 
se ha convertido en un paradigma/horizonte para caminar. 

El buen vivir mesoamericano 

El concepto de territorio (Giarraca et al. 2009), que adquiere hoy una 
importancia capital, se refiere a un espacio apropiado y valorizado sim-
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bólica e instrumentalmente por los grupos humanos, en el cual se pro-
yectan las diversas perspectivas y concepciones del mundo; este puede 
ser considerado como zona de refugio, medio de subsistencia, fuente 
de recursos, área geopolítica estratégica, tierra natal, objeto de apego 
afectivo y lugar de inscripción en un pasado histórico. El territorio se co-
noce como un espacio de construcciones de conocimientos culturales y 
prácticas agroecológicas desarrolladas de manera ancestral (Manzanal, 
Arzeno y Nussbaumer 2007).

Los pueblos indígenas poseen conocimientos ecológicos, agrícolas 
y medicinales que se adaptan según las necesidades (Boege 2003). Por 
ello, la defensa de la (su) naturaleza es también la defensa de su (la) cul-
tura (Toledo 1997). En el desarrollo de sus propuestas territoriales hay 
quienes han optado de manera abierta por la construcción de su auto-
nomía, su particular forma de organizarse y administrar sus espacios de 
vida, de reproducción social, económica, cultural y ambiental. 

El concepto del buen vivir forma parte de la cosmovisión de los 
pueblos indomesoamericanos, con el que expresan prácticas, ceremo-
nias, conocimientos y discursos. Actualmente, existe una fuerte disputa 
territorial ante la imposición de la ciencia y tecnología occidental, las 
cuales se han convertido en una nueva “religión” que niega la posibilidad 
de otros conocimientos (Feyerabend y Elena 1982). 

En países de América Latina a partir de la llegada de gobiernos 
progresistas que fueron respaldados por los movimientos indígenas, 
tal y como sugieren los casos de Ecuador y Bolivia, se generaron pro-
gramas y planes utilizando el concepto de buen vivir o vivir bien. Este 
hecho causó polémica, ya que a pesar de que se buscó otra manera de 
relacionarse con la naturaleza o la madre tierra, se instrumentalizó y se 
perdió la esencia de la idea. Al final, ambos gobiernos se apropiaron del 
discurso, mientras desarrollaron propuestas de corte más desarrollista 
o neoextractivista.

El buen vivir tiene diversas acepciones dependiendo del contex-
to. Los pueblos mayas tzeltal y tzotzil de Chiapas lo denominan lekil 
kuxlejal (Paoli 2003); los tojolabales lo llaman jlekil altik (Sartorello et 
al. 2012); los zoques lo nombran wa’a ijtkuy o wapa; y los choles como 
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ijtkuy uts’atyba chumtyal, wen chumul (vivir bien) (Nájera 2013) o chu-
mul ili lum (tierra buena o tierra fértil).

De acuerdo con Sánchez (2012), el buen vivir o lekil kuxlejal es un 
modo de vida, una forma en la que los pueblos indígenas se relacionan con 
la naturaleza y tiene los siguientes principios y acciones (véase tabla 2).

Tabla 2. Principios y acciones del lekil kuxlejal o buen vivir

Lekil pasbail
Buenos hechos
Moralidad
“Lo bueno para 
todos” 
“Vida buena”

Lekil snopebal jol o’ntonal
(Buenos principios)

Lekil pasel
(Buenas acciones)

Kuch abtel 
patanel yu’un 
lekil kuxlejal

Ich’el ta muk’ komon abtel 
patanel

Komon a’btel patanel 
yu’un lekil luxlejal

Buen trabajo 
para el buen 
vivir

Recibir o tomar en cuenta 
–en gran importancia, 
dignificación– los sistemas 
de trabajo y de cooperación o 
tributación comunal

Trabajo comunal y 
tributario comunitario 
para el buen vivir

Slekil osil-
Balamil Ich’el ta muk’ osil-Balamil

Mu xkilbajintik, mu 
xkixtantik balamil; 
jk’eltik, jk’uxibintik 
Balamil

Bienestar del 
universo y de la 
Tierra

Recibir o tomar en grande 
–en gran importancia, 
dignificación–, respetar, 
considerar el universo y la 
Tierra

No agresión –no 
molestar– a la 
Tierra; cuidémosla, 
protejámosla

Slekil a’maletik, 
chonbolometik

Ich’el ta muk’ a’maletik xchu’uk 
chonbolometik

Sk’elel, k’uxubinel 
a’maletik, 
chonbolometik
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Tabla 2. Principios y acciones del lekil kuxlejal o buen vivir

Bienestar de 
las montañas y 
de los animales 
silvestres

Cuidado, protección y 
conservación de las montañas y 
de los animales silvestres

Respetar, considerar 
en grande la 
importancia de 
las montañas y de 
animales silvestres

K’uxubinel 
Sk’anel 
Sk’elel 

A’maletik, 
te’tik xchu’uk 
chonbolometik

Mu jmiltik a’maletik, 
te’tik, chonbolometik

Estimar y/o 
amar
Proteger 
Cuidar 

A las 
montañas, 
árboles y a los 
animales

No agredir, no matar a 
las montañas, árboles 
y animales silvestres

Lekil luxlejal Ich’el ta muk’ jkuxlejaltik
Jk’uxubin jbatik 
jkotoltik.
Jk’el jbatik jkotoltik

El buen vivir 
(bienestar)

Considerar nuestro bienestar 
(buen vivir)

Estimémonos entre 
todos
Cuidémonos entre 
todos
El buen vivir implica 
responsabilidad, 
trabajo y cooperación 
compartida

Fuente: Sánchez (2012).

En resumen, el buen vivir forma parte de la cosmovisión de los 
pueblos mesoamericanos y está presente en la historia, en el devenir de 
las comunidades, pero sobre todo tiene sus raíces culturales, organiza-
tivas, las cuales se expresan en la colectividad, la reciprocidad y el don, 
como base de una nueva relación no capitalista sustentada en la cons-
trucción de racionalidades diferentes, en las que el diálogo, los acuerdos 
y el consenso tienen un peso mayor en la construcción de su autonomía 
y autogobierno. 

En los países mesoamericanos existen experiencias organizati-
vas autonómicas en las que el buen vivir es un horizonte de lucha, de 
transformación y de posibilidad de cambio. En la práctica es con estos 
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ejercicios societales que las comunidades indígenas están dando una 
lección de cómo generar una alternativa ante el colapso ambiental en 
el que vivimos. 

En 1992 surgió un movimiento de reivindicación de los pueblos in-
dígenas continental. Se organizó una jornada de resistencia indígena, ne-
gra y popular en contraposición a los festejos hispánicos de los 500 años 
del “descubrimiento” de América por Cristóbal Colón. Esta actividad 
atravesó procesos organizativos en los que sobresalió la participación 
de indígenas de Bolivia, Brasil, Canadá, Chile, Colombia, Ecuador, Es-
tados Unidos, Guatemala, Nicaragua, Perú y México, entre otros países. 
Estas jornadas continentales significaron una toma de conciencia muy 
importante sobre la situación de los pueblos indígenas en el continente, 
y el intercambio de diversas experiencias autonómicas desarrolladas en 
Canadá, Estados Unidos, Nicaragua y Colombia sobre el ejercicio de su 
autonomía y autogobierno. 

En el caso mexicano se replanteó todo un proceso organizativo que 
agrupó a las organizaciones campesinas e indígenas a partir del alza-
miento zapatista de Chiapas en 1994. En febrero de 1996 se firmaron 
los Acuerdos de San Andrés sobre derechos y cultura indígena, y en ese 
mismo año, por iniciativa del ezln, se formó el Congreso Nacional Indí-
gena. Este aglutinó a más de 64 grupos étnicos de México y se convir-
tió en referente de los pueblos indígenas fuera del corporativismo mexi-
cano oficial, que fue desarrollado por más de 70 años bajo la hegemonía 
del pri que gobernó el país hasta el año 2000 y tuvo un breve regreso en 
la presidencia en el periodo de Enrique Peña Nieto de 2012 a 2018. Las 
principales acciones del Congreso Nacional Indígena fueron desarrolla-
das en la Marcha del Color de la Tierra que se efectuó en 2001, y en la 
precandidatura presidencial de María de Jesús Martínez (Marichuy) en 
el periodo 2017-2018, que debido a las trabas y dificultades tecnológicas 
que puso el Instituto Nacional Electoral (ine) no obtuvo el registro para 
participar en la boleta electoral. 

En México, los procesos organizativos de las comunidades indíge-
nas de Cherán y Ostula en Michoacán son referentes de un proceso de 
resistencia contra el despojo de sus bosques (que es el caso del primero), 
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y la defensa de sus tierras y territorio (en el segundo caso). Las dos expe-
riencias han construido su propio destino sin la intervención del gobierno 
federal, estatal o municipal, y se han “liberado” del sistema de partidos 
políticos tradicionales (Patiño y Del Carmen 2012). Ambos son un ejem-
plo de organización, de lucha y de posibilidad de tejer un camino in-
dependiente (Mandujano 2014), libre de la presión del narcotráfico y de 
modelos de producción convencionales que destruyen la naturaleza y 
limitan la posibilidad de resiliencia ante los graves problemas ambien-
tales que vivimos.

Cherán es una comunidad que se ubica en la meseta purépecha, 
una zona con un clima templado y con amplios bosques de coníferas. 
La propiedad social de este recurso se ha encontrado en disputa entre 
los legítimos dueños y grupos de la delincuencia organizada. La Policía 
Comunitaria en el estado mexicano de Guerrero es un ejemplo de otro 
proceso de autonomía indígena. En dicho estado más de 15% de la po-
blación pertenece a los pueblos originarios. Las principales etnias son 
amuzgos, nahuas, tlapanecos y mixtecos. Por motivos históricos viven 
una profunda violencia generada por los procesos de marginación y ex-
clusión, así como también por la represión ejercida por parte del Estado 
contra cualquier movimiento independiente que reclame sus demandas 
más sentidas. Esto llevó en las décadas de los sesenta y setenta del siglo 
xx a que se desarrollaran movimientos guerrilleros; tal es el caso de los 
alzamientos encabezados por Lucio Cabañas y Genaro Vázquez Rojas. 
En 1992, a partir de la conmemoración de los 500 años de resistencia 
indígena, negra y popular, se dio un aglutinamiento de diversos pueblos. 
Debido al impacto que causó la rebelión zapatista de 1994 en el mundo 
indígena, y ante la ola de asaltos y secuestros, las comunidades de las 
regiones Costa y Montaña de Guerrero comenzaron un proceso orga-
nizativo. En 1998 se creó el sistema comunitario de seguridad, impar-
tición de justicia y reeducación por parte de la Coordinadora Regional 
de Autoridades Comunitarias de la Policía Comunitaria (crac-pc) (Ro-
mero 2014). Ante la carencia y dificultad de un sistema de justicia que 
beneficie a los pobres, marginados y excluidos, se crearon mecanismos 
de justicia no convencionales basados en el derecho consuetudinario, 
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también denominado como usos y costumbres, el cual forma parte de la 
cosmovisión y cultura indígena. Los pueblos se organizaron en la crac, 
la cual tiene presencia fundamentalmente en las regiones Costa Chica y 
Montaña de Guerrero (Gasparello y Quintana 2009). 

En la región Costa Chica se han ubicado fuertes reservas de minerales 
que han llevado a un proceso de desgaste y abierta contrainsurgencia en el 
segundo gobierno de Ángel Aguirre Rivero (2011-2014), el cual encabezó 
una cruzada contra la organización comunitaria, ocasionó la ruptura de la 
misma y propició la creación de otros grupos de autodefensa (fomentados 
y tolerados desde el Estado). Tal es el caso de la Unión de Pueblos y Or-
ganizaciones del Estado de Guerrero (Upoeg), y el surgimiento de grupos 
de sicarios y paramilitares impulsados por el narcotráfico que cambiaron, 
de manera dramática, la situación en el estado. El puerto turístico de Aca-
pulco se convirtió en una de las ciudades más violentas del país debido al 
enfrentamiento diario y cotidiano entre grupos antagónicos. 

Una expresión de esta violencia generada y tolerada desde el Estado 
fue la desaparición de 43 estudiantes de la Normal Rural Isidro Bur-
gos, ubicada en la localidad de Ayotzinapa, el 26 de septiembre de 2014. 
Los estudiantes preparaban su participación en la conmemoración de la 
marcha del 2 de octubre (aniversario de la masacre de Tlatelolco, la cual 
fue perpetrada contra el movimiento estudiantil en 1968) y buscaban 
autobuses para el traslado a la Ciudad de México. Cuando fueron a la 
ciudad de Iguala, la policía estatal y los militares, desde la perspectiva 
histórica oficial, “los confundieron con el otro grupo delictivo que se 
disputaba la plaza”. Parte de la respuesta tan violenta contra los jóvenes 
estudiantes se debió a que en el quinto autobús se encontraba un sig-
nificativo cargamento de droga con destino al occidente mexicano. Al 
tomar el quinto autobús, el grupo del narcotráfico dio la orden a las di-
ferentes policías de castigarlos de forma inminente. Existe material que 
documenta que las últimas señales de los celulares de los jóvenes se die-
ron desde la 27 Zona Militar, por lo que hay investigadores que plantean 
que, más que la hipótesis de una “confusión”, se trató de un escarmiento 
contra los jóvenes (Navarro 2015). Esto generó un consecuente miedo 
y terror en la sociedad mexicana y, en contraposición de la política del 
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buen vivir, se difundió la mala vida como estrategia de guerra contra los 
pueblos indígenas.

En el estado de Oaxaca se permitió la elección de sus autoridades 
municipales por usos y costumbres, gracias a una modificación que se 
hizo en la ley estatal. En las comunidades mixtecas y zapotecas se aban-
donó el sistema de partidos, se generaron propuestas interesantes de 
gobierno y, aunque han existido algunas dificultades por la carencia 
de presupuesto, se ha logrado un ejercicio del derecho a la autodeter-
minación y el desarrollo de experiencias muy interesantes en su relación 
con la naturaleza. En México las experiencias de autonomía indígena 
han sido duramente perseguidas y su destrucción ha sido una política 
de Estado. En el año 2001 se generaron fuertes conflictos que ocasiona-
ron pérdidas de vidas humanas a partir de la modificación de la Ley de 
Derechos y Cultura Indígena que negó, en la práctica, que los pueblos 
originarios sean sujetos de derecho, posean un territorio y tengan ac-
ceso y disfrute de sus recursos naturales. Las experiencias de Chiapas, 
Guerrero, Oaxaca y Michoacán sobrevivieron por el grado de organi-
zación de las comunidades, así como por la fortaleza que tienen en los 
principios del buen vivir que forman parte de su cosmovisión y cultura. 
Esto les ha permitido resistir la política clientelar y paternalista que el Es-
tado mexicano empleó en otras comunidades del sur-sureste, las cuales 
negociaron proyectos, obras y dádivas profundizando relaciones de de-
pendencia y clientelismo electoral.

Los elementos constitutivos del buen vivir se encuentran en un pro-
ceso de disputa. No son estáticos ni ideales y no forman parte de una 
propuesta romántica o utópica, por lo que habría que ubicarlos en un 
pro ceso de lucha, ya que parten de una noción colectiva y profundamen-
te anticapitalista. La propuesta del buen vivir se desarrolla en un territo-
rio rico en recursos estratégicos para el capital trasnacional. En el caso 
mexicano, a partir de la negación del Estado de los Acuerdos de San An-
drés, se ha pasado a generar “progreso”, “oportunidades”, “prosperidad” 
y “bienestar” para los pueblos indígenas partiendo de una perspectiva 
asistencialista. La educación ha jugado un papel central en la destruc-
ción del corpus de conocimientos indígenas. Al implementar procesos 
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educativos impulsados por el gobierno federal desde la Ciudad de Mé-
xico que rompen con los principios básicos del buen vivir, se imponen 
diversos contrapesos contra las autoridades tradicionales que niegan los 
procesos históricos de organización y cultura de las comunidades. Otros 
actores importantes que fomentan el “mal vivir” son las diversas iglesias 
que han penetrado en las comunidades indígenas y que, en su labor co-
lonizadora sobre todo a partir de la segunda mitad del siglo xx, han roto 
las estructuras comunitarias, como por ejemplo los sistemas de cargos. 
Además, han fomentado la no participación en las tareas colectivas o 
comunes y la negación a participar en las fiestas y conmemoraciones. 
En las comunidades en las que se vuelven mayoría, persiguen, niegan y 
atacan a las autoridades tradicionales y médicos indígenas. Las acusacio-
nes de brujos recuerdan las cacerías de mujeres que se desarrollaron en 
Alemania y otros países de Europa y Estados Unidos durante los siglos 
xvi y xvii (Federici 2004). Esa dificultad ha limitado la consolidación 
de la propuesta del estar bien, buena vida o vivir bien en el área mesoa-
mericana. Sin embargo, sus raíces fuertes en los pueblos indígenas y su 
reproducción inter- e intrageneracional permiten concebir al buen vivir 
como horizonte necesario de transformación socioambiental. 

En Guatemala también existen diversas formas de expresar el buen 
vivir o cuidado de la vida: oq’b’al k’u’xaj (k’iche’), natwaajo’ (tz’utujil) o 
ajo’wabel (kaqchikel). Para los pueblos mayas de Guatemala (Confluen-
cia Nuevo B’aqtun 2014, 7), “eI Buen Vivir es un proyecto político de vida; 
es el proceso de satisfacción y bienestar colectivo para potenciar la vida 
en equilibrio de la madre naturaleza y el cosmos para lograr la armonía”.

El buen vivir tiene su base en el Popol Vuh, el libro sagrado de los 
mayas, y se fundamenta en una serie de principios que, de acuerdo con 
Confluencia Nuevo B’aqtun (2014) y Sánchez (2012), los podemos divi-
dir en los siguientes puntos:
• Principio de los acuerdos. El diálogo entre los diversos seres que 

forman parte de la naturaleza, y en el que se acuerda el respeto.
• Principio de la convivencia. Es la relación en equilibrio, armonía 

y de respeto mutuo entre los seres visibles e invisibles de la madre 
naturaleza y el cosmos. 
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• Principio de la colectividad. Los seres humanos vivimos en la colec-
tividad. En ese sentido el buen vivir se expresa en un entorno grupal. 

• Principio del equilibrio. 
• Principio del awas. El respeto a la organización y el espíritu de la 

naturaleza. 
• Principio del tzonoj. La reciprocidad, es el dar y recibir. 
• Principios de pixab. Compartir las enseñanzas y sabiduría de la 

madre naturaleza. 
• Principio del kab’awil. Conocer y actuar en el mundo a partir de la 

percepción interna y externa. 
• Principio del pa k’uch. La producción, reproducción, intercambio 

y el cuidado de la vida. 
• Principio del kojonik. El principio de acción.
• Principio del múltiple consenso. Construcción de pactos entre los 

seres humanos y los demás seres vivientes. Se consulta a la madre 
naturaleza.

• Principio de la complementariedad.
• Principio de la armonía. 

La organización indígena en Guatemala ha pasado por diversos 
procesos a partir de la firma de los Acuerdos de Paz en el año 1996. Es 
importante rememorar que la población indígena del país centroameri-
cano participó de manera relevante en el proceso revolucionario y fue 
perseguida bajo la lógica de la “tierra arrasada”. Más de 50 000 guatemal-
tecos huyeron hacia México con el objetivo de garantizar sus vidas ante 
dicha política de exterminio. Por lo que, al finalizar la lucha armada, se 
optó por la mediación de la onu para garantizar un proceso negociado y 
supervisado de retorno, y de esta manera regresaron miles de indígenas 
guatemaltecos a diversas partes del país.

En el periodo 2009-2019, en El Salvador, el gobierno del fmln de-
sarrolló un plan de buen vivir que buscó una nueva forma de construir 
una alternativa socialista bajo los principios de autodeterminación (Pe-
rales 2016). En la Moskitia, ubicada en Nicaragua, se llevó a cabo el re-
conocimiento a la autonomía del pueblo originario y la creación de su 
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propio proceso educativo, que se plasmó en la Universidad de la Costa 
Caribe Nicaraguense. Esto aconteció después del triunfo de la revolu-
ción sandinista, en la que las relaciones entre el gobierno revolucionario 
y los miskitos fueron bastante dif íciles.

En 2013, el gobierno sandinista implementó una campaña denomi-
nada “vivir bonito, vivir bien”, que incluía propuestas de empleo, salud 
pública, educación, manejo de la basura, estética urbana y orgullo na-
cional. Este programa reforzó la cuestión del desarrollo turístico, pero 
quedó muy lejos de concretizar sus propósitos en un gobierno conside-
rado de izquierda, conforme a los lineamientos del socialismo del siglo 
xxi y el buen vivir (Fisher 2019). 

En Panamá, el pueblo kuna ha desarrollado su propia perspectiva 
de buen vivir y ha luchado por la preservación de la selva (Guevara y 
Capitán 2015). En Colombia, los pueblos del Valle del Cauca, los nasa, 
han impulsado un proceso de defensa territorial y de reivindicación his-
tórica de sus derechos y cultura indígena (Escobar 2016). 

En Sudamérica, el buen vivir es definido como sumaq qamaña en 
aymara, sumac kawsay en quechua, andareko en guaraní y küme mongen 
en mapuche, por lo que podemos afirmar que su alcance es continental 
y de importancia capital en la construcción de las bases de una alter-
nativa. El buen vivir es un horizonte que nos permite caminar, sentir y 
pensar nuevas formas organizativas que prevalecen, resisten y reexisten 
entre los pueblos indios latinoamericanos. Un aspecto fundamental en 
la concreción de propuestas del buen vivir es el aspecto educativo, el 
cual se aborda a continuación.

La educación popular ambiental 
en el contexto latinoamericano 

América Latina es la cuna de Paulo Freire, el autor de Pedagogía del 
oprimido, ¿Extensión o comunicación?, Pedagogía de la autonomía, entre 
otros libros. La educación y el papel del educador o maestro han rebasa-
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do la postura de Rosseau en su texto clásico Emilio o de la educación, en 
el que criticaba el papel del maestro y lo consideraba como un parásito 
del Estado. La crítica a la forma de aprender y, sobre todo, de relacionar-
nos con los educandos ha generado toda una escuela: la creación de la 
educación popular y la investigación de acción participativa (iap), y el 
texto de Fals (1985) que aborda estos temas.

La educación popular en América Latina ha acompañado diversos 
procesos de lucha y de toma de conciencia en el continente. Movimien-
tos sociales y populares han incorporado una racionalidad ambiental y 
se han generado procesos de sustentabilidad criticando la concentra-
ción y destrucción de los recursos naturales. En un primer momento, la 
educación popular generó las bases para que la población rural y urbana 
contara con los elementos para transformar la sociedad. Se partió de un 
proceso de concientización y de formación política desde la práctica, en 
lugar de un proceso de aprender y memorizar conocimientos, de repro-
ducir la educación enciclopédica, la educación bancaria, por los estu-
diantes, obreros y campesinos, quienes eran considerados “objetos” para 
ser llenados con saberes, conocimientos y prácticas. En ese sentido, la 
educación bancaria a veces no partía de la realidad de la que provenían 
los participantes, sino que se situaba en un horizonte ajeno, en el que la 
supuesta educación parecía más un proceso de conquista y de abierta 
subordinación de los actores participantes. 

La educación popular llenó el vacío dejado por la educación con-
vencional (y su premisa de la dominación cultural), revalorizó y situó 
a los participantes al ponerlos como sujetos de su proceso educativo, 
capaces de aprender con base en su experiencia y sus conocimientos, 
generando procesos de reflexión, debate y cooperación activa para la 
construcción del conocimiento. 

En la práctica, la educación popular generó un proceso de empo-
deramiento de las clases subalternas, que descubrieron que sus procesos 
eran válidos y posibles de ser valorizados para explicar la realidad cir-
cundante. En amplias comunidades de base del continente se practicó 
la investigación-acción participativa desde la investigación militante, la 
cual generó alternativas a nivel continental. 
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En los procesos de educación de jóvenes y adultos este trabajo con 
movimientos sociales y populares generó procesos organizativos y de 
politización, que transformaron las relaciones de subordinación y coad-
yuvaron a la construcción de diversas y significativas experiencias am-
bientales. Las nuevas prácticas pedagógicas en los procesos alternativos 
han transformado la manera de ubicar nuevos conceptos. Para Torres 
(2018, 108):

En la medida que se fueron reconociendo o emergiendo otras proble-
máticas –por ejemplo, en relación con los derechos humanos, la de-
mocracia, el medio ambiente, las identidades culturales y de género– y 
se unieron a la lucha otros sectores poblacionales –mujeres, jóvenes, 
campesinos, afrodescendientes, indígenas, lgbti la educación popu-
lar amplió sus referentes e incorporó otras ideas, principios y criterios 
pedagógicos provenientes del feminismo, las perspectivas de género, 
el ambientalismo y la interculturalidad, enriqueciendo y pluralizando 
su abanico de propuestas educativas –educación popular entre muje-
res, educación ambiental popular, entre otras.

De acuerdo con Calixto (2010, 33):

La educación popular ambiental se encuentra también influida en 
gran medida por la obra de educadores populares de América Latina y 
el Caribe, entre ellos, José Rivero (1999) y Óscar Jara (2005), de Perú; 
Alejandro Augier y Esther Pérez (2004), de Cuba; y Moacir Gadotti, 
de Brasil. Este último, en su obra Pedagogía de la tierra (2002), vin-
cula la educación popular con el desarrollo sustentable y propone una 
ecopedagogía para la reconstrucción paradigmática de una cultura de 
sustentabilidad y paz.

En concreto, la educación popular-ambiental favoreció a los movi-
mientos sociales y populares, organizaciones que actúan con las minorías 
y los sectores marginados. Esta impulsó la justicia social, la valorización 
de la cultura y la cosmovisión, y reforzó los conocimientos locales que 
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preservan los ecosistemas con el propósito de transformar la sociedad y 
crear sociedades sustentables (Calixto 2010). La educación popular am-
biental camina de la mano de la práctica descolonizadora. Se basa en el 
diálogo de saberes (Ávila et al. 2017), en procesos en los que la investiga-
ción se define a partir de demandas sentidas de los grupos en función de 
las necesidades socioambientales identificadas de manera participativa 
(Silva 2017) y con tiempos abiertos basados en la vida comunitaria de los 
involucrados en el proceso. 

La creación de ong ha sembrado procesos muy interesantes, como 
el Instituto Mexicano de Desarrollo Comunitario (Imdec), el cual lleva 
más de 55 años impulsando procesos de educación popular y formando 
facilitadores de comunidades, pueblos y ong. El Imdec en el área de 
educación popular coadyuvó a la creación de la Red Mesoamericana de 
Educación Popular (Red Alforja) y el Consejo de Educación de Adultos 
de América Latina (ceaal) en 1982, actual red de educación popular. En 
el aspecto ambiental, el Imdec ha sido soporte fundamental del Mapder. 
Su ubicación en la ciudad de Guadalajara, en el occidente de México, le 
ha permitido unir movimientos sociales y populares, como la defensa 
de las comunidades de Temacapulín y Acasico en contra de la presa del 
Zapotillo. Acompañó la defensa de los territorios huicholes en Wirikuta 
y los procesos políticos y legales contra el despojo de sus tierras por par-
te de los ganaderos, entre otras acciones de capital importancia para la 
defensa ambiental. A nivel de Latinoamérica, el Imdec ha sido referente 
en el impulso de procesos de educación popular. La presencia de in-
vestigadores, como Óscar Jara, Carlos Núñez, Raúl Leis, entre otros, ha 
ayudado a formar decenas de personas, que han abrazado otra manera 
de impulsar procesos con las comunidades. En el área de la educación 
popular han aportado a generar Comunidades de Aprendizajes para una 
Praxis Emancipatoria (cape), una formación metodológica para la ac-
ción social, agroecología y bioconstrucción. El Imdec actúa en los terri-
torios de Chiapas, Coahuila y Michoacán. 

Otro actor importante en Chiapas es la ong Enlace, Comunicación 
y Capacitación, que ha impulsado procesos educativos y de agroecolo-
gía con comunidades de la Selva Lacandona. Ha sido respetuosa de la 
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cultura tzeltal y ha impulsado, junto con la diócesis de San Cristóbal de 
las Casas, procesos que lleven a la revalorización de la cultura y cosmo-
visión bajo el paradigma del lekil kuxlejal o buen vivir. 

La ong Enlace Civil ha acompañado de forma decidida los proce-
sos de salud, educación, agroecología, derechos humanos y comunica-
ción de las comunidades indígenas en resistencia chiapanecas. Fortale-
ció procesos de formación autónoma, acompañó el proceso y facilitó 
las demandas y necesidades de las comunidades. Su participación en 
la formación de los promotores y mutiplicadores de agroecología fue 
fundamental. 

Desarrollo Social de los Mexicanos Indígenas (Desmi) es una ong 
que en su fundación fue coordinada por Jorge Santiago. Ha impulsado 
procesos agroecológicos y de economía solidaria. Consolidó actividades 
en las zonas Norte, Altos y Selva de Chiapas, y es un referente en Me-
soamérica. Cuentan con un fuerte grado de participación social de las 
comunidades involucradas. 

Otros Mundos, filial en México de The Friends of the Earth, im-
pulsó procesos de defensa de los bosques, selvas y cuerpos de agua, y ha 
coadyuvado al proceso de formación ambiental de Las Abejas, un grupo 
social que fue atacado en Acteal, Chiapas, en 1997. La aplicación de la 
educación popular ambiental se ha dado en diversos ámbitos y se ha 
orientado al manejo sustentable de recursos naturales en el subtrópico 
mexicano (Morales et al. 2016).

En Cuba se desarrollaron diversas experiencias de educación po-
pular ambiental. El caso del Centro de Educación y Promoción para el 
Desarrollo Sostenible (Ceprodeso), ubicado en Pinar del Río, incorporó 
variables ambientales que han rebasado la idea de tener un Museo de 
Historia Natural y recorridos ecoturísticos, y pasaron a un proceso 
de reflexión-acción con las comunidades para la protección y custiodia 
del patrimonio natural de la isla. 

En ese sentido, el Ceprodeso impulsó procesos de concientización 
sobre la problemática ambiental, en los que la participación de barrios, 
colonias y Comités de Defensa de la Revolución (cdr) ha sido impor-
tante para el desarrollo de la agroecología y la producción en organo-
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pónicos, entre otras actividades. En Santiago de Cuba, también desde el 
Museo de Historia Natural, se impulsan procesos de cambio societal, y 
se incorporan temáticas ambientales entre la población afroamericana. 
En Venezuela, el uso de la investigación acción ha llevado a la creación 
de huertos escolares en educación básica y a la incorporación de proce-
sos de sustentabilidad (Silva 2017). Además, se encuentra el desarrollo 
de procesos agroecológicos en los que se fomentaron acciones educati-
vas innovadoras, como “el maestro pueblo”, que sitúa los conocimientos 
campesinos en un horizonte de participación popular y comunal (Do-
mené-Painenao y Herrera 2019). 

En Colombia, el pensamiento de Fals favoreció al desarrollo de 
múltiples experiencias de educación popular, las cuales han caminado 
junto a procesos de defensa territorial y ambiental. Entre ellas sobresale 
la preeminencia del Consejo Indígena del Cauca, que ha defendido sus 
espacios de la violencia y del paramilitarismo. También se encuentran 
diversas experiencias que han sido acompañadas por la Iglesia católica 
y la teología de la liberación, así como la experiencia que desarrolló la 
Corporación Social para Asesoría y Capacitación Comunitaria (Cos-
pacc) en Boyacá, en defensa del territorio y el ambiente: 

se diseñó una propuesta pedagógica que implementó conceptos y he-
rramientas útiles para la defensa del territorio, entendiendo primero 
que todo la importancia de contribuir desde este espacio de compartir 
y encuentro comunitario, la mejor oportunidad para contribuir al res-
tablecimiento del tejido social, y de los liderazgos para la organización 
y movilización social (Gil 2016, 4).

Bolivia ha sido un pais icónico en la difusión de procesos de educa-
ción popular. Primero bajo una lógica de perspectiva de clase social y la 
liberación de la situación del campesinado, y después al retomar la catego-
ría de lo indígena que le permitió el desarrollo del diálogo intercientífico 
entre diversas ciencias: la occidental con su caracter hegemónico y la andi-
na donde los aymaras dialogan sobre sus prácticas, acciones y cosmogonía 
(Delgado y Escobar 2006). Al mismo tiempo, esta confluencia intercultural 
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ha permitido el desarrollo de un acercamiento a la propuesta del buen vivir 
generando transformaciones educativas en las que se ha incorporado la 
perspectiva de la educación popular-ambiental (Fernández 2016).

La tierra de Paulo Freire históricamente ha desarrollado toda una 
gama de experiencias de educación popular. En Brasil esta práctica edu-
cativa no sólo ha sido adoptada por los movimientos sociales (tanto los 
provenientes de la Iglesia católica como de las luchas de los obreros y de 
la lucha por la tierra en el medio rural), sino que también se han desa-
rrollado metodologías, escuelas y procesos de sistematización en varias 
universidades y escuelas campesinas, como se explicó anteriormente con 
la propuesta de agroecología. Después de la quema de millones de hec-
táreas de selva tropical en el Amazonas en el verano de 2019 y la desidia 
del presidente Bolsonaro ante la magnitud de dicha tragedia, la cuestión 
ambiental se ha puesto en la palestra pública. 

De acuerdo con López (2019, 4), responsable del Sínodo Panama-
zónico realizado en 2019:

Na selva amazônica, de vital importância para o planeta, se desenca-
deou uma profunda crise por causa de uma prolongada intervenção 
humana onde predomina uma “cultura do descarte” (LS 16) e uma 
mentalidade extrativista. A Amazônia é uma região com uma rica bio-
diversidade, é multi-étnica, pluri-cultural e pluri-religiosa, um espelho 
de toda a humanidade que, em defesa da vida, exige mudanças estru-
turais e pessoais de todos os seres humanos, dos estados. 

Especialistas han documentado los profundos daños ambientales 
que la industria extractivista, la minería y los megaproyectos han efec-
tuado. El asunto de la república de la soya, que por su extensión abarca 
una superficie significativa del territorio brasileño y que tiene un carác-
ter eminentemente trasnacional en el que se ven involucrados Argenti-
na, Bolivia, Paraguay y Uruguay, llama la atención sobre el ecocidio en 
pleno que se desarrolla en dichas latitudes. En el caso argentino, cientí-
ficos han documentado los problemas generados por los agrotóxicos y la 
contaminación del suelo y el agua (Reboratti 2008; Altieri 2009). 



le
ón

 en
ri

qu
e á

vi
la

 ro
m

er
o

127

Ante esta acción, la educación popular-ambiental se ha converti-
do en la posibilidad de tejer nuevas prácticas no sólo productivas, sino 
tendientes al impulso de procesos de reflexión que catapultan el cambio 
necesario y urgente que se requiere ante el colapso que viene. Un aspecto 
fundamental lo han creado las mujeres, como se analizará a continuación.

Feminismo comunitario y bienes comunes

Las mujeres son las que encabezan diversos movimientos socioam-
bientales en defensa de la naturaleza, sin embargo, su incidencia en la 
reformulación de políticas públicas y en la construcción de una alter-
nativa al sistema patriarcal desde las bases, realza la importancia de 
discutir el tema a profundidad.

Existen muchos feminismos. Dicha pluralidad debe ser el punto 
de partida, ya que la diversidad de pensamientos, escuelas y tradi-
ciones de lucha han permitido construir una agenda que incorpora 
ciertas posturas que han llevado a grandes logros, como el derecho 
al sufragio.

En América, han existido diversos movimientos sociales que han 
tenido como punto central de sus reivindicaciones el derecho al voto; tal 
es el caso del movimiento sufragista que llevó a la conquista del voto fe-
menino. En Estados Unidos, el voto femenino se instauró en el territorio 
de Wyoming en 1876 (McCammon et al. 2001). En el caso canadien-
se, las provincias de Manitoba, Saskatchewan y Alberta otorgaron a las 
mujeres el derecho al voto en 1916 después de una larga lucha (Kealey y 
Sangster 1989).

Ecuador fue el primer país de América Latina en reconocer el su-
fragio femenino en 1929 (Prieto y Goetschel 2008). Posteriormente, lo 
aprobó el Congreso de Uruguay en 1932. Argentina, durante el gobier-
no de Juan Domingo Perón, lo ratificó en septiembre de 1947 (Paler-
mo 1998). En México, las mujeres pudieron participar en las elecciones 
hasta el año 1955. La lucha por el sufragio fue un primer momento 
en el movimiento feminista. Sin embargo, la postura que se ubica en 
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la aceptación del statu quo ha sido rebasada. Cada vez más colectivos 
feministas luchan por la transformación de la sociedad al propugnar la 
equidad de género y al cuestionar no sólo las relaciones de dominación, 
sino también al impulsar una feroz crítica al sistema capitalista; por lo 
tanto, hay que entender que el dominio sobre la naturaleza, sobre el tra-
bajo y sobre las mujeres conforma una tríada que es necesario destruir.

Vivimos un proceso de colonialidad impuesto desde occidente so-
bre los feminismos, lo cual, de acuerdo con Espinosa (2009, 41), lleva a 
la importancia de tener en cuenta tres aspectos:
1. Hay una colonización discursiva de la práctica académica del feminis-

mo occidental sobre las mujeres del tercer mundo y sus luchas que es 
necesario deconstruir y desmantelar. 

2. Para pasar de la crítica a la “reconstrucción”, el feminismo occidental debe 
poder identificar los problemas acuciantes de las mujeres más margina-
das en el contexto neoliberal. Propone adoptar como metodología la no-
ción de privilegio epistémico, por medio de la cual se asume un punto de 
vista de abajo hacia arriba, que empieza en las comunidades más pobres 
y marginales del mundo de forma de poder “acceder y hacer visibles los 
mecanismo de poder… [En] la escala ascendente del privilegio”. 

3. Existe en el contexto actual la necesidad y la posibilidad de una co-
munidad feminista transfronteriza, anticapitalista y descolonizada 
sostenida en la idea de “diferencias comunes”, que atienda a una lucha 
contra los efectos nefastos de la globalización, y entable un horizonte 
de justicia y solidaridad universal.

Esto ha llevado a la creación de una práctica y una teoría feministas 
que ven la situación más allá de la perspectiva de los países desarrolla-
dos del norte (colonial) y que van acordes con la perspectiva de ubicar 
el ecologismo de los pobres; se trata de un ecofeminismo desde el sur. El 
término de ecofeminismo fue usado por Francoise D’Eaubonne en el año 
de 1975, cuando hubo un desastre ambiental en Francia (Santana 2000). 

Una de las grandes exponentes del ecofeminismo es Vandana Shi-
va, quien busca las convergencias entre las mujeres y la naturaleza. Se-
gún ella, hay tres grandes principios que hay que tener en cuenta:
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• La tierra está viva, es sagrada y es la conexión entre todos los 
seres vivos.

• La naturaleza fue reemplazada por el patriarcado, y las mujeres, 
parte de la naturaleza, se encuentran subordinadas frente al hom-
bre y a la producción.

• Respeto a todo ser viviente. Para desarrollar esta tesis planteó va-
rias ideas, como construir otros tipos de instrumentos, más allá del 
producto interno bruto (pib), que evidencien la mejora en el desa-
rrollo de las poblaciones y el tener derechos con responsabilidad.

Existen perspectivas que ven el ecofeminismo desde Abya Yala, 
Anáhuac o Mayab, y son las posturas que ayudarán a comprender la 
posibilidad de ser una alternativa al colapso socioambiental.

Para Herrero (2017, 3):

En el contexto actual de grave crisis ecológica global, las ecofeministas 
afirman que cualquier feminismo, ecologismo o ética ambiental que 
no reconozca las conexiones entre la dominación y la explotación de 
las mujeres (y de otros grupos sociales oprimidos) y las de la naturale-
za no humana ofrece una visión peligrosamente miope e inadecuada 
de la realidad social y ecológica en la que vivimos.

Existen diversas perspectivas ecofeministas, una de ellas tiene que 
ver con el feminismo comunitario que surgió con la organización Mu-
jeres Creando Comunidad en Bolivia hace 25 años. Dicha organización 
busca el vivir bien, la construcción de la autonomía y la ruptura con el 
patriarcado y los procesos de dominación. 

Según Cabnal (2010, 11-12):

El feminismo comunitario es una recreación y creación de pensamien-
to político ideológico feminista y cosmogónico, que ha surgido para 
reinterpretar las realidades de la vida histórica y cotidiana de las mu-
jeres indígenas, dentro del mundo indígena. Esta propuesta ha sido 
elaborada desde el pensamiento y sentir de mujeres indígenas que nos 
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asumimos feministas comunitarias, en este caso las aymaras bolivia-
nas de Mujeres Creando Comunidad y las mujeres xinkas integrantes 
de la Asociación de Mujeres Indígenas de Sta. María en la montaña de 
Xalapán, Guatemala, para aportar a la pluralidad de feminismos cons-
truidos en diferentes partes del mundo, con el fin de ser parte del con-
tinuum de resistencia, transgresión y epistemología de las mujeres en 
espacios y temporalidades, para la abolición del patriarcado originario 
ancestral y occidental.

Estas experiencias desde el sur y desde las mujeres han tenido ya 
múltiples expresiones y manifestaciones en Latinoamérica. En el mes de 
abril de 2019 en Recife, Brasil, se celebró el Encuentro Internacional de 
Investigadoras en Agroecología, en el que se planteó la importancia de 
romper el patriarcado y sus mecanismos de dominación.

En marzo de 2018 y en diciembre de 2019, en el caracol ubicado 
en la comunidad de Morelia, Chiapas, el ezln convocó al Encuentro 
Internacional de Mujeres que Luchan. Ahí participaron más de seis mil 
asistentes de más de 50 países. Se debatió sobre su situación y cómo 
cambiarla desde el arte, el cine, el teatro, la academia y la vida cotidiana. 

En diversas ciudades de América Latina, la marea verde que lucha 
en defensa de la toma de decisiones de las mujeres sobre su cuerpo, y 
en contra del machismo y el patriarcado, ha generado un movimiento 
mundial. Tal es el caso de la réplica del performance del colectivo chi-
leno Las Tesis, que se expandió por el orbe en el otoño de 2019. En el 
primer trimestre de 2020 en Argentina, México y Colombia se vivió 
una ascenso del movimiento del feminismo popular con la incorpora-
ción de decenas de miles de mujeres que expresaban de esa manera su 
visibilidad ante la negación práctica de sus derechos sexuales, repro-
ductivos, sociales, económicos y culturales por parte de las autoridades 
e instituciones. 

No cabe la menor duda de que las propuestas del feminismo comu-
nitario que caminan en América Latina son una alternativa al colapso 
ambiental que viene. Estas sientan nuevos valores, epistemologías y for-
mas de ver el mundo que la sociedad requiere. 



Conclusiones

El colapso, entendido como pérdida de complejidad de una sociedad, 
se encuentra actualmente en el horizonte. Pese a su presencia inmi-
nente, ha sido poco analizado por los investigadores del campo de la 
sustentabilidad. Tal y como lo ha planteado Bendell (2018, 7), existe una 
tendencia a negar dicha posibilidad, bajo la pena o acusación de ser con-
siderada catastrofista o apocalíptica. En ese sentido, en la práctica la 
escuela negacionista (por ejemplo, The Arthur B. Robinson Center on 
Climate and Environmental Policy del Heartland Institute en Estados 
Unidos) ha impulsado procesos de formación negando el cambio climá-
tico (Klein 2015), acusando a los ambientalistas de estar inmersos en la 
política de la sandía (verde por fuera, rojo por dentro).

En América Latina, los partidarios del negacionismo climático se 
encuentran actualmente en el ejercicio del poder político en varios paí-
ses de la región. El presidente brasileño Jair Bolsonaro, con los millones 
de hectáreas de bosques y selvas quemadas en su país en el año 2019, en-
cabeza dicha acción antinatura. Lo ambiental ha quedado de lado en la 
agenda práctica de muchos gobiernos, como es el caso de los gobiernos 
progresistas que han profundizado el extractivismo y la explotación sin 
límites de los recursos naturales, contaminando aguas y suelos. Esto ha 
limitado la posibilidad de estudiar las alternativas al colapso socioam-
biental que viene.

Los datos iniciales sobre la crisis ambiental dados por diversas ins-
tituciones, universidades y científicos, en este momento quizás ya no 
sean de utilidad, pues el colapso de la sociedad de hiperconsumo, ex-
tractora de materiales y energía de forma ilimitada e irracional, se en-
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cuentra en un profundo declive. Por lo tanto, es urgente debatir y re-
flexionar sobre cómo será la próxima construcción societal que los seres 
humanos generarán.

La perspectiva latinoamericana como una subregión que está 
transformándose de rural a urbana y con una presencia significativa de 
un pensamiento y una cosmovisión campesina e indígena es la base de la 
generación de principios de una posible alternativa. En el presente texto 
revisamos diversas alternativas a la crisis socioambiental que se desa-
rrollan principalmente en el medio rural. Se tomó como punto de par-
tida este retorno al campo, a la comarca, por la necesidad de cambiar el 
metabolismo bajo el cual se desarrollan las actuales fuerzas productivas. 
Las propuestas planteadas en el presente texto no pueden ser incorpo-
radas a un recetario o manual de reproducción de dichas experiencias, 
ya que cada una tiene su grado de complejidad y una coyuntura que han 
permitido su óptimo desarrollo.

Una de sus fortalezas es la apropiación histórica del giro ecoterri-
torial (Svampa 2019) por sus habitantes, que ha permitido construir los 
cimientos de las sociedades sustentables. Otra fortaleza que hace po-
sible la existencia de dichas experiencias tiene que ver con su carácter 
social, de interés colectivo, que deja de lado la perspectiva egoísta y an-
tropocéntrica, y permite que se generen bases culturales y espirituales 
de relación con otras especies biológicas y, sobre todo, de preocupación 
por el planeta mediante una perspectiva intergeneracional, de compro-
miso con un futuro común. La tercera fortaleza es su construcción con 
principios de sustentabilidad, que coadyuvan a mitigar o eliminar los 
daños ambientales que actualmente se generan por procesos produc-
tivos ineficientes y derrochadores de recursos naturales. La cuarta for-
taleza es la creación de un poder social, entendido como la apropiación 
del proceso por los participantes, en la que la autogestión, la toma de 
decisiones y la ciudadanía sientan las bases de principios de soberanía, 
y en la que se permite la cocreación y retroalimentación constante de la 
alternativa.

Se describieron diversas experiencias, las más sobresalientes en 
su tema, y se puso énfasis en la región mesoamericana, sin perder la 
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perspectiva latinoamericana. En ese sentido, estoy seguro de que existen 
más casos que por razones de espacio y tiempo no fueron abordados. 

En este mundo de tendencia a la refeudalización (Kaltmeier 2019) y 
de retorno con fuerza de corrientes de ultraderecha en el continente, se 
busca dar una pequeña gota de esperanza; con las experiencias que se re-
visan, se articulan respuestas y emergen propuestas alternativas al pre-
sente que nos confronta y que nos plantea que aceptemos la extinción, la 
aniquilación del mundo y la vida, y el resurgimiento de una modernidad 
en la que la tecnología será capaz de “artificializar“ la realidad.

Tal y como se expresa en la película infantil de Wall-E (2008), que 
trata sobre un robot que tiene que limpiar en el planeta Tierra toda la 
basura dejada por la humanidad, hay una feroz crítica al mundo del con-
sumo y sedentarismo del ser humano. El nombre del filme viene de la 
lengua hopi, grupo indígena de Estados Unidos, y significa “vida fuera 
del equilibrio”. Esa pérdida de la armonía entre el ser humano y la natu-
raleza que se ha fomentado en el Capitaloceno ha ocasionado los pro-
blemas ambientales que nos están llevando al colapso.

Sin embargo, en contraposición al libro de Rachel Carson escrito 
en 1962 y que se denominó La primavera silenciosa, que planteó las pro-
blemáticas ocasionadas por la industria de los agroquímicos y la mor-
tandad de insectos y aves, ha surgido la primavera ecológica a partir 
del movimiento mundial de jóvenes Fridays for Future; movimiento que 
conmovió al mundo mediante su llamado a preservar la vida en el pla-
neta y a luchar por su futuro, es decir, nuestro mañana. Es así que esos 
jóvenes, con toda su energía, están luchando contra el colapso y propo-
nen una rebelión pacif íca contra la extinción, porque los seres humanos 
y demás especies biológicas del planeta tenemos derecho a existir. En 
ese sentido, debemos responsabilizarnos de nuestras acciones en torno 
a los materiales que consumimos y el modelo energético mediante el 
cual producimos. 

Pero lo más importante es que las alternativas existen, y actualmente 
caminan entre pueblos y comunidades de América Latina. Se requiere pa-
ciencia, esmero y un profundo convencimiento de la necesidad de cam-
biar de manera urgente, y sólo así será posible salir del colapso que viene.
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